CAPÍTULO  QUINTO

UNA  ÉTICA  POLÍTICA  DE  LA  ECONOMÍA:  LA  JUSTICIA  COMO  IMPARCIALIDAD

El esfuerzo por acercarnos a los hechos económicos para entender sus mecanismos y encontrar en ellos los márgenes de libertad y los valores morales que nos permitan concebirlos como materia de una reflexión ética, nos ha conducido, a través de un largo trayecto que va de la microeconomía a la teoría de la elección pública, pasando por la economía del bienestar y la teoría económica institucional, hasta el ámbito de la política y por eso mismo hasta el umbral de la reflexión ética. La articulación de teorías sobre lo económico que hemos propuesto en los capítulos anteriores, nos ha confirmado una de las primeras intuiciones que dieron lugar a esta investigación, que la realidad económica es muy compleja y que no existe una teoría económica que explique el mundo de la economía en su totalidad, ni todas las implicaciones de un hecho económico particular. Para acercarse a los hechos económicos es necesario articular y complementar perspectivas teóricas que permitan ir elaborando una visión más o menos completa de los mismos, para que tal visión, a su vez, nos permita plantear las alternativas técnicas factibles en un caso determinado.

Sin embargo, la presentación de tales alternativas es sólo el resultado de un primer momento del método que propusimos al inicio (ver antes, cap. 1: 6.3.) y que tiene por objetivo elaborar la materia prima para el planteamiento correcto de los problemas de moral económica. Este planteamiento, ya de carácter ético, constituye el segundo momento de nuestro método y tiene como objetivo propio detectar en las alternativas bienes o valores morales en conflicto, los cuales a la luz de principios éticos y la referencia a un ideal social, cuya postulación constituye un tercer momento, deben ponderarse en un ejercicio de discernimiento, cuarto momento metodológico, para desembocar en la instrumentación de decisiones, lo cual nos lleva nuevamente al ámbito de las teorías sociales, en un quinto momento que, como el primero, es también de carácter empírico.

En los tres capítulos anteriores nos abocamos a exponer y articular las teorías de lo económico que a nuestro parecer pueden ser utilizadas en los momentos del análisis (1º) y de la instrumentación de decisiones (5º). Ahora debemos proponer una teoría que pueda ser utilizada en los momentos propiamente éticos de nuestro método (2º, 3º y 4º). Para ello, proponemos la utilización de la teoría de la justicia de John Rawls, también llamada justicia como imparcialidad por su mismo autor. Sin embargo, es necesario adelantar algunas condiciones que justifiquen la utilización de esta teoría.

Con respecto al método ético-teológico que esbozamos en el primer capítulo, es necesario que la teoría ética que utilicemos, además de mantener la continuidad entre los momentos económicos (1º y 5º) y los momentos éticos (2º, 3º y 4º), pueda dar contenidos teóricos a éstos últimos, es decir,

1) 
que permita plantear correctamente los problemas de moral económica como conflictos de bienes/valores (2º momento de nuestro método) para lo cual nos debe presentar los bienes/valores que estén implicados en un problema de moral económica; la noción rawlsiana de bienes primarios, particularmente los socio-económicos, satisface esta condición;

2) 
que permita contar con principios básicos (3er momento de nuestro método) para la evaluación y el discernimiento, para lo cual Rawls nos ofrece lo que él llama principios de la justicia; y que también nos permita proponer un ideal social normativo para la praxis social (3er momento de nuestro método), para lo cual el autor nos ofrece su idea de una sociedad bien ordenada;

3) 
que permita priorizar bienes/valores para realizar el discernimiento del problema moral (4º momento de nuestro método), para lo cual Rawls nos ofrece su secuencia de prioridades y su principio lexicográfico previo o mínimo social, así como su noción de razón pública.

Pero la ética social que propongamos debe permitir a la vez la continuidad entre la ética y la teología moral. Para ello proponemos como criterio la convergencia de la teoría de Rawls con las exigencias de los teólogos presentados en el primer capítulo y con las posturas morales del magisterio social de la Iglesia, por lo que consideramos que la primera debe llenar los siguientes requisitos:

1) 
que conciba la racionalidad económica como una dimensión más de la razón humana que por lo tanto debe articularse con la dimensión ética de ésta última, de tal manera que la teoría económica encuentre su lugar y su función mediadora al interior de la teoría ética; la concepción rawlsiana de la persona moral, que subyace a su concepción política de la persona, fundamentada en la estructura de la razón práctica, como razonable y racional nos ofrece esta posibilidad;

2) 
que proponga una concepción de la sociedad que permita superar el individualismo metodológico y el economicismo propios del libertarismo, o neoliberalismo, para lo cual Rawls nos propone la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación fundamentada en la reciprocidad, y que permita también superar el particularismo y el etnocentrismo propios del comunitarismo actual, para lo cual nos propone el constructivismo político como método para establecer principios generales de justicia;

3) 
que ubique el mercado en su contexto institucional, para que la eficiencia pueda ser asumida en el contexto de la justicia; para Rawls el mercado es parte de un proceso social más amplio cuyo curso depende de las restricciones impuestas por la justicia procedimental de las instituciones básicas que la sociedad se da a sí misma;

4) 
que asuma la pluralidad, religiosa, moral y cultural, de las sociedades complejas actuales o, en otros términos, que no sea totalitarista, en el sentido de que pretenda ser la concepción que rija todas las relaciones humanas, para que deje abierta la posibilidad de que los valores cristianos así como su concepción teológica incidan en la vida social; las concepciones rawlsianas de pluralismo razonable y consenso traslapado abren esta posibilidad; y

5) 
que sus principios tengan al menos cierta afinidad con la opción preferencial por los pobres como criterio evangélico de acción y discernimiento, afinidad que encontramos en el mínimo social y en el principio de diferencia propuestos por Rawls.

Consideramos que estos son los rasgos mínimos que debería tener una teoría ética para poder integrarse al método teológico moral que propusimos en el primer capítulo. Y aunque nuestro propósito no es llegar hasta la crítica teológica del pensamiento de Rawls, sí podemos proponer el ámbito de lo político como lugar de encuentro entre las concepciones políticas y éticas de la justicia como imparcialidad, por una parte, y las exigencias éticas de los teólogos analizados en el primer capítulo, así como los principios y categorías básicas sobre la vida en sociedad que nos ofrece el magisterio de la Iglesia católica, por la otra.

Conviene recordar que cuando el magisterio hace afirmaciones de carácter político, en el sentido en el que aquí estamos entendiendo la política, muchas veces está recurriendo a alguna filosofía política que no se ha originado en la teología, pero el hecho de que tales afirmaciones se expresen como “magisterio” de la Iglesia católica supone que, al menos, no existe contradicción entre las mismas y las concepciones teológicas de la Iglesia porque, como afirma el Concilio, “la Revelación cristiana... nos lleva a una más profunda comprensión de las leyes que regulan la vida social, y que el Creador grabó en la naturaleza espiritual y moral del hombre” y en realidad el propósito de los padres conciliares fue el de “subrayar ciertas consecuencias que de aquéllas (algunas verdades fundamentales de la doctrina cristiana sobre la sociedad humana) fluyen”
. En este sentido hablamos de “convergencias” o “coincidencias” en el ámbito de lo político entre la teoría de Rawls y la teología que subyace a los documentos del magisterio. Lo mismo sucede cuando nos refiramos a los teólogos.

Además de las numerosas referencias que haremos a algunos de los teólogos analizados en el primer capítulo, particularmente a Hugo Assmann, como se irá constatando, en este diálogo adquirirán especial importancia el magisterio social de Juan Pablo II, particularmente en su encíclica Centesimus annus y los documentos del Concilio Vaticano II, particularmente la Constitución Pastoral sobre la Iglesia en el mundo actual, Gaudium et Spes, y la Declaración sobre la libertad religiosa, Dignitatis Humanae. A lo largo de este capítulo las referencias a estos documentos serán numerosas.

Esta preferencia tiene su razón de ser en el hecho de que las discusiones y documentos del Concilio Vaticano II expresaron la formación de un nuevo ethos en el seno de la Iglesia católica o, en otros términos, manifestaron la existencia de una nueva matriz de percepciones y reflexión que generó una “revolución disciplinar” en la teología moral
 y que en el caso de la moral social se concentró en la Constitución Pastoral Gaudium et Spes, “documento donde la mayoría conciliar abrió a la reflexión moral el universo de los derechos humanos (político-civiles, culturales y económicos)”
 y en el que, en algunas de sus formulaciones, encontramos los “núcleos críticos donde habrían sido ensayadas y legitimadas, implícitamente al menos como método, las ideas directrices del cambio”
.

Hablamos de “convergencias” porque no pretendemos ni deducir del magisterio social una teoría de la justicia como la de Rawls, que tiene consistencia propia, ni conferirle validez a través de un argumento de autoridad eclesial, en el que el lugar teológico “romanos Pontífices/congregaciones romanas” se postulara como “algoritmo de decidibilidad... para cerrar autoritativamente problemas de decidibilidad sobre cuestiones morales”
. Nuestra intención es la de señalar afinidades o convergencias que permitan afirmar la posibilidad de asumir críticamente el pensamiento de Rawls e integrarlo al método ético teológico aplicado a problemas de moral económica.

En este capítulo estamos respondiendo entonces tanto a la necesidad de proponer una teoría ética que sea aplicable a los momentos éticos de nuestro método, como a la posibilidad de articular la teoría política, y a través de ésta la teoría económica, con la ética, como a la posibilidad de encontrar convergencias de ésta última con la teología. Por lo que, de alguna manera, en este capítulo encontramos las dos articulaciones de que hablamos en el primer capítulo (ver antes, cap. 1: 6.3.): la de las ciencias con la ética y la de la ética con la teología, aunque esta última de manera parcial, porque se refiere sólo a las categorías del ámbito político que manejan algunos teólogos o que encontramos en algunos documentos del magisterio.

Sin embargo, la columna vertebral de este capítulo es la teoría de la justicia propuesta por Rawls, por lo que en nuestra exposición procederemos en varios momentos:

- 
primero, ubicaremos el pensamiento de Rawls en el contexto del liberalismo (1.),

- 
en seguida, expondremos de qué manera la justicia como imparcialidad responde a las cuestiones sobre la justicia que no resuelven las teorías económicas vigentes, en un itinerario que irá de la asunción de las teorías económicas y los mercados en el marco más amplio de las instituciones y el proceso social (2., 3.) a la exposición de los principios de justicia que deben estructurar ese marco y regular ese proceso (4.),

- 
continuaremos con la presentación de las raíces éticas de la concepción de la justicia del autor (5.) y de los argumentos que la justifican como una respuesta adecuada a la pluralidad de las sociedades actuales (6.)

- 
y completaremos nuestra exposición argumentando por qué es posible asumir la teoría de la justicia de Rawls en el método que estamos proponiendo (7.);

- 
terminaremos este capítulo, y toda nuestra investigación, con unas conclusiones generales (8.).

1. Una teoría de la justicia:

la justicia como imparcialidad de John Rawls

Una reflexión sobre la justicia es la prolongación lógica de la economía del bienestar porque, como ya vimos, ésta plantea cuestiones de ética política que no tiene capacidad de responder. Pero también tal reflexión debe suponer una teoría de las instituciones como la de North, porque si no se explican los mecanismos que vinculan la economía con las instituciones, la teoría de la justicia, que tiene como objeto propio las instituciones básicas de una sociedad y no el mercado, no podría afirmar la incidencia de unas instituciones justas en la vida económica real.

1.1. Liberalismo y ética de la economía

Por varias razones debemos acudir a una teoría de la justicia de corte liberal y, más específicamente, del ámbito anglosajón. Desde el punto de vista cultural, los filósofos liberales ingleses y estadounidenses poseen un profundo conocimiento de la teoría económica dominante, pues reflexionan en un contexto intelectual donde ésta es la interpretación científica de la economía y, en una postura más radical, para algunos de ellos la racionalidad postulada por la microeconomía es la racionalidad de las relaciones sociales. Recordemos que la teoría económica moderna nace y se desarrolla, al menos durante el siglo XIX, principalmente en el norte de Europa y constituye un “desprendimiento” del seno de la filosofía moral de esta región. Esta simbiosis teórica entre economía y ética se manifiesta tanto en el fenómeno de economistas haciendo ética (por ejemplo, Edgeworth, Buchanan, Friedman, Sen, Arrow o Hirshman) como en el de filósofos haciendo teoría económica (piénsese por ejemplo en Smith, Stuart Mill, Sidgwik y, más recientemente, Hayek)
, así como en el auge de investigaciones y propuestas en el área de la economía del bienestar y de la teoría de la elección pública, que siempre tienen implicaciones éticas o que son francamente éticas
.

Este esfuerzo permanente de los moralistas liberales anglosajones por integrar racionalidad económica y racionalidad ética, constituye por sí mismo el punto de partida “natural” para preguntarse sobre la posibilidad de una ética económica que asuma, en algún momento del método, la microeconomía convencional. Si no empezamos por ahí, corremos el riesgo de pretender inventar lo que ya existe o de rechazar como imposible algo que de hecho ya se está dando, al menos en ese ámbito cultural. Otro problema será el de preguntarse por la posibilidad de que tal teoría y tal ética puedan ser compatibles con otras visiones culturales.

Pero el liberalismo es un fenómeno muy complejo, aún dentro del ámbito anglosajón, y no todos sus autores asumen de la misma manera la microeconomía y su racionalidad. Hemos optado por seguir a John Rawls en su justicia como imparcialidad porque, como expondremos a continuación, por una parte, supera el holismo utilitarista, porque no propone como éste la maximización de un bien, y por eso mismo va mucho más allá de la economía del bienestar y, por la otra, se deslinda explícitamente del libertarismo (neoliberalismo, para nosotros) y sus fundamentos: el individualismo metodológico (el individuo como explicación última de la realidad social) y el economicismo (la eficiencia como último criterio de decisiones sociales).

A la vez, su principio de diferencia, que establece como criterio último de distribución la promoción de los menos aventajados, suponiendo un mínimo social y una base común de bienes primarios; su concepción de la sociedad como un sistema justo de cooperación, fundamentado en la idea normativa de reciprocidad y que supone como agente a la persona con su dimensión tanto individual/grupal-privada (racionalidad) como social-pública (razonabilidad); así como su concepción de la estructura básica de la sociedad como objeto primero de la virtud de la justicia, permiten, a nuestro modo de ver, tender puentes entre su teoría ética y la teología moral y entre ésta y la teoría económica. Además, su asunción del pluralismo social, al que intenta responder con sus ideas de pluralismo razonable, consenso traslapado y razón pública, permite responder a las cuestiones más candentes de las sociedades caracterizadas por la complejidad social y la diversidad cultural.

1.2. El liberalismo político de Rawls

A pesar de su modestia
, Rawls es uno de los autores más citados y controvertidos en la actualidad. Para algunos, es un autor imprescindible en cualquier estudio sobre la justicia
, “el máximo exponente de la teoría ética de este siglo”
, “un clásico contemporáneo”, “uno de los últimos abanderados del proyecto ilustrado”
, “el más influyente teórico de la justicia contemporáneo”
, o “uno de los pensamientos más estimulantes de la modernidad occidental”
; y su obra es “la mayor aportación a la tradición anglosajona de filosofía política desde Sidgwik y J. S. Mill”, “probablemente la obra más importante de filosofía moral y política de este siglo”
, o su teoría de la justicia, junto con la de Habermas, es una “de las dos teorías de la justicia neo-kantianas más poderosas de que ahora disponemos”
;  mientras que para otros es un “teórico de la ley natural”
, un utilitarista más
, (su obra es) “una teoría de la pura distribución”
, o simplemente “no funciona” y termina ubicándose en la antítesis del liberalismo, esto es, en el campo del socialismo
. Por último, también se ha afirmado que la teoría de la justicia de Rawls no es propiamente una teoría del contrato social clásica, porque su objetivo no es el de justificar racionalmente la existencia del Estado sino el de proponer un modelo de sociedad justa
.

Merquior establece dos grandes puntos de referencia para clasificar los liberalismos del siglo XX: por una parte, el nuevo liberalismo, o liberalismo social, con tres elementos esenciales: la insistencia en la libertad positiva (libertad para), la preocupación por la justicia social y el deseo de sustituir la economía del laissez-faire; en esta versión  ubica a autores como Durkheim, Kelsen, Keynes, Aron y Dahrendorf; y el neoliberalismo, con su desconfianza en las libertades positivas, su rechazo al concepto de justicia social y su regreso al libertarismo y al Estado mínimo, donde destacan Mises y Hayek. En este marco se ubican los neocontractualistas, unos más cerca del neoliberalismo (Nozick) y otros más afines con el liberalismo social (Rawls y Bobbio)
.

Adela Cortina coincide más o menos con esta apreciación. Para ella, Rawls es el último punto de la línea contractualista Rousseau-Kant
 y se ubica en el fenómeno actual de convergencia entre el socialismo y el liberalismo en el ámbito de la ética política, el primero moviéndose del colectivismo a la solidaridad y el segundo moviéndose del individualismo a la autonomía
, movimiento en el que el liberalismo “ha ido perdiendo su egoísmo”
, con lo que Rawls quedaría situado en “la tradición liberal no individualista”
 o, en otros términos, en “esa acreditada tradición ético-política, de raigambre tanto liberal como socialista
, que ve en la realización de la intersubjetividad el momento de la moralidad”
. Y con respecto a su método, según la misma autora, se trataría de un iusnaturalismo procedimental, “en la medida en que no deja a la voluntad del legislador ni de los individuos fácticos determinar los criterios de la justicia ni todos los deberes posibles, pero, por otra parte, obtiene tales criterios y los llamados «deberes naturales» a partir de un procedimiento y no de principios previos”
; se trataría a la vez de un personalismo procedimental, por su operativización o “procedimentalización del concepto de persona” en su posición original
.

Ciertamente Rawls, aunque sólo reivindica su justicia como imparcialidad como una concepción política de la justicia entre otras que se dan en el marco del liberalismo, se deslinda explícitamente del utilitarismo y del intuicionismo, a los que califica de “doctrinas que han dominado largamente nuestra tradición filosófica”
, y se deslinda del perfeccionismo en su vertiente nietzscheana, pero encuentra ciertas coincidencias con la vertiente aristotélica en su forma intuicionista, lo cual ubica a su teoría en “una posición intermedia entre el perfeccionismo y el utilitarismo”
.

Y, por otra parte, ya en el ámbito del neocontractualismo, se deslinda del libertarismo de Nozick que, para Rawls, “aunque hace un uso importante del acuerdo, no es de ninguna manera una teoría del contrato social”
 por lo que se trata de “un régimen constitucional puramente formal” o de “una forma empobrecida del liberalismo”, porque no combina la igualdad y la libertad en el modo en el que lo hace el liberalismo, pues le falta el criterio de reciprocidad, y permite por eso desigualdades socioeconómicas excesivas a la luz de tal criterio
; se deslinda también del libertarismo de Buchanan, porque éste no fundamenta la elección de una constitución en principios de justicia previamente establecidos, sino en la racionalidad puramente económica
, y del de Gauthier, porque éste intenta derivar lo razonable de lo racional y distingue entre un “individuo en sociedad” y un “individuo en estado de naturaleza”
.

Por último, Rawls se deslinda también del comunitarismo de Walzer, que sólo acepta vínculos políticos cuando se derivan de actos consensuales inmediatos
, y cuya justicia como “un arte de la diferenciación”
 no permite la unidad en la diversidad de principios de justicia requeridos por la compleja realidad social
 y, a la vez, renuncia a la abstracción que, según Rawls, es inherente a una teoría de la justicia y no implica ignorar los conflictos sociales
.

El pensamiento de Rawls ha evolucionado permanentemente como respuesta tanto a los problemas internos de su teoría como a las críticas recibidas
, por lo que en una primera lectura resulta bastante complejo. La producción teórica de Rawls abarca más de cuatro décadas (de 1951 a 1996)
, en las que podemos distinguir dos grandes momentos de síntesis: el primero, con la aparición de A Theory of Justice (1971) que recoge y prolonga la producción anterior, a partir de 1958
, y el segundo, con la aparición de Political Liberalism (1993, 1996) que recoge, reformadas y revisadas, conferencias que abarcan el período que va de 1978 a 1989, a las que la edición de 1996 añade una más, aparecida en 1995
.

El viraje más importante que Rawls reconoce explícitamente consiste en el reconocimiento de que, en la Tercera Parte de A Theory of Justice, sus argumentos para dar razón de la estabilidad de la sociedad, que suponían una doctrina comprensiva común a todos los ciudadanos de una sociedad determinada, son inconsistentes con la teoría completa, porque no reconocen el hecho real del pluralismo
, que no es sino “el resultado normal del ejercicio de la razón humana en el marco de las instituciones libres de un régimen democrático constitucional”. La aceptación del pluralismo de doctrinas comprensivas desplaza a la justicia como imparcialidad de la cultura social, que es ahora el lugar de la pluralidad, a la cultura política, que es el lugar del acuerdo, o consenso traslapado, transformándola en la concepción política de la justicia propia del liberalismo político
. La distinción entre una concepción política y una doctrina comprensiva es cuestión de amplitud: las primeras tienen como objeto las principales instituciones de la vida política y social mientras que las segundas abarcan o tienden a abarcar toda la vida, e incluyen concepciones sobre los valores de la vida humana, así como ideales de virtud personal y carácter
.

Este desplazamiento hacia lo político repercute en la reformulación de algunas de las categorías más importantes de la justicia como imparcialidad, que ahora reciben explícitamente el calificativo de “políticas”
. Así, donde antes encontrábamos la categoría de persona moral como sujeto del acuerdo original
, ahora encontramos la de concepción política de la persona, entendida ésta como “alguien que puede ser un ciudadano”
, donde antes se recurría a la categoría de autonomía moral, ahora se recurre a la de autonomía política
, donde antes encontrabamos virtudes, ahora encontramos virtudes políticas, lo que antes era una teoría de los sentimientos morales aplicada al sentido de la justicia
, o parte de una teoría ética del contrato aplicada a la virtud de la justicia, o un paso previo para una reflexión más amplia sobre la rectitud (rightness) como imparcialidad
, es ahora una concepción política de la justicia que “necesita” no ser comprensiva
. Y en cuanto al método, si en A Theory se consideraba la posición original como una “interpretación procedimental de la concepción kantiana de autonomía y del imperativo categórico”
, en Political Liberalism se nos habla de un constructivismo político que contrasta con el constructivismo moral de Kant y en el que “no todo es construido”
. Además, esta reformulación también requiere de categorías nuevas, como las de doctrinas comprensivas, consenso traslapado, razón pública y pluralismo razonable.

Este desplazamiento no significa ruptura, porque la concepción política de la justicia que propone Rawls sigue siendo una concepción normativa y moral
, en este caso articulando valores políticos
, elaborada para un objeto específico, la estructura básica de un régimen democrático constitucional
, y con un ideal político intrínseco expresado por el criterio de reciprocidad
. Además, supone la misma concepción igualitaria de la justicia expuesta en A Theory of Justice
.

Podemos entonces concluir con Rawls que el liberalismo político, aunque no es nuevo, nunca había sido presentado o elaborado por otros autores de la manera como lo hace él mismo
. Su propósito principal es resolver el conflicto latente en el pensamiento democrático entre libertad e igualdad, tratando de mediar entre dos tradiciones en pugna, la asociada con Locke, que acentúa la libertad dando más peso a las “libertades de los modernos” (libertad de pensamiento y conciencia, ciertos derechos básicos de la persona y de propiedad y el imperio de la ley) y cuyo origen se puede encontrar en tres acontecimientos históricos: el movimiento de Reforma, el surgimiento de los Estados modernos y el desarrollo de la ciencia moderna; y la asociada con Rousseau, que acentúa la igualdad dando más peso a las “libertades de los antiguos” (libertades políticas iguales y valores de la vida pública), cuyo paradigma es la filosofía moral griega, que surgió en el contexto histórico y cultural de una religión cívica que fundamentaba el consenso público sobre el bien (la Atenas del siglo V, a. C); esta tradición tiene actualmente su expresión tanto en el republicanismo clásico, para el que una vigorosa participación política de los ciudadanos es indispensable, si se quiere evitar que las instituciones caigan en manos de los que buscan dominar e imponer su voluntad a través del aparato del Estado, como en el humanismo cívico, para el que la participación en la vida política es el locus privilegiado de la vida buena
.

Se suele presentar el pensamiento de Rawls siguiendo a grandes rasgos la estructura de A Theory of Justice, iniciando con la exposición del método que conduce a la postulación de sus dos principios de justicia (Parte I) para desembocar en las cuestiones institucionales (Parte II) y su teoría del bien (Parte III). En nuestro caso iniciamos con las cuestiones institucionales y más específicamente con las referidas a la economía, que son tal vez la parte menos destacada del pensamiento de Rawls, para continuar exponiendo cómo responde a las cuestiones sobre la justicia que deja abiertas la economía del bienestar y terminar con las raíces filosóficas de los principios de la justicia.  Así lo requiere la lógica de nuestra reflexión, que intenta encontrar los puentes que llevan de la economía a la ética. Además, la teoría de Rawls tiene una coherencia interna que nos permite introducirnos en la misma por cualquiera de sus elementos e ir tocando los puntos relacionados de manera casi natural, a pesar de que se trata de un pensamiento bastante complejo. Como ya mencionamos, en el trayecto iremos señalando las convergencias de la propuesta de Rawls con las exigencias de los teólogos, principalmente latinoamericanos, y con las posturas del magisterio ante los problemas socio-económicos de nuestro tiempo.

1.3. Instituciones básicas y justicia:

última definición de la ética social

Antes de iniciar la exposición de la justicia como imparcialidad es necesario constatar si su concepción de las instituciones coincide con la de la teoría económica institucional de Douglass C. North, que expusimos en el capítulo anterior. Esta identificación es fundamental, porque nos hemos basado en las tesis de este último para afirmar que existe una continuidad entre mercado e instituciones, y que tal continuidad nos permite vincular al mercado con la justicia de las instituciones, en el nivel práctico, y vincular la microeconomía y la economía del bienestar con una teoría de la justicia, en el nivel teórico. Es entonces metodológicamente necesario que la noción de instituciones que hemos utilizado hasta este momento, la de North, coincida con la noción de instituciones a la que Rawls aplica su teoría de la justicia.

Además, la teoría de Rawls debe responder suficientemente a los señalamientos de Assmann de que “la cuestión de fondo, generadora de diferencias en la teología de la liberación, y consecuentemente en los tipos de crisis de la misma, parece ser la de cómo se concibe la relación entre los individuos y formas institucionales en sociedades amplias y complejas” y de que “estamos confrontados con un fenómeno social global, que coloca la exigencia de un pacto social institucionalmente configurado, para no quedarse en un caudal de retórica, imágenes impactantes, unos cuantos objetos donados y un alivio apenas puntual y esporádico al hambre”
.

Por último, aunque en el Concilio las instituciones se consideran más como sujetos sociales que como reglas o restricciones, la noción rawlsiana de las mismas debe coincidir con la caracterización que de ellas hace el Concilio, al describirlas como creaciones humanas “nacidas de la aspiración de los pueblos a la paz” que se pueden ir adecuando a “las realidades espirituales”
.

Como vimos antes (cap. 4: 2.1.), el lenguaje común y la sociología proporcionan una diversidad de nociones o definiciones de las instituciones que genera confusión. Tanto por su aplicabilidad a la economía como por su apertura a una reflexión ética, nos pareció que la más adecuada para nuestro propósito es la concepción de North, que las define como las restricciones que los seres humanos diseñan para dar forma a su interacción, con la finalidad de reducir la incertidumbre en los intercambios sociales, políticos y económicos, y en las que incluye tanto las que vienen de la cultura (norms) como las que vienen de la política y cristalizan en un marco jurídico (rules).

La noción de instituciones propuesta por Rawls coincide con la de North. Para Rawls, una institución es un sistema público de reglas que definen oficios y posiciones con sus derechos y deberes, poderes e inmunidades. Tales reglas especifican ciertas formas de acción como permisibles y otras como prohibidas; y consideran ciertos castigos y defensas contra las violaciones, por lo que, volviendo a las categorías de North, para Rawls se trata también de restricciones, sólo que este se refiere a ellas como “límites a la libertad”, a través de los “límites a la razón” impuestos por el desarrollo y educación de ésta, su conocimiento e información y el ámbito de las acciones en que se puede expresar, por lo que, en último término, “nuestra libertad depende de la naturaleza del contexto institucional y social que nos rodea”
. Para enumerar ejemplos de instituciones, Rawls habla de “prácticas sociales”, como juegos, rituales, juicios, parlamentos, mercados y sistemas de propiedad, por lo que se trata, como en la noción de North, de restricciones que pueden venir tanto de la cultura (las instituciones informales de North) como de la política a través del marco jurídico (las instituciones formales de North).

Para Rawls, una institución puede ser pensada de dos maneras:

1ª 
como un objeto abstracto, es decir, como una forma de conducta posible expresada por un sistema de reglas, y

2ª 
como la realización en el pensamiento y la conducta de ciertas personas, en un tiempo y en un espacio determinados, de las acciones especificadas por esas reglas.

La institución como objeto abstracto es justa o injusta en el sentido de que su realización sería justa o injusta, por lo que es mejor decir que lo justo es la institución en tanto que realizada y efectiva e imparcialmente administrada. Este matiz nos permite aclarar una posible confusión que podría surgir de la afirmación de Rawls de que la justicia es la “primera virtud” de las instituciones sociales, porque se podría pensar que se trata de la virtud propia de una cosa, pero la distinción de Rawls nos permite pensar la justicia como virtud propiamente moral, es decir, de las acciones de alguien. Recuérdese que North hablaba de las instituciones como “constructos mentales” y que el Concilio las subjetiviza fuertemente al atribuirles la capacidad de “esforzarse”, de “luchar”, de “respetar” y de “responder”
. Para Rawls, las instituciones existen cuando son regularmente cumplidas y públicamente reconocidas como reglas comunes, lo cual implica la subjetividad y la libertad humanas que dan a las instituciones su carácter propiamente moral, pero sin excluir la objetividad de su reconocimiento público y de su cumplimiento regular.

Además, como ya mencionamos, la existencia de una institución supone su carácter público, lo cual significa que una institución existe en un tiempo y un lugar determinados cuando las acciones especificadas por ella son llevadas a cabo regularmente y de acuerdo con un entendimiento público de que el sistema de reglas que definen la institución debe ser seguido o, en otros términos, cuando todos los involucrados en una institución saben lo que deberían saber si tales reglas y su participación en las actividades que aquéllas definen fueran el resultado de un acuerdo. Este carácter público de las reglas asegura que los implicados en ellas saben qué limitaciones de conducta esperar mutuamente y qué clases de acciones son permisibles. Por lo tanto, se trata de una base común para determinar las expectativas mutuas y coincide con la idea de North de que la función de las instituciones es la de reducir la incertidumbre en la convivencia humana. Pero también, por ese carácter público, la concepción de Rawls responde a la preocupación de Assmann de que “no se puede permanecer en el plano meramente ético de la solidaridad, sino que ésta sólo se vuelve efectiva en la conquista de la ciudadanía, reconocida y asumida en el plano de la efectivización institucional de derechos sociales”
, aún cuando Assmann no llega al reconocimiento de que tal institucionalización es también de carácter ético, al no distinguir, como hacemos nosotros, entre una ética intersubjetiva y una ética propiamente social.

De esta coincidencia básica con la teoría de North, se desprenden las siguientes. Rawls también distingue entre las reglas constitutivas de una institución y las estrategias y máximas que ayudan a optimizar las ventajas que ofrece la institución para propósitos particulares de individuos y grupos, por lo que para su reforma es necesario tener en cuenta las tácticas que permite y los comportamientos que tiende a estimular. En este sentido North hablaba de organizaciones, refiriéndose a los agentes sociales, y de sus estrategias al interior de un determinado conjunto de oportunidades, o incentivos, definido por las instituciones. Por último, Rawls distingue entre justicia formal, o justicia como regularidad, que consiste en la administración imparcial y consistente de las instituciones (adhesión a los principios u obediencia al sistema) que es una forma de apoyar y asegurar las expectativas legítimas, y la justicia sustantiva, que consiste en la asignación de derechos y deberes fundamentales y la división de ventajas y cargas propias de la cooperación social. La justicia formal de Rawls, aunque no se identifica con ella, supone entonces la categoría de enforcement, propuesta por North para referirse al modo como se hacen cumplir los contratos
.

Para Rawls, el objeto principal de la justicia son las instituciones, pero conviene hacer una última distinción. Hay instituciones que vienen de la cultura e instituciones que se concretizan en un marco jurídico; al interior de estas últimas se debe notar que un conjunto de reglas constituyen una institución y un conjunto de instituciones constituyen la estructura básica de una sociedad. La justicia como imparcialidad no tiene por objeto ni las relaciones entre individuos, que serían la materia de lo que nosotros hemos llamado la ética intersubjetiva, ni las instituciones que vienen de la cultura (las instituciones informales de North), que serían objeto de una ética transcultural o de una filosofía crítico-hermenéutica de la cultura con intención ética
 y que a decir de Rawls serían el objeto de una teoría “general” de la justicia o teoría moral más amplia. Así como el objetivo de la filosofía moral es el de dar cuenta de la capacidad moral de los humanos, el objetivo de una teoría de la justicia es el de dar cuenta de la capacidad humana para desarrollar un sentido de la justicia
. Tampoco tiene por objeto las reglas particulares o las instituciones aisladas del conjunto, que serían más bien el objeto propio de la justicia “local”
 o de diversas “esferas”
 de la justicia. El objeto específico de la justicia como imparcialidad es entonces el conjunto de las instituciones formales básicas de una sociedad
 y como éstas son el resultado de la acción política podemos afirmar que se trata de una ética política.

Esta distinción es importante porque aclara las críticas al pensamiento de Rawls que lo descalifican porque no resuelve problemas particulares, olvidando que su propósito es establecer teóricamente la justicia de fondo de una sociedad, es decir, el marco en el que se dan los otros tipos de justicia, marco constituido por el ordenamiento de las principales instituciones sociales en un esquema de cooperación, donde la justicia o injusticia no depende de que cada situación particular sea justa o injusta, sino que es consecuencia de cómo las reglas e instituciones se ajustan entre sí en un único sistema
.

Estas distinciones nos obligan a reubicar nuestra propuesta al interior de las tres dimensiones de la ética que se refiere a la vida económica, que propusimos en el tercer capítulo (ver antes, cap. 3: 7.) y que redefinimos en el cuarto (ver antes, cap. 4: 3.).

En el tercer capítulo propusimos la posibilidad de una ética intrasubjetiva, de una ética intersubjetiva y de una ética social que versaría sobre la moralidad de las decisiones colectivas, en cuanto que éstas influyen en la configuración y funcionamiento del mercado a través de la conformación de las variables exógenas y la distribución de los poderes y los bienes económicos.

En el capítulo cuarto redefinimos la ética social como aquella que trata sobre la moralidad de las decisiones colectivas en cuanto que éstas: a) al concretarse en instituciones influyen en la conformación de las variables exógenas y, a través de éstas, en la conformación y funcionamiento del mercado que, a su vez, repercute en la eficiencia y en la distribución de la riqueza en una economía dada; b) también al concretarse en instituciones distribuyen los poderes y los bienes económicos.

Ahora delimitamos nuestra propuesta ética a una parte de la ética social que trata sobre la justicia de las instituciones formales básicas de una sociedad, constituidas fundamentalmente por la constitución de un país, su legislación y sus políticas más trascendentales, y que son el objeto propio de la justicia como imparcialidad propuesta por Rawls. Pero debido a que las instituciones formales básicas de una sociedad se constituyen como resultado de decisiones políticas, tal ética social es una ética política; y si nos referimos a aquellos aspectos de las instituciones formales básicas que regulan la vida económica, estamos hablando entonces de una ética política de la economía. Así respondemos al reclamo del magisterio y los teólogos de subordinar la economía a la política y a los objetivos sociales de la justicia, ubicando la ética de la economía al interior de la ética política y ésta al interior de la ética social de tal manera que, como afirma Assmann, se posibilite la organización de la esperanza humana en torno a metas comunes que se puedan institucionalizar, aunque siempre en formas provisionales y juzgables a la luz de la utopía, lo que supera el sacrificialismo de la economía dominante, lo cual, a su vez, permite el ensanchamiento de los límites de lo posible, reducidos por la teología idolátrica al espacio del mercado y su racionalidad, por lo que la teología antiidolátrica conserva su función crítica frente a lo dado.

Quedan entonces fuera de nuestra consideración tres dimensiones de la ética social:

-
la justicia de las instituciones formales intermedias de la sociedad, que podrían ser objeto de la así llamada justicia local;

-
una reflexión ética transcultural, o intercultural, la cual implica necesariamente a la bioética y a la ética ecológica y, en nuestro caso, sus relaciones con la economía. Sin embargo, la respuesta a la cuestión de la justicia de las instituciones formales básicas de una sociedad, requiere, como veremos después (cap. 5: 6), algún tipo de respuesta a la cuestión de las relaciones interculturales en el marco de aquéllas;

-
una teoría de la justicia internacional (ius gentium), que no intentaría responder a la diversidad de culturas sociales al interior de un país para proponer una cultura política común a todos sus ciudadanos, sino a las diversidades tanto de culturas sociales como de culturas políticas en el ámbito mundial, para proponer una cultura de los derechos humanos común a todos los Estados-nación
 y, más específicamente con respecto a la economía, para proponer instituciones internacionales de regulación de la misma.

Si intentáramos hacer una esquematización de las dimensiones de la ética que hemos descubierto en nuestro esfuerzo por analizar las implicaciones éticas de las decisiones económicas, tendríamos lo siguiente:

1. ética intrasubjetiva


2. ética intersubjetiva


3. ética social:
3.1. ética local (de las instituciones formales intermedias)


3.2. ética política (de las instituciones formales básicas)


3.3. ética transcultural o intercultural
(de las instituciones informales)


3.4. ética internacional o mundial
(de las instituciones internacionales)



2. De la microeconomía a la economía política:

mercado y Estado

La discusión actual sobre la ética de la economía se mueve entre dos posturas extremas, la sacralización del mercado y la demonización del mercado, de tal manera que, como vimos en el primer capítulo, incluso para algunos teólogos la asunción de los mecanismos del mercado en el marco de una reflexión teológica presenta serias dificultades. Otros conciben al mercado y al Estado como realidades alternativas y mutuamente excluyentes. En el magisterio de Juan Pablo II, aunque se rechaza claramente la absolutización de los mecanismos del mercado “que conllevan el riesgo de una «idolatría» del mercado”, se reconoce que aquéllos tienen ciertas ventajas al facilitar la asignación y el intercambio de los recursos y dar “la primacía a la voluntad y a las preferencias de la persona”
. Mientras que al Estado lo considera como respuesta a necesidades de la vida en sociedad auténticamente humanas, siempre y cuando no se trate de un Estado totalitario
. La cuestión está entonces, como propone Assmann, en encontrar las dosis de mercado y Estado más adecuadas a cada sociedad o, en otros términos, en rescatar la concepción original de la economía como economía política.

2.1. Tres niveles de reflexión en torno a la economía

Rawls responde a estas exigencias proponiendo algunas distinciones entre teorías económicas que le permiten manejar adecuadamente la complejidad de las realidades económicas. En su reflexión sobre la economía, este autor no pretende ni explicar, ni criticar, ni añadir algo a la teoría económica, pues el que ésta pueda estar equivocada o ser mal empleada no afecta al propósito de la teoría de la justicia. Las referencias a la teoría económica le sirven sólo para ilustrar el contenido de los principios de la justicia
. Para ello, el autor distingue entre teoría económica (economics), economía política (political economy) y sistemas económicos (economic systems)
.

La teoría económica a la que se refiere es la convencional (received doctrine) o microeconomía, sobre el funcionamiento de los mercados, que son posibles y necesarios tanto en el capitalismo como en el socialismo; por economía política entiende algo que va más allá tanto de la microeconomía (economics) como de la economía del bienestar (welfare economics) y de la teoría de la elección social (social choice) pues se refiere a las limitaciones externas y las correcciones a los mercados reales con el fin de lograr la justicia, también posibles y necesarios en ambos sistemas, porque para él la economía política debe incluir una interpretación del bien público basado en una concepción de la justicia, pues su finalidad es orientadora y normativa, y no sólo para las cuestiones de política social y económica, sino también para su marco institucional
. Y, por último, la reflexión sobre la cuestión de cuál sea el sistema más justo, para la cual no existe una respuesta única. Rawls se ubica en el segundo nivel de reflexión, por lo que no ofrece ni una crítica a la teoría económica convencional, pues la asume como “recibida”, ni una crítica al capitalismo, pues afirma que su justicia como imparcialidad no depende del sistema de propiedad (de los medios de producción) en el que se aplica
.

Por ello, se puede decir que los principios de la justicia como imparcialidad que expondremos posteriormente (ver después, cap. 5: 4.) “pueden servir como parte de una doctrina de economía política” o “funcionar como una concepción de economía política”
, o que la economía política puede servir para constatar la practicabilidad de la justicia como imparcialidad
. Para Rawls, este carácter normativo de la economía política le exige ser crítica ante la concepción moral y política implícita en el status quo, lo mismo que ante las fuerzas sociales y económicas que contienden en el seno de la sociedad, de tal manera que las instituciones sean el resultado de una elección social, más o menos explícita, fundamentada no sólo en razones económicas, como la eficiencia, sino sobre todo en razones políticas y morales
, lo cual está muy lejos de constituir una justificación ideológica de lo dado.

Esta concepción no está muy alejada del deseo de los teólogos latinoamericanos que propugnan por que la teoría económica vuelva a ser economía política
. Pero Rawls supera el dilema de Assman, entre aceptar la economía como ciencia o transformarla en teoría moral incorporándole categorías éticas
, distinguiendo entre teoría económica (economics) de carácter científico y doctrina de economía política (political economy) de carácter propiamente ético-político. Y también coincide con la propuesta de North de que “debemos desarrollar una verdadera disciplina de economía política”
. Con esta solución supera el “economicismo” que pretende ampliar la racionalidad económica a todas las relaciones sociales
.

Por su parte, los sistemas económicos son las estructuras reales que regulan la producción y la distribución, así como el ahorro social y los bienes públicos; las referencias más comunes son las que definen un sistema por el tipo de propiedad de los medios de producción: socialismo (socialism) o economía de propiedad privada (private-property economy)
.

Por último, las distinciones anteriores le permiten establecer una más que resulta crucial para nuestro propósito y que da mayor coherencia a las posturas y exigencias del magisterio y los teólogos mencionados: la distinción entre mercado y sistemas económicos, con lo que pierde relevancia la discusión sobre éstos centrada en su adhesión o rechazo al mercado. Por su parte, la pregunta de cuál sistema económico responde mejor a los requerimientos de la justicia, va mucho más allá tanto de la teoría económica como de los principios de la justicia, pues depende en gran parte de las tradiciones, instituciones y fuerzas sociales de cada sociedad y sus circunstancias históricas particulares, por lo que, según Rawls, se puede presumir que tal cuestión no tiene una respuesta general
. Esta afirmación abre la posibilidad de pensar la justicia como imparcialidad desde países del tercer mundo, a la luz de la afirmación de Juan Pablo II de que “la Iglesia no tiene modelos para proponer. Los modelos reales y verdaderamente eficaces pueden nacer solamente de las diversas situaciones históricas, gracias al esfuerzo de todos los responsables que afronten los problemas concretos...”
.

2.2. Asunción de los mecanismos del mercado:

vinculación con la microeconomía

Si como afirma Rawls, el problema de la provisión de los bienes públicos es independiente del tipo de propiedad de los medios de producción y se resuelve, en última instancia, en una cuestión de grado o de proporciones, algo semejante sucede con el mercado. Para Rawls el uso de los mecanismos de mercado, y más específicamente de la formación de los precios a través del juego de la oferta y la demanda, puede ser común a ambos sistemas, pues además de que otros procedimientos resultarían administrativamente abrumadores (por ejemplo, el racionamiento) la formación de los precios a través del mercado tiene ventajas innegables. Si recordamos que los precios tienen dos funciones, la de asignación, o distribución de recursos productivos, y la de racionamiento
, las diferencias entre una economía de propiedad privada y una socialista vuelve a ser de grados o proporciones: en la segunda, la función distributiva de los recursos productivos del mercado sería mucho más débil. Además, en ambos sistemas es necesario determinar la tasa de ahorro colectivo, los recursos que habrán de dedicarse a asegurar el bienestar de las generaciones posteriores y la dirección de la inversión, pero tales decisiones pueden ser bien o mal tomadas en ambos sistemas. Las diferencias son más claras con respecto a la dirección de la producción (en cuanto a cantidades y cualidades de los bienes) pues en una economía de propiedad privada serán orientadas por las preferencias de los consumidores, mientras que en un régimen socialista estarán más influidas por las preferencias de los planificadores o por las decisiones colectivas
.

De cualquier manera, Rawls encuentra tres grandes ventajas en el uso de los mecanismos del mercado y que pueden también ser aprovechadas por un régimen socialista:

- 
la eficiencia, ya sea como resultado real de la competencia propia del mercado, ya sea como idea orientadora y reguladora de la economía real, a través de la teoría del equilibrio general (ver antes, cap. 3: 2.4.), y en cuyo caso será necesaria la intervención del Estado para orientar la economía real hacia allá,

- 
su consistencia, supuestos ciertos requisitos institucionales, con las libertades iguales y con una justa y real igualdad de oportunidades y

- 
su capacidad, cuando tiende a la competencia perfecta (ver antes, cap. 3: 2.5.), de descentralizar el ejercicio del poder económico o “poder de mercado”.

El reconocimiento de estas ventajas no significa prejuzgar con respecto a la elección de un sistema en un caso concreto, ni negar la existencia de graves injusticias en los actuales sistemas de propiedad privada
. Sin embargo, aunque los mecanismos del mercado son impersonales y automáticos, eso no significa la pérdida de una razonable autonomía humana, pues la elección de tales mecanismos para regir una parte de la vida social es una decisión política, tanto como lo es la de mantener unas instituciones básicas justas que sirvan de marco para el funcionamiento del mercado o, como afirma Assmann, “se trata de conjugar mercado y planificación de metas sociales prioritarias, mediante instancias institucionales democráticamente erigidas e implementadas”
.

2.3. Defensa de los bienes públicos:

vinculación con la economía del bienestar
El pensamiento de Rawls entronca con la economía del bienestar cuando analiza el problema de los bienes públicos, asumiendo las conclusiones de aquélla en el sentido de que los mismos requieren de la intervención del Estado, sea en la forma de decisiones gubernamentales, sea en la forma de una legislación específica. Como vimos anteriormente, por su misma naturaleza estos bienes no pueden ser regulados por el mercado, ni en su cantidad ni en su financiamiento (ver antes, cap. 3: 4.2.1., cap. 4: 1.6.2. y 1.6.4.1.). Para Rawls las razones de fon-do que fundamentan la intervención del Estado en esta materia son dos:
- 
que la racionalidad individual no conduce necesariamente al bien general
 y

- 
que, aún en una sociedad formada por individuos justos, las dimensiones de las sociedades actuales no garantizan la confianza mutua que se requiere para el buen funcionamiento del sector público de la economía
.

Ambas razones van más allá de la visión superficial de que una regulación social se fundamenta únicamente en la necesidad de evitar las consecuencias del egoísmo y la injusticia, pues la razón última es la condición de la vida humana en sociedades complejas.

Por lo mismo, es necesario distinguir entre dos aspectos del sector público, el de la propiedad de los medios de producción, que define a los sistemas económicos de acuerdo a la fracción de la producción total que está en manos del Estado, y el común a ambos sistemas de la proporción del total de recursos producidos por una sociedad que se destina a la provisión de bienes públicos. Entre ambos aspectos no hay una conexión lógica, al menos teóricamente
, pues una economía de propiedad privada puede dedicar muchos recursos a la provisión de bienes públicos, a través de compras o concesiones estatales, lo cual significa que para Rawls los bienes públicos lo siguen siendo aunque sean proporcionados por particulares. Por su parte, una sociedad socialista puede dedicar muy pocos recursos al mismo fin (aunque sean provistos por empresas estatales)
. Para Juan Pablo II, la propiedad privada de los medios de producción tiene también una función social, pues afirma que “la propiedad se justifica moralmente cuando crea, en los debidos modos y circunstancias, oportunidades de trabajo y crecimiento humano para todos” y, con fundamento en el principio del destino universal de los bienes, que “sobre toda propiedad privada grava una hipoteca social”
. Así mismo, la postura de Rawls coincide con la exigencia de Assmann de retomar la discusión ética sobre las dosis de mercado y planificación que se deben combinar en una sociedad que sustituya a la “ética implícita” de la naturalidad del mercado propia del neoliberalismo
.

2.4. Funciones del Estado: la economía política
Una vez establecido que tanto en un sistema de propiedad privada como en uno de régimen socialista:

- 
es aplicable la justicia como imparcialidad,

- 
los problemas del sector público son semejantes,

- 
es necesaria la intervención del Estado en la economía, y

- 
pueden ser útiles los mecanismos del mercado,

Rawls opta por ejemplificar sus aplicaciones en el caso de una economía de propiedad privada “puesto que este caso es con toda probabilidad mejor conocido”
. Como en este caso se da por supuesta la vigencia del mercado y éste es objeto de estudio de la teoría económica que Rawls asume como recibida, el autor enfoca su atención a las funciones del Estado en la vida económica. Este es, a nuestro parecer, el caso en el que Rawls se arriesga a la descripción más detallada de una estructura gubernamental específica en el ámbito de la economía
 y que no vuelve a retomar en sus últimos escritos, aunque ciertamente sí reivindica cuando responde a las críticas de que su primera gran obra es abstracta
. Aquí ofrecemos esta descripción no con el objetivo de proponerla como respuesta al caso de una sociedad o un país determinados o actualmente existentes, sino porque en la misma se manifiestan las posiciones de fondo de Rawls con respecto a la relación entre el Estado y la economía. Nos atreveríamos a afirmar que estas páginas de Teoría de la Justicia están en la base de las calificaciones de “socialista” que ha recibido el autor que estamos presentando
.

Como vimos anteriormente, la economía del bienestar no logra superar la perspectiva utilitarista-cuantitativa de las soluciones al problema de la distribución, básicamente porque se queda entrampada en la racionalidad individual, por lo que sus propuestas sobre las funciones del Estado en la economía no van más allá del mantenimiento de la eficiencia de los mercados y del financiamiento y asignación de los bienes públicos. Sin embargo, también postula que no hay un vínculo lógico entre la eficiencia y la distribución previa al funcionamiento de los mercados y en este sentido, deja abierta la pregunta por la justicia. Por su parte, Rawls, sin negar las aportaciones de la economía del bienestar, asigna al Estado funciones socio-económicas que incorporan la dimensión ética. 

Suponiendo una constitución justa que asegura las libertades de igual ciudadanía, Rawls retoma las principales funciones del Estado en la economía antes de pasar a su descripción más operativa. Tales funciones son:

- 
el mantenimiento de las clases usuales de capital social,

- 
la promoción de oportunidades iguales de educación y cultura, lo que refuerza la igualdad de oportunidades en las actividades económicas y la libertad de elegir ocupación,

- 
la regulación de las empresas privadas,

- 
la prevención del poder de mercado y, por último,

- 
la garantía de un mínimo social
.

Con respecto a su intervención en la economía, tales funciones pueden ser concretizadas en la descripción del gobierno como dividido en “ramas” (branches), constituida cada una por varias dependencias o actividades encargadas de preservar ciertas condiciones sociales y económicas. Se trata obviamente de funciones diferentes a la organización usual del gobierno y que no se superponen al mismo
.


La rama de la asignación (allocation branch) procura mantener el sistema de precios funcionalmente competitivo, evitar la formación de un poder de mercado poco razonable (en los límites de lo que permite la competitividad consistente con la eficiencia, la situación geográfica y las preferencias de los consumidores
) e identificar y corregir (a través de impuestos, subsidios y cambios en la definición de derechos de propiedad) las desviaciones de la eficiencia causadas por el fracaso de los precios para medir cuidadosamente los beneficios y costos sociales.


La rama de la estabilización (stabilization branch) procura generar un pleno empleo razonable apoyado en una fuerte demanda efectiva. Estas dos ramas son para mantener la eficiencia de la economía de mercado
 por lo que Rawls, en este aspecto, se ubica aún dentro del ámbito de la economía del bienestar.

Estas dos ramas responderían en parte a lo que en el magisterio social se llama el principio de subsidiaridad, o las funciones de suplencia, armonización y dirección del desarrollo por parte del Estado
.


La rama de la transferencia (transfer branch) se encarga del mínimo social, tomando en cuenta las necesidades y asignándoles el peso apropiado con respecto a otras demandas, cosa que no puede hacer el sistema de precios, aún cuando sea competitivo, pues como vimos anteriormente, los precios se forman por la demanda efectiva, o poder de compra, sin tomar en cuenta las necesidades. Se trata de que esta función gubernamental garantice un ingreso total de los menos aventajados que maximice sus expectativas de largo plazo, dejando que el resto del ingreso social sea distribuido por el mercado, debidamente corregido de imperfecciones
.

Es importante destacar que en la perspectiva de Rawls la garantía de un mínimo social es previa a la justicia distributiva (ver después, cap. 5: 4.3.), porque esta distinción nos acerca a los “criterios económicos” que propone Assmann
. Como se puede apreciar, esta función del Estado va mucho más allá de lo que propone la economía del bienestar, pues se fundamenta en un criterio claramente ético, el del mínimo social que, como veremos posteriormente, es condición necesaria para la aplicación de los principios de la justicia. 


La rama de la distribución (distribution branch) tiene como tarea preservar la justicia distributiva por medio de los impuestos y ajustes a los derechos de propiedad, procurando dos cosas:

- 
que la riqueza no se concentre hasta el punto en el que atente contra las libertades y la igualdad de oportunidades, y

- 
proveer los ingresos necesarios para financiar los bienes públicos, financiar la rama de la transferencia y financiar las oportunidades reales de educación y cultura para todos
.

Esta función trasciende también a la economía del bienestar por estar basada en criterios de justicia social y, en este sentido, la convergencia de Rawls con el magisterio, en particular con el principio de solidaridad, es casi literal
.


Una quinta rama sería la del intercambio (exchange branch), que supone el funcionamiento de las otras, y se rige ya no por la justicia distributiva sino por el criterio de eficiencia aplicado al costo-beneficio de los gastos públicos. Su objetivo sería el de impedir la implementación de programas gubernamentales que no reflejen los intereses y las preferencias de la sociedad por determinados bienes públicos
 y se puede ubicar dentro de las funciones que la economía del bienestar atribuye al Estado.

Otro aspecto en el que se pueden apreciar las posturas de Rawls frente a la economía, es el de la justicia entre generaciones. En este caso el autor se deslinda explícitamente de los argumentos del utilitarismo que llevarían a justificar sacrificios irracionales de la generación presente a nombre del bienestar de las generaciones futuras, en este sentido se habla del “principio sacrificial” del utilitarismo
. Es la postura que está detrás de eslóganes como el de “primero crecer y luego repartir”, el de “primero hacer el pastel y luego repartirlo” o el de la “distribución por goteo”. Para Hugo Assmann, ésta es una de las promesas de los economistas e ideólogos neoliberales que permiten justificar los sacrificios humanos en aras del sistema de mercado
. Para Rawls la justicia tiene prioridad tanto sobre la suma de utilidades (presentes o futuras) como sobre el crecimiento por sí mismo. Por eso el principio del ahorro social (lo que se deja de consumir en el presente para ser consumido en el futuro) debe ser establecido después de postular los principios de la justicia. De hecho, cada generación tiene el deber de preservar los logros de la cultura y la civilización, mantener intactas las instituciones justas que han sido establecidas y apartar en cada período de tiempo una cantidad apropiada de acumulación de capital real, por lo que el problema para establecer un pricipio de ahorro (social) justo estaría en como balancear el mínimo social presente con las demandas de las generaciones futuras, pues lo que se dedica a uno se debe quitar a las otras y viceversa
.

Rawls propone dos métodos para establecer el principio de ahorro justo
, pero aquí lo que nos interesa es el criterio de fondo: de la misma manera que para el Concilio “cuanto llevan a cabo los hombres para lograr más justicia, mayor fraternidad y un más humano planteamiento en los problemas sociales, vale más que los progresos técnicos, pues dichos progresos pueden ofrecer... el material para la promoción humana, pero por sí solos no pueden llevarla a cabo”
, para Rawls, lo importante no es el nivel material de progreso, pues “es un error creer que una sociedad justa y buena debe basarse en un alto nivel de vida material”
, sino la tendencia a que queden firmemente establecidas instituciones justas y garantizada su base material, lo que implica no sólo fábricas y maquinaria, sino también conocimiento y cultura, técnicas y habilidades, que hacen posible que existan tales instituciones y que se preserve el valor real de la libertad
.

2.5. 
Mercado y Estado

La descripción de las instituciones relacionadas más directamente con la vida económica en el pensamiento de Rawls, nos ofrece ya un camino para superar el falso dilema entre Estado y mercado, que encontramos tanto en los ideólogos del neoliberalismo como en algunas posturas de los teólogos latinoamericanos, pues se trata de dos realidades de naturaleza y funciones diferentes que necesitan complementarse en la vida real. Esta diferenciación y complementariedad reales se reflejan en el nivel de la teoría. La teoría económica, que tiene por objeto el funcionamiento de los mercados, se reconoce como tal y se integra a la economía política cuyo objeto son las instituciones y ordenamientos económicos que regulan el financiamiento y la provisión de los bienes públicos
 y que sostienen, regulan y orientan los mercados en función de la justicia
. La discusión no se debe dar entonces en el nivel ideológico o voluntarista, sino en el de la dinámica y los fines de las instituciones, entre las que el mercado es una más, lo que a su vez permite articular la teoría económica con la teoría política y, a través de ésta, articular aquélla con la ética.

Se trata de lógicas o racionalidades diferentes que deben ser articuladas. El mercado ideal es un procedimiento perfecto para lograr la eficiencia, y como idea reguladora puede orientar las decisiones económicas, tanto de los particulares como de las instancias públicas. Sin embargo, no se le puede pedir algo para lo que no está diseñado, del mercado se debe esperar eficiencia
. La búsqueda de la justicia es función de las instituciones básicas de la sociedad y éstas son resultado de un proceso político que supone la subordinación de los mercados y la eficiencia a los fines de la justicia y sus instituciones correspondientes
.

Por su parte, el Estado, además de su función jurídica básica y de su necesaria intervención en la economía por la naturaleza misma de los bienes públicos y las externalidades, o como afirma Juan Pablo II, de los bienes colectivos, entre los que se deben considerar el ahorro y la inversión sociales, responde a la necesidad de garantizar cierta racionalidad social, que no es resultado de la suma de racionalidades individuales
, y a la necesidad de garantizar un mínimo de confianza mutua o, en palabras del Papa,  de seguridad, a través de las leyes, es decir, la seguridad de que los demás también están dispuestos a cumplir con los acuerdos sociales, confianza difícil de generar espontáneamente en sociedades muy grandes, e indispensable para el buen funcionamiento del sector público de la economía
.

3. 
De la economía política a la justicia procedimental
Todo lo anterior nos sugiere ya que en el pensamiento de Rawls hay posturas metodológicas y antropológicas que lo alejan del individualismo metodológico propio de los libertarios, o neoliberales, y que lo acercan a las de los teólogos y el magisterio. Su concepción de la economía política como doctrina normativa, es consecuencia de su concepción de la sociedad como “sistema justo de cooperación” basado en la “reciprocidad”. Para comprender este nivel de reflexión es necesario establecer algunas definiciones (ideas)
 de las categorías elementales que utiliza el autor para desarrollar su argumentación.

Con esto entramos ya en el campo de la  filosofía política, aunque es difícil distinguir entre filosofía política y ética, o filosofía moral, en el pensamiento de Rawls, pues en su concepción lo político tiene por contenido los valores políticos que también son valores morales. En este sentido, se puede afirmar que la filosofía política es la parte de la filosofía moral que se refiere a los valores morales de la vida política
. Esta postura de Rawls ha sido criticada como “el intento permanente y casi esquizofrénico... por comprender su Teoría de la Justicia como una teoría política y no como una teoría moral, por un lado, y, por otro lado, seguir tozudamente estancado en la defensa «dogmática» de que su concepción política de la justicia es una concepción moral”
. En esta crítica hay una comprensión errónea del pensamiento de Rawls, pues para éste la distinción entre filosofía política y filosofía moral no es cuestión de alternativas sino de ámbitos y de tipos de valores, como veremos después (ver después, cap. 5: 6). La esquizofrenia está más bien en la imposibilidad de concebir la articulación de valores morales de carácter político con valores morales de otro tipo, y la superación de la misma se da cuando se logran articular y jerarquizar todo tipo de valores, como lo propone el Concilio
.

3.1. 
Estructura básica de la sociedad

En una visión que coincide con el principio de subsidiaridad del magisterio social y con la noción de subjetividad de la sociedad de Juan Pablo II
, para Rawls, la ubicación del mercado en un marco institucional más amplio se apoya en la idea de estructura básica de la sociedad. En una primera aproximación, se puede afirmar que la estructura básica de la sociedad es el modo en que sus principales instituciones se ajustan en el sistema que determina su justicia de fondo
. Rawls toma como caso concreto una democracia constitucional moderna
 o “nación”, considerada como un sistema cerrado y autosuficiente, con una cultura más o menos completa y donde existe continuidad entre generaciones
, sin embargo, la estructura básica no suple a los grupos o asociaciones sino que, aun cuando proporciona el marco para un esquema de cooperación autosuficiente para todos los propósitos esenciales de la vida humana, la realización de tales propósitos es promovida por la diversidad de grupos y asociaciones que existen al interior de dicho marco
.

Lo anterior supone “dos roles coordinados” que corresponden a las “dos partes” de la estructura básica y que, a su vez, se establecen en “dos etapas” diferentes del proceso político: el de la convención constitucional y el de la legislación. Estos binomios son resultado de los dos principios de justicia y de la prioridad del primero sobre el segundo, como veremos posteriormente. El primer rol, que corresponde a la primera parte de la estructura básica, se refiere a cómo se adquiere el poder político y a los límites de su ejercicio, y responde al primer principio de la justicia que cubre las libertades básicas. Este primer rol especifica y asegura los derechos y libertades básicos iguales de los ciudadanos e instituye los procedimientos políticos justos. El segundo rol, que corresponde a la segunda parte de la estructura básica, se refiere al segundo principio, que cubre las desigualdades sociales y económicas y establece las instituciones de fondo de la justicia social y económica para los ciudadanos como libres e iguales
.

En esta concepción de la estructura social emergen, por lo pronto, dos ideas importantes:

1ª 
que la justicia económica que se refiere a la distribución de los bienes económicos es sólo un aspecto de la justicia distributiva, el otro es la justicia social que se refiere a la distribución de cargos, con sus poderes y prerrogativas, de tal manera que “la justicia de las instituciones está mediada no sólo por el «repartir» sino (también) por el «compartir»”
; y

2ª 
que la dimensión económica de la vida social está subordinada a su dimensión política, ambas reguladas por los principios de la justicia.

Pero ¿por qué esta subordinación de lo económico a lo político y a lo moral en la idea de estructura básica? Rawls ofrece tres razones estrechamente vinculadas.

1ª Porque la estructura social establece las condiciones objetivas en las que son posibles transacciones justas entre individuos, y en ese sentido, se requieren criterios para evaluar la libertad y equidad de tales acuerdos, así como criterios para corregir los efectos acumulados de las transacciones entre individuos, que a lo largo del tiempo pueden cambiar las condiciones justas originales
.

2ª 
Porque un sistema social “produce y reproduce” una cierta forma de cultura compartida por personas que tienen ciertas concepciones de su bien y, en este sentido, modela la concepción que sus miembros tienen de sí mismos, su carácter y sus fines o, en otros términos, porque el sistema social o estructura básica determina en gran parte la clase de personas que sus miembros quieren ser, tanto como la clase de personas que ya son. De hecho, la estructura social no sólo limita las ambiciones y esperanzas de la gente, a través de su posición en la sociedad y de los medios y oportunidades que realistamente puede esperar, sino que, además, condiciona el modo concreto como una persona realiza sus capacidades naturales, a través tanto del estímulo y el apoyo sociales, como de las instituciones que promueven su uso y desarrollo, de tal manera que no sólo nuestras aspiraciones sino también nuestras potencialidades actualizadas en una determinada forma, entre otras muchas posibles, reflejan en gran medida nuestra historia personal, oportunidades y posición social.

Dentro de este marco, se puede afirmar algo semejante del (sub)sis-tema económico, o de la parte de la estructura básica orientada a la justicia económica: no es solamente un esquema institucional para satisfacer deseos y aspiraciones existentes, sino que es además un modo de conformar deseos y aspiraciones futuros
. En el tipo de sistema social que se escoja, incluido el tipo de sistema económico, está entonces en juego, como afirma el Concilio, la capacidad de autodeterminación de una sociedad y sus miembros, así como su orientación fundamental, básicamente a través del poder educativo de sus instituciones, lo cual tiene profundas implicaciones morales
.

3ª 
Porque una concepción de la justicia debe incorporar una forma ideal para la estructura básica, a cuya luz se puedan limitar y ajustar los resultados acumulados del proceso social vigente
, lo cual, en coincidencia con los teólogos que hemos estudiado, implica el rechazo explícito de la “naturalidad” de las leyes sociales
 y de la ausencia de una racionalidad social que inspire proyectos colectivos. Para Assmann, este es el núcleo del problema de la relación entre utopía y proyecto histórico
.

De esta manera, se establece el vínculo que permite proponer una ética propiamente social, es decir, una ética que tenga como ámbito propio la responsabilidad de una sociedad de darse reglas de convivencia e ideales colectivos que regulen y orienten su propia praxis. Pero también esta justificación de la estructura básica permite relacionar tal ética social con las éticas intra e intersubjetiva de que hablamos anteriormente, pues en el tipo de instituciones básicas que una sociedad se dé a sí misma, están en juego tanto la justicia de las relaciones interpersonales como los límites y las posibilidades de construcción de los ethos individuales.

3.2. Justicia procedimental y justicia sustantiva

Si, como afirma Assmann, “en los medios cristianos... hay un peligroso descuido del uso de la ley como arma de los más débiles”
 y, en último término, las leyes son “reglas”, es urgente que una ética teológica sobre la economía incluya la consideración de la justicia de las reglas que deben regir los intercambios sociales. La noción rawlsiana de justicia procedimental, que subyace a la idea de estructura básica de la sociedad y que Rawls aplica en diferentes momentos de su teoría, puede orientar dicha reflexión. En el pensamiento de Rawls, la situación hipotética, o posición original, en la que las partes de la sociedad acuerdan los principios de justicia, es un caso de justicia procedimental pura porque, una vez establecidas las condiciones que restringen la argumentación, los principios que se elijan serán los mejores
. Los tres
 principios de justicia, igual libertad, iguales oportunidades y diferencias sociales y económicas que beneficien a los menos aventajados, en su lógica interna (su prioridad u orden lexicográfico) y en su aplicación (secuencia de cuatro etapas), también son un caso de justicia procedimental. Por último, el proceso económico y social, en algunos de sus momentos y con ciertas condiciones, debe tender también a ser un caso de justicia procedimental pura. Esta noción se entiende con más claridad si se contrasta la justicia procedimental pura con la justicia procedimental imperfecta y con la justicia procedimental perfecta.

La justicia implica un procedimiento establecido por ciertas reglas y un resultado. En la justicia procedimental imperfecta existe un criterio independiente para evaluar el resultado correcto, pero no existe un procedimento factible que seguramente lleve a tal resultado
. En la justicia procedimental perfecta existe un criterio para determinar el resultado justo y hay un procedimiento que lleva necesariamente a tal resultado
. En la justicia procedimental pura existe el procedimiento correcto pero no el criterio independiente para juzgar la justicia del resultado, de tal manera que establecido el procedimiento justo (correct, fair), el resultado, cualquiera que sea, será considerado justo dado que el procedimiento haya sido adecuadamente seguido o, en otros términos, en la justicia procedimental pura, lo justo es especificado por el resultado del procedimiento, cualquiera que sea.
 y en su teoría Rawls la aplica a la posición original, en la que la imparcialidad de las circunstancias (restricciones en las que se da la argumentación) se transfiere a la imparcialidad de los principios adoptados (principios de justicia)
.

Por lo pronto, nos interesan dos casos de justicia procedimental,

- 
el del proceso político, o de la aplicación de los principios de justicia, en el que podemos ubicar el momento y las condiciones en las que se define la justicia socio-económica en el marco de la justicia política, y

- 
el del proceso social, en el que se ubican la racionalidad económica y el mercado en su contexto institucional.

3.2.1. 
La justicia procedimental en el proceso político

Una parte de la teoría de la justicia se refiere a la elección y aplicación de sus principios en una secuencia de cuatro etapas, que en realidad no intentan dar razón de cómo se desarrollan procesos reales, sino que representan puntos de vista apropiados a cada momento ideal de la aplicación de los principios de la justicia. Se trata, por tanto, de un recurso teórico propio de la justicia como imparcialidad, según el cual, en cada etapa lo razonable enmarca y subordina a lo racional. Lo que cambia en cada etapa es la tarea, cada vez menos general y más específica, de los agentes racionales que deliberan, y las restricciones a las que se someten, que en cada etapa son más fuertes a medida que se desciende de lo general a lo particular, porque el velo de ignorancia es más ralo y permite conocer más particularidades de los sujetos y de la realidad social
. Las etapas serían entonces:

1) 
la etapa de la posición original, en la que los sujetos, que se conciben como agentes racionales de deliberación, eligen los principios de justicia para la estructura básica, que, como afirmamos, es un caso de justicia procedimental pura; en esta etapa, lo razonable, es decir, las restricciones en las que se decide, son muy débiles (ver después, cap. 5: 5.) mientras que el velo de ignorancia es muy espeso, porque los intereses de los sujetos se reducen a la maximización de los bienes primarios comunes a todos y no se conocen las particularidades sociales o personales de los participantes;

2) 
la etapa de la convención constitucional, donde los sujetos, concebidos ahora como delegados a la convención constitucional, tienen como tarea elegir una constitución y en la que las restricciones que impone lo razonable, es decir, el procedimiento (convención) para establecer una constitución, son más fuertes porque supone como condiciones o reglas de procedimiento la incorporación y la protección de las libertades de igual ciudadanía (principio de justicia I). El procedimiento de la convención constitucional es propiamente político y por eso mismo sólo puede ser de justicia procedimental imperfecta, porque el proceso depende mucho de cuestiones subjetivas en tanto que no hay forma de garantizar que los legisladores adoptarán el punto de vista general, la conducta política se ve muy afectada por el sentido de la justicia de aquéllos, no se les puede pedir la aceptación incondicional del resultado y es imposible medir la intensidad de los intereses que representan
;

3) 
la etapa legislativa, en la que los legisladores emiten leyes y se establecen políticas sociales y económicas, supone los resultados de las dos anteriores, esto es, los principios de la justicia y la constitución elegida, resultados que se convierten ahora en restricciones de lo razonable, y se rige por el principio de diferencia (la aceptación de sólo aquellas diferencias sociales y económicas que beneficien a los menos favorecidos) en el marco de una justa igualdad de oportunidades. Aquí se ubica la justicia social y económica como parte de la justicia de la estructura básica de la sociedad y, de alguna manera, subordinada a la justicia política y al primer principio de justicia, propios de la etapa anterior; aquí tampoco se puede garantizar que exista el procedimiento que lleve necesariamente al mejor resultado, pero la acumulación de restricciones de las etapas anteriores (los principios de justicia y la Constitución) la acercan más a la justicia procedimental pura
;

4) 
la etapa de la aplicación de las reglas a casos particulares por jueces y administradores y de su seguimiento por los ciudadanos comunes; en este caso las restricciones de lo razonable son muy fuertes, porque se han acumulado los resultados de las tres etapas anteriores, los jueces, administradores y ciudadanos están limitados en sus decisiones por los principios de la justicia, por la constitución y por la legislación
.

Esta concepción del marco teórico que puede guiar la aplicación de los principios de justicia, nos revela el ideal al que Rawls intenta acercarse: una especie de “geometría moral”, con todo el rigor que esta expresión connota, es decir, la utilización de argumentos estrictamente deductivos semejantes a los de las teorías políticas y económicas
, en las que los argumentos varían y llevan a ciertas conclusiones dependiendo de las condiciones y restricciones que se suponen
 o, como afirma el autor, refiriéndose a la elección de los principios de justicia en la posición original, “las restricciones deben ser tales que siempre sean elegidos los mismos principios”
. Sin embargo, esto no significa que su propósito sea la aplicación de la racionalidad económica a la teoría de la justicia, pues ésta se construye sobre una racionalidad, la de la razón práctica, más amplia que la económica y además impone restricciones propias de la razonabilidad humana
. Se trata más bien de un caso de constructivismo político inspirado en el constructivismo kantiano (ver después, cap. 5: 5.) pero diferente de éste, sobre todo en su propósito. El objetivo de Kant es el de justificar la razón humana misma y su coherencia, mientras que el constructivismo político se propone la defensa de la posibilidad de un régimen democrático constitucional justo
. Pero el esfuerzo de someter la búsqueda de la justicia a las exigencias de una deliberación racional tiene en Rawls una razón de fondo que va más allá del puro formalismo, como veremos en seguida.

3.2.2. 
Justicia procedimental y justicia sustantiva

en el proceso social

En la concepción antropológica del Concilio hay una igualdad fundamental entre los seres humanos, basada tanto en su dimensión creatural como en su vocación cristiana, pero también “es evidente que no todos los hombres son iguales en lo que toca a la capacidad física y a las capacidades intelectuales y morales” y que existen desigualdades “de sexo, raza, color, condición social, lengua o religión”, lo mismo que desigualdades sociales y económicas extremas; en tales condiciones, el empeño por la justicia consiste en que las instituciones se esfuercen “por ponerse al servicio de la dignidad y del fin del hombre. Luchen con energía contra cualquier esclavitud social o política y respeten, bajo cualquier régimen político, los derechos fundamentales del hombre. Más aún, estas instituciones deben ir respondiendo cada vez más a las realidades espirituales, que son las más profundas de todas, aunque es necesario todavía largo plazo de tiempo para llegar al final deseado”
.

De la misma manera, para Rawls el objetivo de la justicia social es el de superar las diferencias humanas que vienen de las contingencias naturales y sociales, y que parecen arbitrarias desde el punto de vista moral. Estas diferencias no son por sí mismas ni justas ni injustas, son hechos naturales o resultado del proceso social en las que, desde el punto de vista del individuo que nace en una condición o en otra, el mérito moral no cuenta, y no deben servir para alimentar un fatalismo que justifique la resignación ante una injusticia concebida como propia de lo humano y sus instituciones. Para Rawls, lo justo o injusto es el modo como las instituciones enfrentan estos hechos, pues “el sistema social no es un orden inmutable más allá del control humano sino un modelo de acción humana”
. Por eso, la aplicación de la justicia procedimental se debe prolongar más allá de la lógica interna de la reflexión sobre la justicia para llegar hasta el proceso social y económico mismo.

Las reglas o restricciones formales básicas que, unidas al resto de las instituciones formales que se plasman en el marco jurídico y a las instituciones informales que vienen de la cultura, modelan el proceso social, son sus principales instituciones o estructura básica de la sociedad. El propósito de aplicar la justicia procedimental pura al sistema social es el de reducir al mínimo las particularidades, tanto de las decisiones individuales, como de las que se originan en las contingencias naturales y sociales, y cuyo efecto acumulativo influye en la dirección del proceso social, sea hacia la justicia sea hacia la injusticia. Si lo que se busca es la justicia distributiva, el sistema social debe ser diseñado de tal manera que aquélla se alcance, sea cual sea el desarrollo de los acontecimientos, lo cual exige que el proceso social y económico se ubique al interior de un entorno de instituciones políticas y legales adecuadas a tal propósito. Sin este cerco institucional, el resultado de tal proceso será ciertamente injusto. El principal problema de la justicia distributiva es entonces el de diseñar ese sistema
. No existe por lo tanto, en el pensamiento de Rawls, y a diferencia del neoliberalismo, la posibilidad de una justicia distributiva espontánea o que sea únicamente resultado de transacciones individuales justas.

Si unimos ahora la idea de la estructura básica de la sociedad con la noción de justicia procedimental pura, podemos entender en qué sentido el proceso social y particularmente el funcionamiento del mercado, en el marco de la justicia como imparcialidad, es regulado por la justicia y cómo se articulan las libertades individuales con la justicia social.

En el caso del proceso social real, el procedimiento tiene dos elementos: las restricciones, constituidas por las instituciones que forman la estructura básica con sus dos partes, y las expectativas y decisiones particulares, que se concretizan, en el caso del mercado, en adquisiciones y transacciones. El resultado es la justicia, o injusticia, distributiva
. Como el mercado está diseñado para producir eficiencia y lo que se quiere, además, es una distribución justa, el diseño de las instituciones básicas a la luz de los principios de justicia debe garantizar un resultado justo. Para lograrlo, el primer principio de justicia (I), que garantiza libertades iguales para todos, se establece como elemento esencial de la Constitución, el principio que prescribe la justa (real, como opuesta a formal) igualdad de oportunidades (IIa), se concretiza en leyes e instituciones que aseguren igual educación y capacitación para todos, imparcialidad electoral, un mínimo social para todos, la sociedad como empleadora de último recurso y salud básica para todos
, y el principio de diferencia (IIb), que exige que sólo se acepten aquellas diferencias sociales y económicas que redunden en beneficio de los menos favorecidos, toma la forma de legislación de los derechos de propiedad y de políticas económicas y fiscales que vayan en esa dirección. En ese entorno institucional, donde se garantiza una ciudadanía igual para todos y donde todos gozan de las mismas oportunidades, se promueve un mercado lo más competitivo posible, para lograr una eficiencia que quede así subordinada a la justicia distributiva a través del principio de diferencia.

Esto significa que los principios de justicia y las instituciones que éstos generan, “cercan” literalmente al mercado (“a surrounding of institutions” o “supporting institutions”), pues se encuentran antes de su funcionamiento, garantizando libertades y oportunidades iguales, durante su funcionamiento, corrigiendo las imperfecciones del mercado y distribuyendo los bienes públicos, y después de su funcionamiento, corrigiendo los resultados inequitativos de la competencia a través de la política fiscal y la legislación sobre la propiedad. En este sentido, como demandan los teólogos latinoamericanos, hay una reivindicación de lo político frente a lo económico
. La existencia de este cerco institucional en torno a los mercados y los mecanismos por los que incide en aquéllos, quedaron ya explicados por la teoría económica institucional de Douglass C. North en el capítulo anterior de este trabajo. En algunos casos, puede haber inconsistencia entre la justicia distributiva y la eficiencia, en cuyo caso prevalece la primera, sobre todo cuando la estructura básica es injusta
, pero no existe una incompatibilidad lógica entre justicia y eficiencia, como ya quedó demostrado con el 2º teorema de la economía del bienestar
.

Hasta aquí se puede hablar de justicia procedimental pura en el proceso social, en tanto que las restricciones a las libertades individuales, o instituciones
, se diseñan de tal manera que garantizan un resultado justo, cualquiera que sea. Sin embargo, para Rawls, la justicia procedimental, cuando se aplica a la sociedad, implica siempre y necesariamente a la justicia sustantiva que corrige y orienta a la primera. Por ello, los principios de justicia, que se constituyen así en principios estructurales de justica, se deben articular en la descripción de una forma ideal de la estructura básica que, como ya vimos, sirve para corregir y orientar la dirección global del proceso social. De la misma manera que los principios de justicia y sus instituciones regían antes, durante y después del mercado, esos mismos principios rigen antes del proceso social, porque constituyen las restricciones para el diseño de las instituciones principales de la sociedad, durante el proceso social, porque han sido incorporados a las instituciones en las que aquél se da, y después del proceso social, como principios estructurales que orientan la dirección global de aquél hacia la justicia, corrigiendo los resultados acumulados del mismo
.

Por lo tanto, justicia procedimental y justicia sustantiva son categorías morales que no se excluyen sino que se implican mutuamente. En su réplica a Habermas, quien afirma que la teoría de Rawls acumula tantas restricciones que no deja lugar para que los interlocutores reales modelen la voluntad colectiva y se convierte así en una justicia puramente sustantiva, Rawls responde que toda visión liberal debe ser sustantiva, pues la justicia del procedimiento y la justicia del resultado ejemplifican valores que siempre van juntos, en el sentido de que la justicia de un procedimiento, que además tiene valores intrínsecos (como la imparcialidad), siempre depende en parte (excepto en las apuestas) de la justicia de su resultado probable, es decir de la justicia sustantiva, pues se trata de un procedimiento para lograr la justicia
. La justicia como imparcialidad no pretende ser puramente formal, ni universal, ni trascendental, es sustantiva en el sentido de que surge de y pertenece a la tradición del pensamiento liberal y a la comunidad de las sociedades democráticas
. En última instancia, las diferencias entre justicia procedimental y justicia sustantiva son de grado y, en opinión de Rawls, Habermas mismo reconoce que su teoría es, en cierta medida, también sustantiva
.

Podemos entonces pensar la justicia como imparcialidad como una cadena en la que la justicia procedimental y la justicia sustantiva se sostienen mutuamente y se transforman una en la otra a lo largo de una secuencia que va de una situación inicial puramente hipotética, o posición original, que se confronta permanentemente con los juicios ponderados de la vida real, buscando un equilibrio reflexivo, y llega, en la forma de instituciones, al proceso social real que incluye el funcionamiento de los mercados. Los principios de justicia son resultado de un procedimiento justo (justicia procedimental pura) que supone y se confronta con la justicia sustantiva del sentido común de los ciudadanos (considered judgments, considered convictions of justice) en un equilibrio reflexivo (reflective equilibrium) que nunca se alcanza plenamente, pero al que se debe tender permanentemente
. En un segundo momento, los principios de justicia se constituyen en restricciones del procedimiento político (justicia procedimental imperfecta) que diseña y tiene por resultado las instituciones de la estructura básica de la sociedad (justicia sustantiva). A su vez, estas instituciones son condiciones para el proceso social y en particular para el funcionamiento del mercado (justicia procedimental pura parcial) que debe dar como resultado la justicia distributiva (justicia sustantiva). Por último, este resultado se limita y ajusta a la luz de la forma ideal de la estructura básica (justicia sustantiva), que también se modela a la luz de los principios de justicia, para lograr la justicia de largo plazo (justicia sustantiva).

4. 
De la justicia procedimental a la justicia sustantiva

Introducimos esta distinción porque históricamente hay una ambivalencia en la concepción de la filosofía política, ya que ésta se entiende a veces como análisis de los hechos políticos y a veces como teoría de los valores políticos
. Aquí entendemos por justicia procedimental la que se refiere a cuestiones de procedimientos, aunque de hecho impliquen valores morales, y por justicia sustantiva la que se refiere al sujeto (o sujetos), al objeto y a los contenidos de la justicia como “primera virtud de las instituciones sociales”
. En este sentido, esta sección podría ser titulada “de la dimensión procedimental a la dimensión sustantiva de la ética política”. Como ya mencionamos (ver antes, cap. 5: 3.) la distinción entre filosofía política y filosofía moral, o ética, al interior del sistema teórico de Rawls no es válida, porque para él su teoría de la justicia se ubica al interior de la filosofía política o, en otros términos, para él la justicia como imparcialidad es un contenido posible de la filosofía política, que no por eso deja de referirse a valores morales. Rawls no estaría entonces diluyendo lo moral en lo jurídico y lo político, como afirma Adela Cortina de algunas éticas actuales
, sino fundamentando moralmente tanto el derecho como la política, sin negar que existan otros ámbitos de lo moral. En este sentido hablamos de ética política (ver antes, cap. 5: 1.3.). Para el Concilio, la actividad política, lo mismo que la económica, “debe realizarse siempre dentro de los límites del orden moral para procurar el bien común”
.

En el capítulo primero de este trabajo vimos que para los teólogos que han reflexionado sobre la ética de la economía, ésta sólo puede ser elaborada como parte de una ética social más amplia que incluya, al menos, una ética de la comunicación social y una ética de la política. Esta exigencia tiene su fundamento en el hecho de que el mundo de la economía se rige por una racionalidad puramente instrumental por lo que, como afirma el Concilio, la actividad económica “debe ejercerse siguiendo sus métodos y leyes propias, dentro del ámbito del orden moral”
. Para Rawls, la justicia distributiva abarca las desigualdades económicas y sociales y se inscribe en el marco más amplio de la justicia política que incluye también las libertades básicas. De tal manera que la justicia económica sería una parte de la justicia distributiva y ésta una parte de la justicia política. 

Ética política (justicia polítca):
Libertades (I)

Oportunidades (IIa)

Justicia distributiva (IIb):
Social

(responsabilidades)

Económica

(ingreso y riqueza)



En este marco se entiende el papel de los mercados en la vida social, y su ubicación en el marco de las instituciones que integran la estructura básica de la sociedad. Esto permite ubicar la función de la microeconomía y la economía del bienestar en el conjunto de una teoría ética más amplia, y se puede responder a la cuestión que dio origen a nuestra investigación: ¿es posible elaborar una ética de la economía que asuma la teoría económica en su versión convencional?

Para ello es necesario volver a los problemas que plantea la economía del bienestar (ver antes, cap. 4: 1.6.) y explicar de qué manera la justicia como imparcialidad de Rawls los resuelve y los supera proponiendo un camino inverso: si la microeconomía apela necesariamente a la economía del bienestar y ésta, a su vez, a una teoría de la justicia, la justicia como imparcialidad inicia con la respuesta al problema de la justicia, para poder así responder a las cuestiones que plantean la economía del bienestar y la microeconomía. El gozne de esta articulación lo constituye la teoría de las instituciones, porque establece la continuidad entre mercados e instituciones o, en palabras de los teólogos latinoamericanos, entre economía y opciones sociales. De esta manera, se pueden articular los momentos económicos (1º y 5º) con los momentos éticos (2º, 3º, 4º) del método que estamos proponiendo.

4.1. 
Los principios de la justicia

Para Rawls, los principios de la justicia “proporcionan un modo de asignar derechos y deberes en las instituciones básicas de la sociedad y definen la distribución apropiada de los beneficios y las cargas de la cooperación social”, o en otros términos, “entre individuos con fines y propósitos distintos una concepción de la justicia compartida establece los vínculos de la amistad cívica”
. Ya hemos mencionado
 que Rawls ofrece varias formulaciones de sus principios de la justicia y que estos son resultado de un procedimiento parcialmente constructivista que integra:

- 
los principios de la razón práctica, en sus dos dimensiones de razonabilidad y racionalidad, con

- 
dos concepciones normativas complementarias, la de la persona como sujeto de la razón práctica, y la de la sociedad como objeto de la misma o como contexto y problemas a los que aquélla se aplica, y con

· el rol público de la concepción política de la justicia
.

Sin embargo, para entender la justicia económica en el marco de la justicia política es necesario precisar los contenidos de esta última, es decir, sus principios y la materia o bienes a los que se refieren. Tenemos entonces:

. 
el sujeto de la justicia (los ciudadanos como cuerpo social)
,

. 
el objeto de la justicia (la estructura básica de la sociedad)
 y

. 
los contenidos de la justicia (los dos principios y los bienes a los que se refieren)
.

En Political Liberalism, encontramos la siguiente formulación de los principios de la justicia como imparcialidad:

“I) Cada persona tiene un derecho igual a un esquema plenamente adecuado de libertades básicas iguales, compatible con un esquema de libertades similar para todos.”

“II) Las desigualdades sociales y económicas deben satisfacer dos condiciones. a) Primero, deben vincularse a oficios y posiciones abiertos a todos, bajo condiciones de justa igualdad de oportunidades; y b) segundo, deben ser para el mayor beneficio de los miembros de la sociedad menos aventajados.” 

Para Rawls esta formulación es un caso especial de una concepción de la justicia más general que se puede expresar de la siguiente manera:

“Todos los valores sociales -libertad y oportunidades, ingreso y riqueza, y las bases del autorrespeto- deben ser distribuidos igualmente a menos que una distribución desigual de alguno, o de todos, esos valores sea para ventaja de todos.”

Estos dos principios son los que las “partes”, que no son individuos sino representantes ficticios de sectores sociales (representative persons, relevant representative man), eligen o acuerdan en la situación inicial (original position) y que regirán para la estructura básica de la sociedad, por lo que se trata de principios para la justicia política y distributiva, y no para la justicia asignativa (allocative justice) que se da al interior de la estructura básica y se refiere a la repartición de ciertos bienes dados, entre individuos o asociaciones particulares conocidos, en una situación determinada
.

La aplicación del primer principio (I) con respecto al segundo (II) es serial, lo cual significa tanto que el segundo no puede ser aplicado si no se ha aplicado el primero, como que no se puede sacrificar la aplicación del primero (libertades) en aras de la aplicación del segundo (oportunidades y beneficios sociales y económicos). Esta es la prioridad del primero sobre el segundo. A su vez, la aplicación de las dos partes del segundo principio es serial, lo cual significa tanto que no se puede aplicar la segunda parte (IIb) antes de haber aplicado la primera (IIa), como que no se puede sacrificar ésta (oportunidades) en aras de aquella (beneficios sociales y económicos). Esta es la prioridad al interior del segundo principio, por lo que tenemos una prioridad dentro de otra que se fundamenta en la preferencia racional entre los diversos bienes sociales primarios
. Como vimos anteriormente, esta prioridad se refleja tanto en las dos partes de la estructura básica (cap. 5: 3.1.) como en el proceso de elaboración y aplicación de los principios en cuatro etapas (cap. 5: 3.2.1.).

4.2. 
Los bienes primarios

El planteamiento correcto de los problemas de moral económica, que constituye el segundo momento de nuestro método, sólo es posible si conocemos los bienes/valores implicados en una situación. La existencia de tales bienes nos permitirá percibir el problema moral como un conflicto de valores que deberá resolverse, sea por la elección de alguno de ellos, con el sacrificio de los restantes, sea por la combinación de varios. La concepción rawlsiana de bienes primarios nos proporciona esa materia prima de todo problema de moral económica y, como veremos en seguida, la lista de tales bienes constituye ya en sí misma la superación del economicismo y el utilitarismo propios de la economía del bienestar.

Los principios de la justicia buscan garantizar ciertos bienes. Como tales principios son el contenido de una concepción política de la justicia, se trata entonces de bienes “políticos”, en el sentido de que garantizan la realización de la persona concebida como ciudadano. Rawls se refiere a ellos como “bienes primarios sociales” (social primary goods) y los distingue de los bienes primarios naturales, constituidos por bienes como la salud y el vigor, la inteligencia y la imaginación, y sobre los que la estructura básica puede tener cierta influencia, pero cuya distribución no depende en último término de aquélla sino de “la lotería natural”. La lista de bienes primarios sociales incluye básicamente “cinco encabezados”:

“1º derechos y libertades básicos,

2º libertad de desplazamiento y libre elección de ocupación en un marco de diversas oportunidades,

3º poderes y prerrogativas de los puestos y cargos de responsabilidad en las instituciones políticas y económicas de la estructura básica,

4º ingreso y riqueza,

5º bases sociales del autorrespeto.”

La definición de los bienes primarios (de aquí en adelante nos referimos a los sociales) sufre una modificación cuando pasamos de      A Theory of Justice a Political Liberalism, porque en esta última obra tal definición se adapta a la concepción política de la persona. En              A Theory of Justice, se trata de “cosas que es racional querer sea lo que sea que uno quiera” o más específicamente “una clase de bienes que son queridos normalmente como partes de un plan racional de vida, plan que puede incluir la más diversa clase de fines” o, integrando las dos anteriores: “los individuos racionales, sea lo que sea que quieran, desean ciertas cosas (los bienes primarios) como prerrequisitos para sacar adelante sus planes de vida”
. Aquí encontramos ya una clara relación entre bienes primarios y racionalidad (goodness as rationality), de hecho, Rawls define el bien como “la satisfacción del deseo racional”
, relación que como veremos es fundamental para la comprensión de los bienes primarios.

Mientras que en Political Liberalism se trata más específicamente de las necesidades de las personas en tanto que ciudadanos, y se refieren por lo tanto a “lo que los ciudadanos necesitan y requieren cuando son vistos como personas libres e iguales y como miembros normal y plenamente cooperativos de la sociedad durante toda su vida” y, especificando más, podemos decir que designan “las cosas que son generalmente necesarias como condiciones sociales y medios indispensables para capacitar a las personas para seguir sus determinadas concepciones del bien y desarrollar y ejercer sus dos poderes morales”
. Si recordamos que lo racional es la capacidad para una concepción del bien, encontramos de nuevo la relación entre bien y racionalidad en la definición de los bienes primarios. Podemos entonces reformular la lista anterior de bienes primarios, añadiendo su función cuando se refieren a la concepción política de la persona:

“a. Las libertades básicas (libertad de pensamiento y de conciencia, etc.): estas libertades son las condiciones institucionales de fondo necesarias para el desarrollo y el ejercicio pleno e informado de los dos poderes morales; estas libertades son también indispensables para la protección de un amplio rango de determinadas concepciones del bien (en los límites de la justicia).

b. Libertad de movimiento y libre elección de ocupación en el marco de diversas oportunidades: estas oportunidades permiten el seguimiento de diversos fines últimos y hacer efectiva la decisión de revisarlos y cambiarlos, si así lo deseamos.

c. Poderes y prerrogativas de los oficios y posiciones de responsabilidad: éstos dan espacio para diversas capacidades sociales y de autogobierno del yo.

d. Ingreso y riqueza, entendidos ampliamente como medios indispensables para cualquier propósito (con un valor de cambio): ingreso y riqueza son necesarios para alcanzar directa o indirectamente un amplio rango de fines, cualesquiera que éstos sean.

e. Las bases sociales del autorrespeto: estas bases son aquellos aspectos de las instituciones básicas normalmente esenciales si los ciudadanos han de tener un vigoroso sentido de su propio valor como personas y ser capaces de desarrollar y ejercer sus poderes morales así como promover sus objetivos y fines con plena confianza en sí mismos.”

Como ya mencionamos, esta lista es consecuencia de la concepción política de la persona y sus necesidades, pues son éstas últimas, unidas a las condiciones humanas de alimentación y crecimiento (hechos psicológicos de sentido común acerca de las necesidades humanas, sus fases de desarrollo, etc.) así como a los hechos básicos de la vida social, las que nos dan el marco que permite especificar tales bienes
. Refiriéndose a la exigencia de postular esos bienes, Assmann afirma: “quien acepta discutir estos criterios (sobre el límite físico del mínimo vital) obviamente no puede pretender vaciar o invalidar temas como «justicia social» y «metas sociales»”
.

Sin embargo, la postulación y la especificación de los bienes primarios es en último término una exigencia que surge del método constructivista mismo al nivel de la situación inicial. Como veremos (ver después, cap 5: 5.), la razonabilidad de la posición original viene dada por las restricciones al interior de las cuales se ejerce la deliberación racional que llevará a la elección de los dos principios de justicia. La racionalidad se rige por la búsqueda de los fines particulares, esto es, del bien o ventaja racional pero, en la situación inicial, la razonabilidad exige que las partes que buscan el acuerdo sobre los principios de justicia carezcan de información (el velo de ignorancia) sobre los planes de vida o fines particulares concretos; los participantes sólo saben que sus representados se interesan por el bien y la justicia y que tienen ciertos planes de vida particulares, pero no conocen sus contenidos. En la situación inicial, por lo tanto, los intereses de los ciudadanos son puramente formales, por lo que se requiere de un interés más específico que fundamente la motivación de las partes en su deliberación racional y que les sea común, de tal manera que ésta pueda llegar a un resultado concreto y definitivo. Este interés más específico y a la vez común a todos los ciudadanos son los bienes primarios
.

Concebidos así, los bienes primarios superan la diversidad de bienes o fines particulares, porque proporcionan una similitud parcial en la estructura de las diferentes concepciones del bien de los ciudadanos, constituyéndose así en norma común de justificación de las exigencias particulares. Esto permite encontrar o postular una idea compartida del bien al interior de la concepción política de la persona, sin necesidad de acudir a alguna doctrina comprensiva y con la posibilidad de que, dado el hecho del pluralismo razonable, tal concepción de los bienes primarios sea el foco de un consenso traslapado
. Para ello dos cosas son suficientes: 1) que los ciudadanos afirmen la misma concepción política de sí mismos como personas libres e iguales y 2) que sus concepciones (permisibles) del bien, aunque de contenido distinto y relacionadas con doctrinas religiosas y filosóficas distintas, requieran para su promoción, a grandes rasgos, de los mismos bienes primarios, es decir, de los mismos derechos, libertades y oportunidades básicos y de los mismos medios indispensables para cualquier propósito, tales como poderes y prerrogativas, ingreso y riqueza, y todo ello apoyado por las mismas bases sociales del autorrespeto. En otros términos, se supone que todos los ciudadanos tienen un plan de vida racional que requiere para su cumplimiento, a grandes rasgos, de los mismos bienes primarios
.

Desde el punto de vista político, los bienes primarios son entonces el objeto de un entendimiento político de lo que hay que reconocer públicamente como necesidades de los ciudadanos, de su carácter y condición como tales. Por lo tanto, no se trata de necesidades propias de situaciones particulares, como las de un enfermo o las de un estudiante, y además son diferentes de los deseos, de los anhelos o las aspiraciones y de los gustos. Las necesidades de los ciudadanos son objetivas en el sentido de que expresan requerimientos de personas que tienen ciertos intereses del más alto orden (los de desarrollar y ejercer sus dos poderes morales y el de seguir una determinada concepción del bien) y cierto carácter (role) y condición (status) sociales, por lo que si esas exigencias no se satisfacen, tales personas no podrán mantener ni su carácter ni su condición de ciudadanos, ni alcanzar sus objetivos esenciales. No se trata por lo tanto ni de una medida de bienestar psicológico ni de una medida de la utilidad
. La idea rawlsiana de los bienes primarios no se identifica entonces ni con la teoría higienista de las necesidades ni con la de la envidia (ver antes, cap. 4: 1.1.) y está más cerca de las concepciones de Assman y Dussel que mencionamos anteriormente

Se puede afirmar entonces que los bienes primarios son la plataforma común o el fundamento objetivo desde el cual se podrán evaluar tanto los mejoramientos de los ciudadanos como las diferencias entre ciudadanos representativos. Sin tratarse propiamente de una “función de bienestar social”, porque la concepción de los bienes primarios no pretende ofrecer una medida o índice que se deba maximizar, esa plataforma responde a la necesidad que planteaba la economía del bienestar de superar tanto la subjetividad de la utilidad como su carácter individualista, pues de alguna manera constituye una medida objetiva públicamente reconocida que permite, sin necesidad de hacer comparaciones interpersonales cardinales, o de elaborar una “agregación” de utilidades individuales, encontrar una base pública aplicable para hacer comparaciones interpersonales, es decir, para evaluar las exigencias de los ciudadanos y darles su peso relativo, con respecto a una base común
. 

En el liberalismo político el problema de las comparaciones interpersonales no surge de la necesidad de “agregar” las utilidades individuales para elaborar una función de bienestar social, como sucede en la economía del bienestar, sino que responde más bien a la necesidad de alcanzar un entendimiento político sobre cuáles exigencias o demandas de los ciudadanos son las que deben considerarse como apropiadas en la discusión sobre la justicia, dado que, en una sociedad pluralista, las concepciones particulares del bien son conflictivas o inconmensurables y no le toca al poder público promover ninguna de ellas. Por ello se debe encontrar una idea del bien de los ciudadanos o de su ventaja racional que sea independiente de cualquier doctrina comprensiva particular, pero que, a la vez, pueda ser materia de un consenso traslapado entre aquellas
. Los bienes primarios expresan ese bien y las exigencias de tales bienes se consideran como apropiadas en la discusión pública sobre problemas de justicia
.

La identidad de las necesidades básicas de los ciudadanos como tales, y que configura una similitud parcial entre sus concepciones del bien, supone una similitud parcial en las capacidades
 de aquéllos, constituida para Rawls por el hecho de que tienen, al menos en el grado mínimo esencial, las capacidades morales, intelectuales y físicas que los capacitan para ser miembros plenamente cooperativos de la sociedad a lo largo de una vida completa. Las variaciones en las capacidades morales e intelectuales, en las capacidades físicas, en las concepciones del bien y en los gustos y preferencias, deben ser evaluadas con respecto a ese mínimo común que, unido a la satisfacción de los principios de la justicia, garantiza que tales variaciones entre individuos no atenten contra la imparcialidad y la justicia. Así, las variaciones en las capacidades morales e intelectuales se subordinan a la igualdad de oportunidades (IIa) garantizada por la educación, y al principio de diferencia (IIb) que estipula que tales desigualdades deben darse siempre en beneficio de los menos aventajados. Porque quienes aceptan este principio ven las ventajas naturales o sociales como un activo social que debe ser usado para provecho común, pues desde la perspectiva moral nadie merece ni las capacidades naturales ni las ventajas sociales con las que nace. Las capacidades físicas, cuando por nacimiento o accidente están por debajo del mínimo esencial, deben ser manejadas como casos particulares en la etapa legislativa (ver antes, cap. 5: 3.2.1.), de tal manera que el criterio sea la tendencia a promover a los disminuidos, a través de cuidados médicos, hacia su plena participación social; las diferencias en las concepciones del bien se deben someter a los criterios del pluralismo razonable (ver después, cap. 5: 6.1.1.); mientras que las diferencias en gustos y preferencias son responsabilidad de los ciudadanos, en el sentido de que cada uno debe asumir que la formación de los mismos depende en gran parte de sí mismo y de cómo adapta sus intereses a los límites que impone la realidad
.

Por lo tanto, la prioridad de lo justo (lo razonable) sobre lo bueno (lo racional)
 no es absoluta, porque la racionalidad de los bienes primarios formulada en la teoría “débil”
 del bien, es condición para el ejercicio de lo razonable en la búsqueda de los principios de la justicia, en el sentido de que los bienes primarios constituyen la materia, dada de antemano, de los principios que se buscan. Los bienes primarios caerían entonces en el ámbito tanto de lo racional, por ser parte del bien particular, como de lo razonable, porque se deben asumir como comunes a todos como requisitos para buscar los bienes particulares
.

4.3. 
El mínimo social

Sin embargo, los bienes primarios no son homogéneos, por lo que para algunos (los derechos, las libertades y las oportunidades) los principios de la justicia estipulan la igualdad (principios I y IIa), mientras que para otros (los poderes, las responsabilidades, el ingreso y la riqueza) se estipula la regulación de sus diferencias (principio IIb). Los que se refieren a la igualdad tienen el riesgo de ser puramente formales, por lo que se requieren ciertos prerrequisitos que garanticen su realización práctica. El que se refiere a las diferencias conlleva el riesgo de la indeterminación, por lo que requiere de un mínimo que establezca el punto de partida a partir del cual sean válidas y se regulen dichas diferencias. Para referirse a estos prerrequisitos, Rawls habla de “prerrequisitos institucionales esenciales”, de “un principio lexicográficamente previo” al que postula derechos y libertades iguales, de “necesidades”, como opuestas a otro tipo de demandas o a los deseos, o de bienes cuyas garantías constituyen cuestiones fundamentales (o “elementos constitucionales esenciales”) en la concepción de los valores políticos, por lo que tienen cierta prioridad sobre otros. En general, cada uno de los principios de la justicia supone alguno de estos requisitos que deben ser garantizados por la sociedad como parte de un mínimo social que permita la aplicación misma de los principios. Por eso distinguimos entre los bienes sociales primarios, que son la materia de los principios de la justicia, y el mínimo social, constituido por aquellos bienes, también primarios, sin los cuales la aplicación de los principios sería puramente formal y no se podría garantizar la estabilidad de la sociedad por razones justas, en el caso de los derechos, las libertades y las oportunidades, o su formulación sería demasiado indeterminada, en el caso de los poderes, las prerrogativas, el ingreso y la riqueza.

Tal postura coincide con el “paradigma ético” del Concilio, según el cual “dignidad y responsabilidad se afirman como los dos principios realmente fundantes de donde derivará toda la constelación de valores que conforman el universo ético”
 de tal manera que “no puede llegarse a este sentido de la responsabilidad si no se facilitan al hombre condiciones de vida que le permitan tener conciencia de su propia dignidad y respondan a su vocación, entregándose a Dios y a los demás. La libertad humana con frecuencia se debilita cuando el hombre cae en extrema necesidad...”
.

Por ello, para Rawls, las libertades, particularmente las políticas, para ser reales requieren ciertas condiciones institucionales (financiamiento público de las elecciones e información simétrica en materia de política) que garanticen elecciones equitativas y participación plena de los ciudadanos, una real igualdad de oportunidades (sobre todo en educación y capacitación) que garanticen la participación de los ciudadanos en las discusiones públicas, y una distribución decente del ingreso (salarios y transferencias) que permita a los ciudadanos una promoción inteligente y efectiva de sus libertades y evite que la riqueza se convierta en dominio político. En este sentido, Rawls habla de un principio lexicográficamente previo al primer principio de la justicia y que tendría tales contenidos. Por su parte, las oportunidades iguales suponen para su aprovechamiento real, al menos las libertades de movimiento y de elegir ocupación. Mientras que las desigualdades excesivas en poderes y prerrogativas, ingreso y riqueza, deben ser evitadas por instituciones o políticas que garanticen por parte de la sociedad la seguridad de largo plazo y un empleo gratificante que alimenten la autoestima, e instituciones que garanticen el cuidado de salud básica para todos
.

Los aspectos del mínimo social que se refieren a la distribución de poderes y prerrogativas inherentes a cargos y empleos tanto del ámbito político como económico, así como los que se refieren a la distribución del ingreso y la riqueza, son entonces previos a la aplicación del principio de diferencia que regula las desigualdades económicas y sociales (principio IIa). El establecimiento de este mínimo socioeconómico, que se refiere a las exigencias de la necesidad y de un apropiado nivel de vida, permite superar la dificultad de las comparaciones interpersonales que plantea la noción de utilidad, pues en la justicia como imparcialidad lo único que se requiere es ubicar al sector o sectores menos aventajados de la sociedad, los más pobres diríamos nosotros, y poner las condiciones institucionales adecuadas para que tal sector o sectores de la población maximicen sus expectativas viables de largo plazo. El índice de bienes primarios que maximice tales expectativas constituye el mínimo social (básicamente salarios más transferencias) o la plataforma indispensable a partir de la cual se evaluarán, a la luz del principio de diferencia, los mejoramientos posteriores que generen diferencias en la distribución. En general, los menos aventajados, o más pobres, son aquéllos que tienen menos poder y riqueza, ya que estos dos bienes tienden a ir asociados. En este sentido, el mínimo social de Rawls, se puede ver como la versión política del límite físico del mínimo vital de Assmann
.

Las expectativas vienen dadas entonces por el índice de bienes primarios que alguien puede razonablemente esperar y tales expectativas mejoran en la medida en que se puede anticipar una colección mayor o mejor de tales bienes. Se supone que todos los sectores de la sociedad prefieren más que menos bienes primarios y que éstos no serán distribuidos igualitariamente, excepto en el caso de las libertades y las oportunidades, pero tal desigualdad sólo es justa cuando supone el mínimo social para todos y cuando redunda en beneficio de los menos aventajados
. En general, las expectativas están vinculadas a la manera como la estructura básica distribuye derechos y deberes, pues éstos dan lugar a las diversas posiciones sociales que a su vez generan expectativas de bienestar y éstas, confrontadas con las contingencias de la vida individual (habilidades, necesidades y otras circunstancias) permiten a los individuos elaborar prospectos de vida o planes de vida entre los cuales se elegirá el mejor, de acuerdo a la racionalidad o bien particular
. Por lo tanto, un cambio en la estructura básica de la sociedad será justo si amplía y mejora las expectativas de los menos aventajados y disminuye el peso de las contingencias naturales y sociales.

La garantía del mínimo social para todos, como ya apuntamos (ver antes, cap. 5: 2.4.), supone la intervención del gobierno a través de la rama de la transferencia, que tiende a corregir las contingencias naturales y sociales, incluidas las generadas por el mercado, a través de impuestos y subsidios o transferencias. El mínimo social sólo está sujeto a dos restricciones: la tasa justa de ahorro social, porque ésta impide que el mínimo social sea tal que no permita ahorrar para las generaciones futuras, y la eficiencia, porque cuando los impuestos y transferencias llegan a un cierto punto, la eficiencia de las empresas empieza a disminuir y esto impide que se pueda garantizar el mínimo social mismo
. Por lo tanto, el límite inferior del mínimo social viene dado por la maximización de las expectativas de los menos aventajados (su índice preferido viable de bienes primarios), mientras que su límite superior depende de la tasa justa de ahorro social y de la eficiencia.

4.4. 
El principio de diferencia

Al inicio de este capítulo, propusimos como una de las condiciones que se requiere de una teoría ética para ser utilizada en nuestro método ético-teológico, la de que sus principios tuvieran al menos cierta afinidad con el criterio evangélico de la opción preferencial por los pobres o, en expresión de Juan Pablo II, con el principio “de solidaridad” o principio elemental “de sana organización política” según el cual “los individuos, cuanto más indefensos están en una sociedad tanto más necesitan el apoyo y el cuidado de los demás, en particular, la intervención de la autoridad pública”
. El principio de diferencia rawlsiano, unido a la idea del mínimo social, responde a esta exigencia, con las ventajas de que lo transforma en la opción de toda una sociedad, al proponerlo como criterio de moral socioeconómica, y lo institucionaliza, al proponerlo como contenido de una concepción política de la justicia, respondiendo así tanto a la exigencia de los teólogos latinoamericanos de encontrar mediaciones institucionales para acercarnos a la utopía, como a la exigencia del Episcopado latinoamericano de que “la opción preferencial por los pobres exige la creación de aquellas condiciones sociales que permitan su promoción”
 Además, este principio es clave para postular una priorización de bienes/valores que permita el ejercicio del discernimiento (4º momento de nuestro método) en problemas concretos de moral económica.

En el pensamiento liberal hay una amplia coincidencia en cuanto a la justicia de las “libertades iguales”. Las diferencias se inician cuando se quiere establecer lo que se entiende por “oportunidades iguales” y se agudizan cuando se quiere establecer lo que es una “distribución justa” de los bienes sociales y económicos. Por eso, entre los principios de justicia propuestos por la justicia como imparcialidad el principio de diferencia, que regula las desigualdades en éste último ámbito, es el más característico y el más discutido. Recordemos que la aplicación de este principio supone la satisfacción del mínimo social que explicamos en el punto anterior.

Las combinaciones de diferentes interpretaciones sobre las “oportunidades iguales” (o posiciones y cargos abiertos a todos) con diferentes interpretaciones de las “desigualdades que beneficien a todos”, dan lugar a diferentes “sistemas” o concepciones de la justicia, particularmente al sistema de “libertad natural”, al de “igualdad liberal” y al de “igualdad democrática” que es el que suscribe Rawls. Se supone que todos interpretan las libertades iguales en el mismo sentido y que todos suponen un sistema de libre mercado.

En el sistema de libertad natural las oportunidades iguales se entienden como una aplicación del principio de eficiencia (ver antes, cap. 4: 1.4.3.) a las instituciones sociales, formulado de la siguiente manera:

“un ordenamiento de derechos y deberes en la estructura básica es eficiente si, y sólo si, es imposible cambiar las reglas, redefinir el esquema de derechos y deberes, de tal manera que aumenten las expectativas de cualquier hombre representativo (al menos uno) sin que al mismo tiempo bajen las expectativas de otro hombre representativo (al menos uno)”
.

En este sistema, el principio de eficiencia está restringido por la distribución previa al proceso social y tal distribución es resultado del marco institucional (libertades iguales y economía de libre mercado), de las contingencias naturales y sociales que dan lugar a diferentes capacidades personales o talentos, y de la accesibilidad constituida en este caso por una igualdad formal de oportunidades, es decir, la igualdad de oportunidades entendida como “posibilidades de acuerdo a capacidades” (careers open to talents). Con estas restricciones el resultado del proceso social será considerado justo. Como se puede apreciar, el factor que más influirá en la distribución inicial será el de las contingencias naturales y sociales, como la inteligencia, el vigor, el temperamento y el lugar social en el que se nace, debido a que las libertades son iguales y las oportunidades son puramente formales
. Este predominio de las contingencias naturales y sociales en la distribución inicial es la principal deficiencia moral de este sistema, porque es moralmente arbitrario dejar a la “lotería natural” la distribución inicial cuando existe la posibilidad real de moderar las diferencias que vienen de aquélla.

El sistema de igualdad liberal asume que las posibilidades deben estar de acuerdo con las capacidades (carrers open to talents), por lo que acepta las diferencias que vienen de las contingencias naturales, pero atenúa las diferencias que vienen de las contingencias sociales estableciendo una real igualdad de oportunidades (fair equality of opportunity) a través de un marco institucional que regule y oriente al mercado, de la prevención de acumulaciones excesivas de propiedad, de la educación y de la capacitación, de tal manera que aquéllos que tienen la misma capacidad y la misma disposición para aprovechar las oportunidades no se vean limitados por su posición social y su ingreso. Sin embargo, las diferencias que vienen de las contingencias naturales siguen teniendo su propio peso y esta es la principal deficiencia moral de éste sistema, por las mismas razones que mencionamos con respecto al anterior
.

En el sistema de igualdad democrática se combina el principio de justa igualdad de oportunidades con el principio de diferencia que supera la indeterminación del principio de eficiencia proporcionando un criterio desde el que se pueden juzgar las desigualdades que no resuelve éste último. De esta manera, supuesto el marco institucional que requieren la igualdad de libertades y la justa igualdad de oportunidades, las mayores expectativas de los mejor situados son justas si, y sólo si, funcionan como parte de un esquema que mejora las expectativas de los miembros de la sociedad menos aventajados o, en otros términos, que el orden social no establecerá y asegurará los prospectos más atractivos de los mejor situados a menos que hacerlo así sea para ventaja de los menos afortunados
. Se trata entonces de mitigar tanto las diferencias que resultan de las contingencias naturales como las que resultan de las contingencias sociales pero manteniendo lo más posible la compatibilidad con el principio de eficiencia, excepto cuando la estructura básica sea injusta y esto exija que se hagan cambios que bajen las expectativas de los más aventajados, en cuyo caso el principio de diferencia es inconsistente con la eficiencia y mantiene su prioridad. Sin embargo, un esquema social perfectamente justo
 siempre es eficiente
.

El sistema de igualdad democrática busca entonces mitigar las diferencias generadas por las contingencias naturales y sociales pues “nadie es digno de su mayor capacidad natural ni merece un lugar inicial más favorable en la sociedad”. Pero el objetivo de la justicia como imparcialidad no es el de eliminar todas las diferencias sino el de manejarlas justamente, porque “la injusticia son simplemente las desigualdades que no benefician a todos” y en este sentido el principio de diferencia “considera las mayores capacidades como un activo social que debe ser usado para la ventaja común”, lo cual va mucho más allá de la “hipoteca social de la propiedad privada” propuesta por Juan Pablo II y retomada por el Episcopado latinoamericano 
.

Así, el punto de partida para la aplicación del principio de diferencia es la plataforma común igualitaria constituida por los bienes sociales primarios y su mínimo social
. El propósito de su aplicación no es el de corregir las diferencias en casos particulares sino el de establecer condiciones institucionales que mitiguen las diferencias de largo plazo y que las aprovechen para ventaja de los menos aventajados, de tal manera que se superen la eficiencia social y los valores tecnocráticos como únicos criterios rectores de la vida social
. Podemos afirmar entonces que con este principio Rawls está proponiendo una opción preferencial por los pobres mediada institucionalmente, lo cual responde a las exigencias más recientes de los teólogos latinoamericanos.

4.5. 
Las reglas de prioridad

En esta investigación una de las claves para la comprensión del método que estamos proponiendo, y para la superación o complementación de algunas de las deficiencias de los métodos teológicos que analizamos en el primer capítulo, es la concepción de los problemas morales como conflictos de bienes/valores, la cual nos permite que habiendo detectado dichos conflictos (2º momento de nuestro método) podamos hacer un discernimiento más sistemático en torno a los mismos (4º momento de nuestro método). Para Rawls, la postulación de prioridades entre los principios de la justicia, que reflejan prioridades entre bienes primarios, es esencial a la justicia como imparcialidad y a cualquier teoría ética que pretenda orientar la praxis, por eso, ofrece las siguientes reglas de prioridad:

“Primera regla de prioridad (la prioridad de la libertad): Los principios de la justicia deben ser establecidos en orden lexicográfico y por lo tanto la libertad puede ser restringida sólo por razón de la libertad
.

Segunda regla de prioridad (la prioridad de la justicia sobre la eficiencia y la maximización del bienestar): El segundo principio de la justicia (IIa y IIb) es lexicográficamente previo al principio de eficiencia y al de maximización de la suma de ventajas; y la justa-real igualdad de oportunidades (IIa) es previa al principio de diferencia (IIb)
.

Concepción general:

Todos los bienes sociales primarios -libertad y oportunidad, ingreso y riqueza, y las bases del autorrespeto- deben ser igualmente distribuidos a menos que una distribución desigual de uno o de todos esos bienes sea para ventaja de los menos favorecidos”
.

De esta manera, Rawls supera tanto el reduccionismo de las concepciones utilitaristas, como es el caso de la economía del bienestar, que postulan como único principio para la ética social la maximización del bienestar social, lo cual reduce el discernimiento moral a un análisis técnico cuantitativo de costo-beneficio, como la indeterminación de ciertas corrientes del intuicionismo que proponen una multiplicidad de principios cuyo balance en un caso concreto depende únicamente de la subjetividad o de la razón prudencial de los implicados, lo cual imposibilita la postulación de principios objetivos que rijan la configuración de las instituciones sociales básicas.

4. Los sujetos morales: raíces éticas

de la justicia como imparcialidad
Hasta aquí hemos encontrado, en el nivel de la concepción de la economía y su relación con las opciones sociales y la justicia, numerosas convergencias entre el pensamiento de Rawls y las exigencias éticas tanto de los teólogos como del magisterio. Sin embargo, para que la teoría de Rawls pueda ser integrada a un método ético-teológico, es importante que también se dé un mínimo de afinidad entre aquélla y las afirmaciones teológicas en el nivel propiamente antropológico. Sin embargo, esta tarea ampliaría demasiado nuestro trabajo con respecto a los límites que nos imponen el tiempo y el espacio, por lo que, como veremos, referimos tal afinidad mínima al ser humano sólo como sujeto de relaciones políticas o, en términos rawlsianos, a la concepción política de la persona, por lo que se trata de ubicar nuestro diálogo con Rawls en el ámbito de la filosofía política o de la ética política, sin pretender forzar sus convergencias con el magisterio y la teología más allá de estos límites.

Desde la perspectiva filosófica, se suele ubicar el pensamiento de Rawls en el ámbito del neocontractualismo
, sin embargo, una comprensión más profunda de aquél exige una especificación posterior según la cual caracterizaríamos su concepción política de la justicia como un neocontractualismo kantiano. Tales raíces se aprecian claramente en el origen de los principios de justicia postulados por Rawls.

En la justicia como imparcialidad los principios de la justicia política no vienen ni del conocimiento intuitivo de un orden de valores ya dado, ni son establecidos por una autoridad diferente a la de los miembros de la sociedad, tales orígenes serían incompatibles con una sociedad democrática en la que coexisten diversas concepciones morales y religiosas
. Los principios de la justicia propios de la concepción rawlsiana son resultado de un procedimiento cuyas características se estructuran según la dinámica propia de la razón práctica tal y como es concebida por Kant. Los principios de la justicia, como los principios de la razón práctica, no se intuyen ni se reciben, se construyen como objetos de la razón para ser causados o realizados por la libertad humana
. En Kant tales objetos son los principios a priori de la razón práctica que determinan a la voluntad, en Rawls, tales objetos son los principios de la justicia política que se constituyen en propósito de la voluntad política de una sociedad. En este sentido, Rawls habla de constructivismo moral, en el caso de Kant, y de constructivismo político, para referirse a su propio método filosófico
.

El liberalismo político es entonces constructivista, en el sentido de que sus principios de justicia (contenido) pueden ser representados como el resultado de un cierto procedimiento de construcción (estructura) constituido por la situación inicial en la que bajo ciertas restricciones razonables, o reglas de razonamiento y argumentación (procedimiento propiamente dicho) cierto tipo de agentes racionales eligen los principios de justicia que regularán la vida social
. Estas restricciones modelan una situación puramente hipotética, o posición original, que no describe por lo tanto ni una situación histórica actual ni una condición primitiva de la cultura. Se trata de un recurso explicativo (expository device, device of representation) o idea mediadora (mediating idea) que establece las condiciones más razonables (en el sentido kantiano del imperativo categórico) que deben normar la argumentación que lleva a la elección de los principios de la justicia
. Tales restricciones incluyen:

1) 
con respecto a las partes que buscan el acuerdo: su naturaleza de personas morales, su motivación caracterizada como altruismo limitado, su tipo de racionalidad, que describiremos más adelante como lo racional, la información de que disponen, limitada por el velo de ignorancia, y sus condiciones de entrada y cumplimiento;

2) 
con respecto a los principios que se elegirán: una lista breve de alternativas tomadas de entre las concepciones más comunes de la justicia en el ámbito liberal, su objeto, o estructura básica de la sociedad, sus condiciones formales, es decir, generalidad, universalidad, publicidad, ordenamiento y definitividad y las circunstancias que originan su necesidad, entendidas como las de la existencia de intereses conflictivos en un contexto de escasez moderada,

3) 
con respecto al acuerdo en sí: su condición positiva o unanimidad en perpetuidad y su condición negativa, como punto de no acuerdo, o egoísmo general
.

Sin embargo, se trata de un constructivismo parcial, porque la construcción se elabora sobre elementos ya dados, fundamentalmente: los principios de la razón práctica, pura (lo razonable) y empírica (lo racional), las concepciones básicas de la persona (los agentes que aplican los principios de la razón) y de la sociedad (el contexto al que se aplicarán tales principios), y el rol público de una concepción política de la justicia
. En este sentido, las concepciones de la persona y de la sociedad son “concepciones de la razón práctica” o “hechos referidos a las posibilidades de construcción” 
, por lo que integran en su misma definición tanto lo razonable como lo racional.

Los principios de lo racional guían a un agente, que puede ser individuo, asociación, comunidad, etc., en su deliberación racional e incluyen: adoptar los medios más adecuados para nuestros fines, seleccionar la alternativa más probable, preferir el mayor bien y dar una prioridad a nuestros objetivos. Los principios de lo razonable son los que regulan cómo una pluralidad de agentes, entendidos también como personas o como grupos, deben conducirse en sus relaciones mutuas, ejemplos paradigmáticos de los principios de lo razonable son los de imparcialidad y justicia
. Ambos tipos de principios modelan la posición original, pero también caracterizan tanto a los poderes morales de las personas como a las estructuras de una sociedad. Entender entonces de qué manera las concepciones rawlsianas de la persona y de la sociedad incorporan las dos dimensiones de la razón práctica, nos permite entender la estructura y el procedimiento que modela la posición original y, en último término, nos permite encontrar la justificación filosófica de los principios de la justicia que deben regir la estructura básica de una sociedad democrática y socialmente compleja, según el liberalismo político de Rawls.

Además, esta profundización es requerida por el método teológico mismo, que debe tener un momento crítico con respecto a las mediaciones filosóficas. Aquí sólo ofrecemos la primera parte de este momento, es decir, el de la exposición de los fundamentos de la propuesta de Rawls y sus convergencias con una antropología cristiana aplicada al ámbito de lo político. En este nivel, la idea fundamental, o idea organizadora central de la justicia como imparcialidad, es la de la sociedad como un sistema justo de cooperación a lo largo del tiempo, de una generación a la siguiente. Esta es una idea implícita en la cultura política pública de una sociedad democrática y se desarrolla con dos ideas complementarias, la de ciudadanos como personas libres e iguales y la de una sociedad bien ordenada entendida como una sociedad regida por una concepción política de la justicia
.

5.1. Reciprocidad: la sociedad

como un sistema justo de cooperación

Tal vez la crítica más radical a la ideología neoliberal por parte de los teólogos mencionados en el primer capítulo sea la de que aquélla, al aplicar el concepto de autorregulación de los mercados a todo el ámbito de lo social, termina por naturalizar la historia, cancelando por eso mismo la posibilidad de que una sociedad ejercite su autonomía proponiéndose proyectos colectivos, lo cual simultáneamente descalifica cualquier intento de elaborar una ética social. La idea rawlsiana de la sociedad como un sistema justo de cooperación ubica la dimensión ética en el corazón mismo de lo social pues implica que los ciudadanos en su discusión y en su pensamiento políticos no ven la sociedad como un orden natural fijo o como una jerarquía institucional justificada por valores religiosos o aristocráticos, sino que se trata de una sociedad en la que:

1) 
la cooperación es guiada por reglas y procedimientos públicamente reconocidos que son vistos como reguladores de la propia conducta por quienes están involucrados en ella, por lo que no se trata de una mera actividad coordinada socialmente;

2) 
la cooperación implica la idea de reciprocidad, según la cual todos aquellos que están comprometidos en la cooperación y que hacen su parte como lo requieren el procedimiento y las reglas, se deben beneficiar de acuerdo a una norma de comparación satisfactoria, por lo que la reciprocidad se debe especificar en unos términos justos de cooperación caracterizados en una concepción política de la justicia, es decir, términos que cada participante pueda razonablemente aceptar, supuesto que todos los demás los aceptarán de la misma manera;

3) 
la idea de cooperación social requiere de la idea de ventaja racional (bien) de cada participante, que especifica aquello que están tratando de alcanzar quienes están comprometidos en la cooperación (individuos, familias, asociaciones, gobiernos), cuando el esquema es visto desde su propio punto de vista
.

Así, la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación tiene un profundo contenido moral porque, además de fundamentarse en la autonomía de sus miembros, expresa el valor moral de la reciprocidad y porque la sociedad que concibe es un bien en sí misma.

5.1.1. 
La reciprocidad como valor moral

La reciprocidad sólo se puede entender desde dos perspectivas inseparables y complementarias: la de sus raíces personales y la de su estructuración social. Tal ambivalencia supera la dicotomía entre subjetividad y objetividad propia de las éticas individualistas
. Como dimensión personal, la reciprocidad se expresa en actitudes como la disposición a proponer términos justos de cooperación y atenerse a ellos de buena gana, la sinceridad para proponer razones que se cree serán razonables para los demás, el reconocimiento de la libertad e igualdad de los demás y la apertura para discutir las razones de los demás, pero también la expectativa razonable de que los demás harán lo mismo. El criterio de reciprocidad como ideal intrínseco de una sociedad justa, y las actitudes que la expresan, es un deber que surge de la idea de “razonabilidad” (reasonableness) de las personas
. Como requisito para una concepción política de la justicia razonable que sólo debe justificar constituciones y leyes que lo satisfagan constituye el principio liberal de legitimidad
.

Como estructuración social, la reciprocidad se concretiza en principios de justicia que regulan un mundo social en el que todos se benefician o comparten las cargas comunes, juzgado esto a la luz de un criterio de igualdad aceptable definido con respecto a ese mundo. En otros términos, se trata de una relación, la que se da entre ciudadanos en una sociedad bien ordenada. Así se realiza lo razonable (the reasonable) como elemento de la cooperación social. Pero “la razonabilidad” (the reasonableness) como capacidad personal y lo razonable como elemento esencial de la cooperación social, son inconcebibles sin “la racionalidad” (the rationality) como capacidad de las personas para concebir y buscar su propio bien, y sin “lo racional” (the rational) como elemento esencial de la cooperación social que toma en cuenta la ventaja racional (rational advantage) o bien (good) que cada participante está buscando desde su punto de vista particular, lo cual requiere de una idea compartida de lo que es una ventaja racional o concepción del propio bien.

Para esto son suficientes dos condiciones:

1ª 
que los ciudadanos afirmen la misma concepción política de sí mismos como personas libres e iguales, y

2ª 
que sus concepciones del bien o ventaja racional requieran para su promoción, a grandes rasgos, de los mismos bienes primarios.

De esta manera, lo razonable es compartido mientras que lo racional, a partir de un mínimo común, difiere
, pero ambos son constitutivos tanto de la persona como de la cooperación social.

La idea de reciprocidad se ubica entonces entre la idea de imparcialidad (imparciality), que es altruista en tanto que motivada por el bien general, en el sentido de que se actúa imparcialmente sólo por los intereses de otros, y la idea de la ventaja mutua (mutual advantage), entendida como el que todos se beneficien con respecto a la situación presente o esperada de cada uno, en el sentido de que cada uno actúa por la preocupación por sí mismo y, por lo tanto, movido sólo por sus fines y afecciones. Una sociedad construida sobre la reciprocidad como virtud social esencial es una sociedad razonable en la que todos tienen fines racionales que esperan promover, y en la que todos están dispuestos a proponer términos justos que se puede esperar que otros acepten razonablemente, de tal manera que todos puedan beneficiarse y mejorar en base a lo que cada uno puede hacer por sí mismo, y no una sociedad de santos ni una sociedad de egocéntricos o, como afirma Assmann, “se equivocan los que apuestan a seres humanos espontáneamente generosos y siempre convocables a arduas tareas solidarias. Existe, además, un derecho a la alegría de vivir, que no debe ser sacrificado ante ninguna «inmolación por lo social»... No existe humanidad ya solidaria, o rápidamente conscientizable hacia metas solidarias coherentes”
. En este sentido se puede afirmar que las personas razonables no son movidas ni por el bien general como tal ni por el puro egoísmo, pero también se puede afirmar que desean por sí mismo un mundo social en el que ellos, como libres e iguales, pueden cooperar con otros sobre términos que sean aceptables para todos
.

5.1.2. 
La sociedad política como un bien

El que la idea de la sociedad como sistema justo de cooperación se construya en parte sobre lo racional, entendido como la capacidad de concebir como fines los bienes particulares, no significa negar a la sociedad política la propiedad de ser buena en sí misma, pues ésta constituye un bien que los ciudadanos realizan como personas pero también como cuerpo social (collective body, corporate body). Porque al abandonar la idea de una comunidad política construida en torno a una única doctrina comprensiva, la justicia como imparcialidad no está rechazando que puedan existir fines últimos (entendidos como fines valorados y queridos por sí mismos y no solamente como medios para otra cosa) comunes a todos sus miembros, específicamente el de la justicia política, reduciendo así las instituciones políticas a meros medios para los fines de los individuos y las asociaciones. Lo que se afirma es la imposibilidad real de que en las sociedades democráticas actuales, caracterizadas por el pluralismo, se pueda concebir una sociedad política unida en torno a una única doctrina comprensiva. Para Rawls, la idea de una sociedad bien ordenada es la concepción más deseable de la unidad, accesible a las sociedades democráticas actuales. El límite de lo práctico mejor
.

En la concepción rawlsiana de la sociedad, los ciudadanos no afirman la misma doctrina comprensiva pero sí afirman la misma concepción política de la justicia y esto significa que comparten un fin político básico de la más alta prioridad: el fin de apoyar instituciones justas y darse mutuamente justicia, además de otros muchos fines que también se pueden compartir y realizar a través de la acción política. Además, la justicia política como fin puede ser uno de los propósitos más básicos de los ciudadanos con referencia al cual expresen la clase de personas que desean ser
.

Por ello, una sociedad bien ordenada, que especifica la idea de la sociedad como sistema justo de cooperación en la justicia como imparcialidad, es un bien de dos maneras: un bien para las personas consideradas individualmente y un bien social. Por dos razones es un bien individual, porque realiza la capacidad de las personas para participar en la cooperación social justa o, en otros términos, para ejercer sus poderes morales; y porque les asegura el bien de la justicia y las bases sociales de su respeto mutuo, al garantizarles lo más esencial del reconocimiento público del status de personas, el de ciudadanos libres e iguales. Estas dos formas del bien individual constituyen un bien político y esto es lo que afirma la justicia como imparcialidad en su propósito de ganar el apoyo de un consenso traslapado, aunque tales formas del bien puedan ser afirmadas también por una doctrina comprensiva desde su punto de vista interno
.

La sociedad política bien ordenada es también un bien social, porque cuando hay un fin último compartido que requiere de la cooperación de muchos para ser logrado, el bien realizado es social, pues se realiza a través de la actividad común de ciudadanos que dependen mutuamente de las acciones adecuadas realizadas por otros. En una sociedad democrática se manifiesta en el establecimiento y conducción exitosa de instituciones democráticas justas a lo largo del tiempo. Se trata entonces de un bien político al lado de otros bienes no políticos y con los que se da un apoyo mutuo porque ambos se fundamentan en la misma personalidad moral. Por su parte, el Concilio considera que la comunidad política se ordena al bien común y se fundamenta en la naturaleza humana y, por lo mismo, pertenece al orden previsto por Dios 
.
5.2. Ciudadanos: la concepción política de la persona

Cuando el Concilio se refiere a la persona como actor de la vida política e institucional acude a la categoría de “ciudadano”, considerado como sujeto de libertad religiosa, de responsabilidad social, de participación política, de la búsqueda libre del bien, de amor a la patria y de los beneficios del progreso
. Por su parte, Assmann insiste en la urgencia de conquistar la “ciudadanía” como medio efectivo para vivir la solidaridad pues “es inadmisible pretender desconectar la solidaridad del ejercicio de la ciudadanía”
.

Para Rawls, la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación a través del tiempo, supone la idea de ciudadano como categoría político-moral que define al agente de la cooperación social en el campo de lo político. El ciudadano es la concepción política de la persona, como diferente a otras concepciones de la misma, por ejemplo, la legal, la filosófica o la religiosa, y se define como alguien que puede ser un miembro de la sociedad, normal y plenamente cooperador, a lo largo de toda su vida. Se trata entonces de una concepción normativa y moral de la persona, aplicada o adaptada a una concepción política de la justicia y no a una doctrina comprensiva. Esta concepción de la persona caracteriza el modo como los ciudadanos deben pensar de sí mismos y de los demás en sus relaciones políticas y sociales en el marco de la estructura básica, por lo que no se trata ni de un ideal para la vida personal, ni de un ideal para una asociación, ni de un ideal comprehensivo de tipo moral. No es tampoco el resultado de una fundamentación de la naturaleza humana dada por la ciencia natural o la teoría social
.

Como se trata de una categoría que surge de la tradición democrática, los ciudadanos se conciben como personas libres e iguales en virtud:

- 
de sus dos poderes morales, esto es, la capacidad para tener un sentido de la justicia, o razonabilidad, y la capacidad para una concepción del bien, o racionalidad,

- 
de sus poderes de razonamiento (de juicio, pensamiento e inferencia), a lo que se añade

- 
de que realmente tengan una determinada concepción del bien interpretada a la luz de una visión comprensiva razonable y

- 
de que tengan las capacidades y habilidades requeridas para ser miembros normales y plenamente cooperativos de la sociedad a lo largo de una vida. El tener tales poderes hace a las personas libres, y el tenerlos en el grado mínimo que les permita ser miembros de la sociedad plenamente cooperativos hace a las personas iguales
.

Los dos poderes morales, el de lo razonable y el de lo racional, que integran la concepción política de la persona, son fundamentales en la construcción de la justicia como imparcialidad y son la clave para superar las contradicciones del individualismo metodológico en su intento por ampliar la racionalidad individual al ámbito de lo social. Para Rawls lo social y lo individual son dos dimensiones de la concepción política de la persona
, distintas e independientes pero complementarias e inseparables, e intervienen en todo el trayecto de la elaboración de la teoría de la justicia y su aplicación al liberalismo político.

Así, al menos en el ámbito de lo político, esta concepción de la persona coincide con la del Concilio, para el que “la índole social del hombre demuestra que el desarrollo de la persona humana y el crecimiento de la propia sociedad están mutuamente condicionados. Porque el principio, el sujeto y el fin de todas las instituciones sociales es y debe ser la persona humana, la cual, por su misma naturaleza, tiene absoluta necesidad de la vida social. La vida social no es, pues, para el hombre sobrecarga accidental”
.

5.2.1. 
Lo razonable

Como ya habíamos mencionado, las personas son razonables cuando, entre iguales, estan dispuestas a proponer principios y normas que sirvan como términos justos de cooperación y a atenerse a ellos voluntariamente, dada la seguridad de que los otros harán lo mismo. Tales personas ven esas normas como razonablemente aceptables para todos y por lo tanto como justificables para todos y están dispuestos a discutir los términos justos que otros propongan
. Pero, debido a que la cooperación se debe dar en una sociedad pluralista, la idea de lo razonable como virtud moral implica un segundo aspecto, el de la disposición de las personas a aceptar las cargas del juicio (the burdens of judgment), es decir, las fuentes de un desacuerdo razonable y aceptar también las consecuencias para el uso de la razón pública, la cual debe dirigir el ejercicio legítimo del poder político en un régimen constitucional
. Además, no sólo son miembros normales y plenamente cooperativos de la sociedad, sino que además quieren serlo y ser reconocidos como tales, lo cual fundamenta su autorrespeto (self-respect, self-esteem) como ciudadanos, que tiene su base social en la garantía de ciertos bienes primarios
. Por último, tienen “una psicología moral razonable”
.

Cooperar. Las personas razonables, según el primer aspecto de lo razonable, desean por sí mismo un mundo en el que, como libres e iguales, puedan cooperar con otros de acuerdo a términos que todos puedan aceptar. En contraste, las personas son irrazonables cuando su compromiso en la cooperación social no está fundamentado en una voluntad plena de proponer y atenerse a principios justos de cooperación y siempre que lo permiten las circunstancias están dispuestos a violarlos en vista de sus propios intereses. En este sentido lo razonable es una forma de la sensibilidad moral que se relaciona con la cooperación social justa y es la virtud, una virtud social esencial, o el poder moral que nos permite entrar como iguales en el mundo público de los demás y fundamentar nuestras relaciones sociales sobre principios justos, lo cual implica el reconocimiento de la validez independiente de las exigencias de los demás. Por ello, lo razonable requiere del establecimiento de tal mundo público, pero aún cuando éste no existiera seguiría vinculando in foro interno
.

Aceptar los desacuerdos razonables: tolerancia, razón pública y deber de civilidad. El segundo aspecto de lo razonable, la voluntad de aceptar las cargas del juicio, se fundamenta en la posibilidad de aceptar desacuerdos razonables. En primer lugar, un desacuerdo razonable es un desacuerdo entre personas razonables como ya las hemos definido. En segundo lugar, supone que existen fuentes o causas de desacuerdos que pueden ser consideradas razonables, en el sentido de que son compatibles y no impugnan la razonabilidad de aquellos que disienten, porque tienen su origen en los accidentes o contingencias implicados en el ejercicio de nuestros poderes de razón y juicio en el curso ordinario de la vida política. Así, podemos fallar cuando juzgamos sobre nuestros propios fines, cuando evaluamos las exigencias de los demás, cuando usamos nuestra razón teórica o simplemente cuando juzgamos sobre nuestras creencias o esquemas de pensamiento. Además, todo sistema de instituciones es limitado con respecto a los valores que puede admitir. Nos parece que este último caso expresa un aspecto de los límites de lo real que deben ser considerados en una reflexión ética que pretenda proponer caminos viables para la moral política y socio-económica y que pueda superar el puro utopismo de querer “todo a la vez”, por ejemplo, en los casos de sociedades pluriculturales o multinacionales
. Por lo tanto es irreal suponer que todas nuestras diferencias surgen sólo de nuestra ignorancia y perversidad o de nuestras rivalidades por el poder, el status o la ganancia económica
.

Este segundo aspecto de la razonabilidad, al limitar el ámbito de aquello que las personas razonables consideran que puede ser justificado por los demás, conduce a una forma de la tolerancia y apoya la idea de la razón pública. Aun cuando no todas las personas afirman la misma doctrina comprensiva, sí reconocen que todos los ciudadanos, incluidos ellos mismos, están sujetos a las cargas del juicio y que la doctrina que cada uno sostiene es una entre otras. Es normal que para cada uno la doctrina que afirma sea verdadera y crea en ella, lo cual no es irrazonable, sin embargo, a nivel público el criterio no es la verdad de una doctrina sino su razonabilidad. Esto exige que las personas razonables consideren irrazonable el uso del poder político, aún cuando ellos mismos lo tuvieran, para reprimir doctrinas que no son irrazonables aunque sean diferentes a las de ellos, porque en sociedades pluralistas no existe una base de justificación pública y compartida que se pueda aplicar a las doctrinas comprensivas. Por eso es necesario y razonable para cada ciudadano adherirse a una formulación de las libertades de conciencia y de pensamiento. Si todos los ciudadanos como libres e iguales tienen una participación igual en el cuerpo político y en el poder coercitivo de la sociedad, y además están igualmente sujetos a las cargas del juicio, no hay razón para que un ciudadano, o una asociación de ciudadanos, tenga el derecho de imponer desde el poder del Estado el criterio de su doctrina comprensiva en cuestiones constitucionales esenciales o en cuestiones básicas de justicia. Ninguna persona razonable y racional aceptaría desde la situación inicial de imparcialidad, o a la luz de la razón pública cuyos procedimientos y directrices son elegidos en aquélla, dar este tipo de poder político a una persona o grupo de personas, la única solución es proponer una forma de tolerancia y de libertad de pensamiento
.

Este segundo aspecto de lo razonable, la aceptación de los desacuerdos razonables, es parte de un ideal de ciudadanía democrática que incluye también la idea de razón pública. El contenido de este ideal incluye lo que ciudadanos libres e iguales como razonables pueden requerir de los demás con respecto a sus visiones comprensivas razonables: no pueden exigir nada que sea contrario a lo que las partes puedan acordar en la situación inicial de imparcialidad
. Si todo agente razonable y racional tiene una razón, es decir, un modo de formular sus planes, de priorizar sus fines y de tomar decisiones adecuadas, no toda razón es razón pública, pues ésta es característica de un pueblo democrático: es la razón de sus ciudadanos, de aquellos que comparten el estatus de igual ciudadanía, y su objeto es el bien de lo público. O, en otros términos, es la razón de ciudadanos iguales quienes, como un cuerpo colectivo, ejercitan unos sobre otros el poder político y coercitivo final cuando promulgan leyes o enmiendan su constitución. La razón pública es entonces pública en tres aspectos:

1º 
en cuanto razón de los ciudadanos como tales es la razón de lo público;

2º 
su objeto es el bien de lo público y las cuestiones de justicia fundamental, y

3º 
su naturaleza y contenido es público porque viene dado por los valores políticos y los ideales y principios expresados por la concepción de la justicia política de la sociedad y es conducido por tales bases.

Se trata obviamente de un ideal normativo que no es materia de legislación y que describe lo que puede o podría ser: una concepción ideal de ciudadanía para un régimen constitucional democrático
.

Y como el ejercicio del poder público debe ser legitimado, tal ideal impone un deber moral a los ciudadanos, el deber de civilidad (duty of civility), el de ser capaces de explicarse mutuamente, cuando se trata de cuestiones fundamentales, cómo los principios y las políticas por las que abogan y votan pueden apoyarse en los valores políticos de la razón pública. Así, la unión del deber de civilidad con los grandes valores de lo político genera el ideal de ciudadanos gobernándose a sí mismos en modos que cada uno piensa que puede ser razonablemente esperado que los otros acepten; y a su vez ese ideal es apoyado por las doctrinas comprensivas que las personas razonables afirman
.

Autorrespeto. El tercer aspecto de lo razonable, el autorrespeto, es el bien primario más importante y tiene dos elementos:

1) 
la confianza en nosotros mismos como miembros plenamente cooperativos de la sociedad (razonabilidad), capaces de buscar una concepción del bien que valga la pena (racionalidad), a lo largo de una vida completa y que se apoya en las libertades básicas que garantizan el ejercicio pleno e informado de los dos poderes morales, y

2) 
el sentimiento seguro de nuestro propio valor, enraizado en la convicción de que podemos lograr un plan de vida que valga la pena y que se apoya en el valor real de las libertades políticas y en el principio de diferencia.

Sin el autorrespeto se pierden “las ganas de vivir” pues nada parece valioso y aún cuando algunas cosas tengan valor para nosotros nos falta la voluntad para buscarlas, todo deseo y actividad se perciben como vacíos e inútiles y nos hundimos en la apatía y el cinismo. Por eso es tan importante que los principios de justicia lo apoyen. El autorrespeto depende de, y es alentado por, ciertos rasgos públicos de las instituciones sociales, por la manera como se articulan y por el modo como se espera que la gente que acepta esos ordenamientos vea y trate a los demás. Esos rasgos de las instituciones básicas, así como los modos de conducta esperados públicamente (y normalmente respetados), son la base social del autorrespeto, cuya centralidad en la sociedad bien ordenada de Rawls permite la articulación entre sociedad civilizada, sociedad decente y sociedad justa
. Como concepción específicamente política, el autorrespeto es la voluntad de realizar en la propia persona, y que sea reconocido por los demás que se realiza, el ideal de ciudadanía propuesto por la justicia como imparcialidad. Para el Concilio, se trata de garantizar las condiciones que permitan a los seres humanos tener conciencia de su propia dignidad
.

Poder educativo de las virtudes políticas. El cuarto aspecto de lo razonable, una psicología moral razonable, integra las virtudes políticas y tiene los rasgos siguientes:

1) 
los ciudadanos tienen la capacidad para adquirir concepciones de la justicia y la imparcialidad, y un deseo de actuar como lo requieren tales concepciones;

2) 
cuando creen que las instituciones y prácticas sociales son justas, o imparciales, están dispuestos a hacer su parte en esos ordenamientos, dado que tengan una garantía razonable de que los otros también harán su parte;

3) 
si los demás, con intención manifiesta, se esfuerzan por hacer su parte en los acuerdos y ordenamientos justos o imparciales, los ciudadanos tienden a desarrollar confianza en aquéllos;

4) 
esta confianza se hace más fuerte y completa en la medida en que el éxito de los ordenamientos cooperativos se mantiene durante mucho tiempo;

5) 
sucede lo mismo en la medida en que las instituciones básicas ajustadas para asegurar nuestros intereses fundamentales son reconocidas más firme y voluntariamente
.

Esta es la psicología que modela las motivaciones del ciudadano como agente político y como tal es parte de la concepción política de la justicia como esquema normativo de pensamiento que incluye un ideal de ciudadanía. Como ya mencionamos, no se trata de un perfil psicológico que sea resultado de una teoría psicológica originada en las ciencias naturales. Su corrección depende por lo tanto de que sea comprensible, de que se pueda aplicar en la vida política y de que nos parezca que la concepción de la justicia a la que pertenece es aceptable en una reflexión adecuada
. Como parte de una concepción política, el ideal de ciudadanía tiene una función educadora al interior de la cultura política, porque cuando tal ideal es compartido lleva a los ciudadanos a verse a sí mismos y mutuamente como libres e iguales, y a querer ser ese tipo de personas en su vida pública
.

5.2.2. 
Lo racional

Los agentes razonables y racionales son normalmente unidades de responsabilidad en la vida política y social, y se les pueden imputar violaciones de los principios y normas razonables. Sin embargo, si lo razonable expresa la dimensión pública del agente de la cooperación social, lo racional expresa su dimensión particular (puede tratarse tanto de un individuo como de una persona corporativa) en el sentido de que posee los poderes de juicio y deliberación que le permiten buscar fines e intereses, particularmente los suyos, y se refiere a cómo se afirman y adoptan tales fines e intereses, así como al modo de priorizarlos. Lo racional tiene que ver entonces con la capacidad para tener una concepción del bien y se aplica también a la elección de medios adecuados a fines, pero no se reduce a esto, porque también abarca el balance terminal de fines y su significado para un plan de vida global, así como la manera en que se ajustan tales fines. Tampoco se refiere al agente racional autointeresado, porque sus intereses pueden estar constituidos por el beneficio de los demás, pues “todo interés es un interés de un agente, pero no todo interés es en beneficio del agente que lo tiene”. No se trata entonces sólo de la simple razón instrumental o racionalidad económica, ni tampoco de la teoría de la decisión racional o de la elección social, porque el agente racional, como lo concibe Rawls, puede tener toda clase de afectos personales y apegos a comunidades y lugares, incluido el amor al país o a la naturaleza, y puede seleccionar y ordenar sus fines de maneras diversas
.

5.2.3. 
Dimensiones distintas, inseparables y complementarias

Lo que faltaría a los agentes concebidos teóricamente sólo como racionales sería la forma particular de sensibilidad moral que subyace al deseo de comprometerse en la cooperación justa como tal y hacerlo en términos que se pueda esperar razonablemente que los demás suscriban como iguales. Como ya mencionamos, esta ausencia no significa que el agente como racional esté únicamente interesado en sí mismo. Además, racionalidad y razonabilidad son ideas distintas e independientes, en el sentido de que no se puede derivar una de la otra, particularmente no se puede derivar lo razonable de lo racional como han intentado algunos autores. Para éstos, la única manera de fundamentar lo razonable es derivando los principios de justicia de las preferencias, decisiones o acuerdos de agentes meramente racionales, en un marco de condiciones adecuadas bien especificadas
. La justicia como imparcialidad rechaza esta derivación porque la misma supone que lo razonable no es básico en el mismo sentido que lo racional. En la idea de cooperación justa, lo razonable y lo racional son ideas complementarias: ambas son elementos de aquella y cada una se vincula con su poder moral distintivo, respectivamente, con la capacidad para un sentido de la justicia y con la capacidad para una concepción del bien
.

Pero como ideas complementarias ni lo razonable ni lo racional pueden mantenerse una sin la otra. Un agente concebido teóricamente como puramente razonable no tendría fines propios para promover mediante la cooperación social; uno concebido como puramente racional carecería del sentido de la justicia y no podría reconocer la validez independiente de las exigencias de los demás, aunque sí podría reconocerlas en aquéllos con quienes tiene afectos o lealtades especiales. Incluso cuando se quiere derivar lo razonable de lo racional, las condiciones o restricciones a que se debe sujetar lo racional siempre pretenden ser razonables
. En la situación inicial propia de la justicia como imparcialidad (original position) lo razonable y lo racional funcionan en tándem y modelan la concepción completa de la persona: las partes que elegirán los principios más justos son consideradas sólo como racionales pero están sujetas a restricciones razonables, entre las que ocupa un lugar destacado “el velo de ignorancia” (veil of ignorance) que restringe la información accesible a las partes. En este sentido se da una prioridad de lo razonable sobre lo racional y en consecuencia una prioridad de lo justo sobre lo bueno
. Por último, lo racional no es público en el mismo sentido que lo razonable, porque lo racional no es lo que nos hace entrar en el mundo público de los demás y proponer términos justos de cooperación
.

5.2.4. 
Identidad política e identidad moral

Cuando hablamos de las personas como ciudadanos nos estamos refiriendo entonces a su identidad política, o institucional, según la cual se ven a sí mismos y a los demás como libres e iguales y como poseedores del poder moral de tener una concepción del bien, lo cual no significa que se vean a sí mismos como definitivamente vinculados a una determinada concepción del bien, puesto que como agentes políticos tienen la libertad de revisar y cambiar tal concepción sin que por ello se vea afectada su identidad política, pues sus derechos, deberes y propiedades seguirán siendo los mismos, así como sus exigencias políticas. Pero la identidad política tiene sus raíces en la identidad moral, o no-institucional, especificada por los objetivos y compromisos más profundos de los ciudadanos y algunos de los cuales tienen también un contenido político, específicamente aquellos que se refieren a los valores de la vida pública. Estos tienden a ser más permanentes cuando se viven en una sociedad regulada por una concepción política de la justicia. Los valores de la vida no pública, propios también de la identidad moral, pueden cambiar, por ejemplo, cuando se da una conversión religiosa, pero esto no afectará a la identidad política de la persona. Los dos tipos de valores que constituyen la identidad moral de una persona le dan su modo de vida personal, es decir, la concepción de sí mismo, o la clase de persona que quiere ser, incluida la visión de sí mismo en el mundo social. Así, la identidad moral alimenta la identidad política de los ciudadanos, lo cual deja espacio, en el caso de los cristianos, para que su identidad religoso-moral sea la raíz dinámica de su compromiso político, como lo exige el evangelio 
.

Por lo tanto, los ciudadanos, como concepción política de la persona, son libres en tres sentidos:

1º 
porque se ven a sí mismos y a los demás como capaces de tener una concepción del bien así como de revisarla y cambiarla cuando lo consideran razonable y racional;

2º 
porque se ven a sí mismos como fuentes auto-autentificantes de exigencias válidas desde la perspectiva política; y

3º 
porque se ven a sí mismos y a los demás como capaces de asumir la responsabilidad de los fines que se proponen y adaptarlos tanto a la concepción política de la justicia como a las posibilidades reales de su sociedad
.

5.2.5. 
La razón pública como ejercicio de discernimiento

La necesidad del discernimiento moral surge de la distancia que siempre existe entre el ser y el deber ser o, a nivel colectivo, de la distancia que siempre existe entre las utopías y la realidad social. Tal distancia se acorta cuando, al encontrarnos ante un problema moral, nos decidimos por la mejor alternativa. Por ello una concepción política de la justicia debe proporcionar, además de sus principios sustantivos de justicia, unas directrices para el discernimiento (4º momento de nuestro método), que permita la aplicación de aquéllos a casos concretos.

La razón pública se puede entender de dos maneras, como el modo en que una sociedad política formula sus planes, pone sus fines en orden de prioridad y elabora sus decisiones, o como la capacidad misma de realizar tal ejercicio, es decir, como poder intelectual y moral, enraizado en las capacidades de sus miembros
. Acabamos de mencionar la idea de razón pública en el segundo sentido, como un aspecto de lo razonable. Ahora nos referiremos a la misma en cuanto a su ejercicio, entendido como discernimiento, esto es, en cuanto a su primer sentido, porque tal enfoque nos permite completar la idea del sujeto de la moral social que estamos proponiendo y fundamentar así el cuarto momento de nuestro método, que se refiere, en cuanto aplicado a la moral económica en el ámbito de lo social, al discernimiento previo a las decisiones colectivas.

Aunque hay muchas razones que no son públicas, como las de las asociaciones o de la cultura social, sólo hay una razón pública. Las razones de la cultura social son públicas con respecto a sus miembros pero no con respecto a la sociedad política o a los ciudadanos en general, por lo que es mejor hablar de razones domesticas (aunque no privadas, porque para Rawls éstas no existen) y de razones sociales. Las diferencias de estos dos últimos tipos de razones con respecto a la primera vienen dadas tanto por la naturaleza de los sujetos (individuos, familias, iglesias, universidades, sociedades científicas y grupos profesionales) y la concepción que tienen de sí mismos, como por las condiciones en las cuales persiguen sus fines
.

El sujeto de la razón pública son los ciudadanos libres e iguales en tanto que cuerpo colectivo que ejerce su poder político y de coerción último cuando promulga leyes y enmienda su constitución. Por eso, la razón pública se manifiesta durante las argumentaciones políticas en los foros públicos y pasa a través de sujetos específicos como los partidos políticos, los candidatos en campaña y los ciudadanos en el momento de ejercer su voto, o cuando los legisladores debaten en las cámaras o el ejecutivo se pronuncia públicamente. El prototipo de la razón pública como discernimiento es el poder judicial, particularmente la Suprema Corte de Justicia
.

Por eso, en última instancia, el uso de la razón pública se refiere al ejercicio legítimo del poder político, y esto es así sólo cuando es ejercido de acuerdo a una constitución cuya esencia se puede esperar razonablemente que todos los ciudadanos suscriban, a la luz de principios e ideales aceptables para ellos como razonables y racionales, es decir, de acuerdo al principio liberal de legitimidad, o reciprocidad, que impone un deber moral de civilidad, según el cual los actores políticos se explican mutuamente cómo los principios y políticas, sobre los que argumentan y votan en cuestiones fundamentales, pueden ser apoyados por los valores políticos de la razón pública. Este principio incluye una voluntad de escuchar a los otros y una disposición a la imparcialidad en las decisiones cuando se deben hacer acomodaciones razonables de los propios puntos de vista
.

El contenido de la razón pública es el de cualquier liberalismo
, es decir, una concepción política de la justicia con principios sustantivos y directrices de discernimiento y decisión públicos, lo cual da lugar a la existencia de dos tipos de valores políticos liberales
:

1) 
los valores de la justicia política, que son los que abarcan los principios de la justicia y que se refieren a dos grandes áreas de discusión o fuentes de problemas a resolver
:

a) la que se refiere a la esencia de la constitución (principio de justicia I) donde hay que resolver cuestiones acerca de qué derechos y libertades políticos pueden razonablemente ser incluidos en una constitución escrita, y

b) la que se refiere a las cuestiones básicas de justicia (principios de justicia IIa y IIb) donde hay que resolver problemas de justicia social y económica que no están incluidos en la constitución
 y 

2) 
los valores de la razón pública que son los que abarcan las directrices para el discernimiento público, como el de honrar el deber de civilidad y los que se relacionan con éste.

Por último, el ejercicio de la razón pública exige que se respeten sus límites, es decir, que se ejerza de acuerdo a ciertos criterios. Los más importantes son los siguientes:

1) 
que no se busque sólo el interés propio o la imposición de la propia concepción de la verdad total sino la alternativa que promueva mejor el bien común;

2) 
que se apele sólo a verdades claras ampliamente aceptadas por los ciudadanos en general (creencias, sentido común, ciencia no controvertida, etc.) en el momento de la argumentación y no a doctrinas comprensivas o a teorías económicas discutidas (como la del equilibrio general; ver antes, cap. 3: 2.4.), porque entonces no habría una base pública de justificación y

3) 
que cuando se incluyan razones de nuestras doctrinas comprensivas las conclusiones se puedan justificar de modo adecuado a través de razones públicas proporcionadas por una concepción política razonable
.

5.3. 
Justicia: una sociedad bien ordenada

Un momento esencial de nuestro método (el 3º) es el que se refiere a la postulación de principios y a la presentación de un ideal social orientador y regulador de la praxis social. El hecho de que aquí afirmemos la necesidad de mediaciones empíricas en dicho método no significa que renunciemos a la necesidad de lo que los teólogos latinoamericanos llaman “proyectos sociales” y que nosotros gustamos de caracterizar como “las pequeñas utopías” o “utopías intermedias”, diferenciándolas así del “reino de verdad y de vida; reino de santidad y gracia; reino de justicia, de amor y de paz” que, a diferencia de cualquier utopía, “está ya misteriosamente presente en nuestra tierra” pero que “cuando venga el Señor, se consumará su perfección”
. Para Rawls, si la idea de ciudadano especifica el ideal normativo del agente político en la sociedad concebida como un sistema justo de cooperación, completo y cerrado, la idea de una sociedad bien ordenada especifica la estructuración, también ideal normativa, de tal sistema.

5.3.1. 
Un punto de vista compartido

En la teoría de Rawls, una sociedad es bien ordenada cuando tiene tres rasgos:

- 
es una sociedad en la que cada uno acepta, y sabe que todos los demás aceptan, los mismos principios de justicia, lo cual está implicado en la idea de una concepción de la justicia públicamente reconocida;

- 
es públicamente sabido, o creído por buenas razones, que su estructura básica -sus principales instituciones económicas, sociales y políticas, y cómo se articulan en un sistema de cooperación- satisface tales principios, lo cual está implicado en la idea de una regulación social efectiva por parte de la concepción de la justicia; y

- 
sus ciudadanos tienen un efectivo sentido de la justicia y por lo tanto generalmente cumplen con las instituciones básicas de la sociedad que consideran justas.

En tal sociedad la concepción de la justicia públicamente reconocida establece un punto de vista compartido desde el cual las exigencias de los ciudadanos pueden ser reconocidas jurídicamente. Sólo una concepción de la justicia que se gane el apoyo de un consenso traslapado entre doctrinas comprensivas razonables satisface estas condiciones
.

Como se trata de una idea normativa para una sociedad caracterizada por el pluralismo, en la que no existe una doctrina comprensiva razonable que sea afirmada por todos los ciudadanos, la concepción de la justicia que caracterice a una sociedad bien ordenada debe limitarse al dominio de lo político y sus valores. Las visiones globales de los ciudadanos tienen entonces dos partes que corresponden a su identidad política y a su identidad moral, una que es o coincide con la concepción política de la justicia públicamente reconocida y la otra que es una doctrina comprensiva con la que está relacionada de alguna manera tal concepción política. En estas circunstancias, los ciudadanos deciden individualmente por sí mismos el modo en que la concepción política pública que todos afirman está relacionada con sus visiones más comprensivas. Esto significa que para los ciudadanos dicha concepción política es de carácter moral y que están dispuestos a actuar de acuerdo a la misma por razones morales.

Dos condiciones garantizan el realismo y la estabilidad de una sociedad bien ordenada:

1ª 
los ciudadanos, que afirman doctrinas razonables pero opuestas, suscriben la concepción pública de la justicia como aquella que les da contenido a sus juicios políticos sobre las instituciones básicas, y

2ª 
las doctrinas comprensivas irrazonables, aunque existan, no tienen suficiente adhesión como para minar la justicia esencial de la sociedad.

Si se exigiera que todos los ciudadanos tuvieran la misma doctrina comprensiva, la idea de una sociedad bien ordenada sería irreal y utópica
.

5.3.2. 
No una asociación

Por lo tanto, una sociedad democrática bien ordenada no es una asociación, entendida ésta como la unión en torno a ciertos fines puramente instrumentales o que no constituyen una doctrina plenamente comprensiva, aunque estén enraizados o inspirados en alguna de ellas. La sociedad bien ordenada es completa o autosuficiente para contener todos los propósitos principales de la vida humana y es cerrada en el sentido de que nacemos en ella y morimos en ella y, por lo tanto, no tenemos una identidad previa a nuestro ser en sociedad, mientras que una asociación cubre sólo ciertos propósitos de la vida humana y el pertenecer a la misma supone una decisión o una elección. En este sentido, en una sociedad la única alternativa frente a la cooperación social es la obediencia involuntaria y resentida o la resistencia y la guerra civil
, mientras que en una asociación siempre existe la alternativa de dejar de pertenecer a la misma. Además, una sociedad bien ordenada no tiene fines últimos como los que ofrecen las doctrinas comprensivas a las personas o a las asociaciones y, por lo tanto, en tal sociedad, los derechos y los deberes no se establecen de acuerdo a fines sociales antecedentes a los especificados constitucionalmente. A una sociedad bien ordenada no le corresponde, como a las asociaciones, ofrecer términos diferentes a sus miembros, dependiendo del valor de su contribución potencial a la sociedad como un todo o a sus miembros actuales, más bien esto último es posible sólo porque los miembros de una asociación, actuales o posibles, ya tienen garantizado el estatus de ciudadanos libres e iguales y las instituciones de la justicia básica en la sociedad aseguran que hay otras alternativas abiertas para ellos
.

5.3.3. 
Ni una comunidad

Una sociedad bien ordenada tampoco es una comunidad, entendida ésta como una clase de asociación gobernada por una doctrina comprensiva compartida, por ejemplo, una iglesia, porque concebir una democracia como una comunidad ignora el ámbito limitado de su razón pública fundamentada en una concepción política de la justicia, y equivoca la clase de unidad de que es capaz un régimen constitucional sin violar los principios democráticos más básicos. El celo por la verdad completa nos induce a una unidad más amplia y profunda que no puede ser justificada por la razón pública. También es equivocado concebir una sociedad democrática como una asociación y suponer que su razón pública incluye propósitos y valores no políticos, porque hacerlo así ignora el rol prioritario y fundamental de sus instituciones básicas, que es el de establecer un mundo al interior del cual todos podamos con cuidado, alimentación y educación desarrollarnos como ciudadanos libres e iguales
.

Con la idea de una sociedad bien ordenada se cierra el esquema básico de la concepción política de la justicia, apropiada para una sociedad entendida como un sistema justo de cooperación entre personas libres e iguales, y en circunstancias de un pluralismo razonable de doctrinas comprensivas. Esto nos permite ya captar con mayor nitidez las razones por las que el liberalismo político se deslinda del individualismo metodológico propio de las concepciones de los libertarios, o neoliberales.

5.4.
Crítica del libertarismo

Una de las certezas fundamentales del magisterio social, y de toda antropología cristiana, es la del rechazo indiscutible del individualismo radical que se autojustifica en nombre de la libertad
. Particularmente Juan Pablo II, refiriéndose a lo que se ha dado en llamar “neoliberalismo” advierte sobre “el riesgo de que se difunda una ideología radical de tipo capitalista, que rechaza incluso el tomarlos (los problemas sociales) en consideración, porque a priori considera condenado al fracaso todo intento de afrontarlos y, de forma fideísta, confía su solución al libre desarrollo de las fuerzas del mercado”
. Sin embargo, a pesar de que comúnmente se identifica individualismo con liberalismo, la simplificación del liberalismo y su identificación con una de sus vertientes, el libertarismo o neoliberalismo, además de que descalifica dogmáticamente a pensadores importantes, restringe mucho la posibilidad de buscar alternativas viables a la ola neoliberal de las últimas décadas. La postura de Rawls ante el libertarismo nos ayuda a superar esta simplificación, con dos aportaciones fundamentales: una crítica mucho más afinada a esa vertiente del liberalismo, porque va mucho más allá de la crítica a las políticas económicas neoliberales y llega hasta sus fundamentos filosófico-políticos, y una propuesta alternativa coherente que rescata lo mejor del movimiento liberal histórico.

La principal crítica de Rawls al libertarismo
 (“una forma empobrecida del liberalismo” para él, neoliberalismo para nosotros) es que le falta el criterio de reciprocidad, por lo que no combina de manera adecuada libertad e igualdad y permite por eso desigualdades socioeconómicas que son excesivas a la luz de tal criterio. Si recordamos que toda la concepción de la justicia política rawlsiana está construida sobre la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación, cuyo criterio central es precisamente la reciprocidad, entonces el contraste resulta radical. En el libertarismo no tenemos estabilidad por razones justas, la cual siempre falta en un régimen constitucional puramente formal
.

5.4.1. 
La sociedad como red de contratos privados

La teoría libertaria mantiene que solamente se justifica un Estado mínimo limitado a las funciones de proteger contra la fuerza, el robo y el fraude, garantizar el cumplimiento de los contratos, etc. y que cualquier Estado con poderes más amplios viola los derechos de los individuos. Su objetivo es ver cómo el Estado mínimo podría haber surgido de una situación perfectamente justa a través de una serie de pasos, cada uno de los cuales es moralmente permisible y no viola los derechos de nadie, supuesto que la teoría moral que identifica la situación inicial como justa, y define los puntos de partida permisibles desde tal situación, es correcta. El procedimiento teórico del libertarismo consiste en asumir, a manera de hipótesis, que existió alguna vez un estado de naturaleza en el cual había una relativa abundancia, la configuración de propiedades era justa, no planteaba cuestiones morales y además todos recibirían lo adecuado. En este estado de naturaleza tampoco existía una institución (como el Estado) que reforzara ciertas reglas y, por lo tanto, estableciera una base institucional para formar las expectativas de la gente sobre el comportamiento de los demás.

Una vez postulado el punto de partida que se supone justo, es decir, el estado de naturaleza, se definen los principios de justicia que regularán las adquisiciones y transferencias posteriores (entitlements), de tal manera que una configuración de posesiones será justa si es resultado de adquisiciones y transferencias acordes con tales principios. Si se parte de un estado de naturaleza en el que el conjunto de posesiones es justo y si todos actúan siempre en consecuencia con la justicia de las adquisiciones y transferencias, entonces todas las configuraciones posteriores de la propiedad serán igualmente justas. En esta concepción de la justicia, sus principios sobre las adquisiciones y transferencias justas preservan la justicia de las posesiones a través de la secuencia total de transacciones históricas, sea cual sea su duración. De esta manera el proceso justo sólo se distorsiona por error o ignorancia.

En este proceso se puede formar una gran variedad de asociaciones y modos de cooperación como resultado de las decisiones y acuerdos individuales. No se necesita una teoría especial para cubrir esas transacciones y actividades conjuntas: la teoría requerida está ya provista por los principios de justicia para la adquisición y la transferencia de propiedades, adecuadamente interpretados a la luz de ciertas condiciones. Todas las formas de cooperación social legítima son entonces el resultado de interrelaciones de individuos que voluntariamente consienten en ellas; no hay poderes o derechos legales ejercidos por asociaciones, incluido el Estado, que no sean ya propios de cada individuo actuando él solo en el estado de naturaleza justo inicial.

5.4.2. 
El Estado como agencia privada

Un rasgo notable de esta doctrina es que el Estado es justo de la misma manera en que lo es cualquier otra asociación privada. El Estado surge de la misma manera que otras asociaciones y su formación en este proceso histórico hipotético, en el sentido de que no ha ocurrido realmente, o puede no haber ocurrido, pero sí puede ocurrir porque no se opone a las leyes sociales fundamentales o a los hechos naturales
, es gobernada por los mismos principios que rigen a aquéllas. Por supuesto que el Estado sirve a ciertos propósitos característicos, pero esto es verdad también para las asociaciones. Además, la relación de los individuos con el Estado (el Estado mínimo legítimo) es justa de la misma manera que su relación con cualquier corporación privada con la que hayan hecho algún acuerdo. Así, la lealtad política es interpretada como una obligación contractual privada con una firma monopólica más amplia y exitosa, es decir, la agencia de protección dominante localmente: el Estado.

Por lo tanto, en esta concepción no hay una ley pública uniforme que vincule igualmente a todas las personas, sino más bien una red de acuerdos privados; esta red representa los procedimientos que la agencia de protección dominante (el Estado) ha acordado usar con sus clientes y esos procedimientos pueden diferir de cliente a cliente, dependiendo de la capacidad de negociación que cada uno tenga en su posición individual. Nadie puede ser constreñido a entrar en tal acuerdo y todos tienen siempre la opción de llegar a ser independientes: podemos elegir ser uno de los clientes del Estado de la misma manera en que lo hacemos en el caso de otras asociaciones
.

Para Rawls, la teoría libertaria, al considerar el Estado como una asociación privada, está rechazando las ideas fundamentales de la teoría del contrato social y por eso mismo no tiene lugar para una teoría de la justicia específica para la estructura básica de la sociedad. En este sentido la libertaria no es una teoría del contrato social, porque una teoría del contrato social concibe el pacto original como aquel que establece un sistema de ley pública común que define y regula la autoridad política y vincula o se aplica a todos como ciudadanos. Ambos, autoridad política y ciudadanía, deben ser entendidos a través de la concepción del contrato social mismo
.

5.4.3. 
Crítica de las libertades formales

Por eso para Rawls, y en profundo contraste con el libertarismo, es necesario garantizar el ejercicio real de las libertades, a través de ciertas instituciones o prerrequisitos esenciales, para que haya una estructura básica en la que el ideal de la razón pública, cuando es seguida concienzudamente por los ciudadanos, pueda proteger las libertades básicas y evitar que las desigualdades sociales y económicas sean excesivas, de tal manera que se garantice la estabilidad social. En general, se trata de lo que necesitan los representantes y otros funcionarios para ser suficientemente independientes de intereses sociales y económicos particulares, así como de proporcionar el conocimiento e información sobre los cuales las políticas se puedan elaborar y evaluar inteligentemente por los ciudadanos utilizando su razón pública. La insistencia está en la importancia de asegurar una deliberación política pública provechosa. El autor menciona las siguientes:

“a. Financiamiento público de las elecciones y medios para asegurar el acceso a la información pública en materia de política.

b. Cierta igualdad de oportunidades justa, es decir, real, especialmente en educación y capacitación. Sin esas oportunidades, no todas las partes de la sociedad pueden tomar parte en los debates de la razón pública o contribuir a las políticas sociales y económicas.

c. Una distribución decente del ingreso y la riqueza que cumpla la tercera condición del liberalismo: que todos los ciudadanos deben tener asegurados los medios para todos los propósitos necesarios que les permitirán tomar ventaja inteligente y efectiva de sus libertades básicas. Se trata de condiciones que van mucho más allá de la provisión de comida, vestido y habitación, o de las simples necesidades biológicas. Las libertades básicas incluyen libertades políticas y acceso real y justo al proceso político. En ausencia de esta condición, aquellos que tienen riqueza e ingreso tienden a dominar a aquellos que tienen menos y a controlar de manera creciente el poder político en su propio favor.

d. La sociedad como empleador de último recurso a través del gobierno general o local u otras políticas sociales y económicas. La ausencia de un sentimiento de seguridad de largo plazo y de oportunidades para un trabajo y ocupación significativos es no sólo destructivo del autorrespeto de los ciudadanos sino además de su sentido de ser miembros de una sociedad y no simplemente de haber caído en ella. Esto lleva al desprecio de sí mismo, la amargura y el resentimiento.

e. Cuidado de salud básica asegurado a todos los ciudadanos”
.

Como podemos constatar, se trata del mínimo social que ya comentamos anteriormente (ver antes, cap. 5: 4.3.).

5.4.4. 
Los errores del individualismo metodológico

Pero más allá de ignorar la necesidad de garantizar el ejercicio real y pleno de las libertades políticas, el libertarismo no toma en cuenta algunos hechos elementales de la vida social. Pues aun cuando se suponga un proceso social en el que las circunstancias sociales y las relaciones humanas se desarrollaran a lo largo del tiempo apegadas a acuerdos libres y justos plenamente respetados, se requeriría en primer lugar dar razón de cuándo tales acuerdos son libres y de cuándo las circunstancias bajo las cuales se logran son justas y ambas cosas suponen criterios colectivos. Además, aunque esas condiciones puedan ser justas en el momento inicial, los resultados acumulados de acuerdos muy distintos y evidentemente justos, unidos a las tendencias sociales y las contingencias históricas, muy probablemente alterarán en el curso del tiempo las relaciones y oportunidades de los ciudadanos, de tal manera que dejarán de darse las condiciones necesarias para que los acuerdos sigan siendo libres y justos.

Sin una estructura básica, regulada y ajustada adecuadamente, cuyas instituciones garanticen las condiciones justas de fondo, un proceso social inicialmente justo dejará de serlo, por más que las transacciones particulares puedan parecer libres y justas en sí mismas. Esto se ve muy claramente en el caso del mercado, pues como veíamos cuando comentamos el 2º teorema de la economía del bienestar (ver antes, cap. 4:1.5), la distribución resultante de transacciones de mercado voluntarias, aún cuando se satisfagan todas las condiciones ideales para que se dé la eficiencia competitiva, es justa sólo cuando la distribución previa del ingreso y la riqueza así como la estructura del sistema de mercados son equitativas. Aún cuando la riqueza existente haya sido legítimamente adquirida y todos hayan tenido oportunidades equitativas para ganar un ingreso, para capacitarse, etc. las condiciones necesarias para que se dé la justicia de fondo se pueden ir minando. Se trata de consecuencias acumulativas tan indirectas y lejanas en el tiempo que no hay forma de establecer reglas para las transacciones cotidianas que puedan impedirlas
.

De aquí que no podamos decir, por la sola observación de la conducta de los individuos y asociaciones en circunstancias particulares, si desde el punto de vista social los acuerdos alcanzados son justos o equitativos. Porque esto depende en gran parte de los rasgos de la estructura básica y su eficacia para mantener la justicia de fondo. Por ejemplo, la negociación de un salario sólo se puede saber si fue justa cuando se toman en cuenta la estructura del mercado (por ejemplo si hay o no poder de mercado) y las condiciones sociales subyacentes (por ejemplo las oportunidades reales). En segundo lugar, no basta con las intenciones particulares pues el hecho de que todos los agentes crean con razón que están actuando equitativamente y respetando escrupulosamente las normas que rigen los acuerdos, no es suficiente para preservar la justicia social, pues aun así la tendencia más posible es hacia la erosión de la justicia de fondo, porque el resultado global de transacciones separadas e independientes siempre está lejos de aquélla y no se mueve hacia tal tipo de justicia: “en este caso la mano invisible guía las cosas en la dirección equivocada y favorece una configuración oligopólica de acumulaciones que logra mantener desigualdades injustificadas y restricciones a las oportunidades justas”
.

Por eso no hay reglas factibles y practicables que se puedan imponer a los individuos para evitar la erosión de la justicia global en el largo plazo. Las reglas que guíen las transacciones individuales no pueden ser muy complejas o requerir de mucha información para ser aplicadas. Tampoco se les puede pedir a los individuos que se involucren en negociaciones con terceros muy diseminados, porque esto implica costos de transacción muy elevados
. Además, no se trata de imponer a los individuos funciones matemáticas sino reglas prácticas públicas que no deben exceder la capacidad de la gente para comprenderlas y seguirlas con facilidad. Los individuos y las asociaciones no pueden comprender las ramificaciones de sus acciones particulares desde la perspectiva colectiva, ni se puede esperar que prevean las circunstancias futuras que modelarán y transformarán las tendencias presentes
.

5.4.5. 
Contrato social y contratos particulares

Por ello, es necesario concluir en la necesidad de dividir el trabajo entre dos clases de reglas sociales y sus formas institucionales:

- 
las de la estructura básica, que definen el marco social e incluyen operaciones de ajuste y compensación de las tendencias inevitables que alejan a la sociedad de la justicia básica (por ejemplo, a través de impuestos al ingreso y las herencias), y

- 
el conjunto de reglas que gobiernan las transacciones y acuerdos entre individuos y asociaciones (por ejemplo, leyes sobre los contratos o sobre el fraude) que se hacen cumplir por la estructura básica a través del sistema legal.

En tal marco los individuos y asociaciones pueden buscar sus fines particulares con libertad y sin demasiadas restricciones
.

Por lo tanto, hay que distinguir entre los acuerdos particulares y las asociaciones formadas al interior de la estructura básica, por una parte, y el acuerdo inicial y la pertenencia a la sociedad como ciudadano, por la otra. Los acuerdos particulares se logran en el contexto de configuraciones de relaciones previsibles al interior de la estructura básica y es ese marco el que proporciona la base para los cálculos del contrato. Mientras que el contexto del contrato social es muy diferente porque debe tomar en cuenta, entre otros hechos:

- 
que la pertenencia a nuestra sociedad está dada y, por lo tanto, no se pueden hacer comparaciones con los atractivos de otras sociedades, pues como ya vimos, la sociedad se concibe como cerrada y completa y en este sentido nadie venimos “de otra parte” porque no tenemos una identidad pública o no pública previa a nuestro ser social
;

- 
que no podemos saber cómo hubiéramos sido si no perteneciéramos a ella, por lo que no se puede identificar la contribución potencial a la sociedad de alguien que aún no es miembro de la misma; y por último,

- 
que la sociedad como un todo no tiene fines u ordenamiento de fines en el modo en que los tienen las asociaciones y los individuos y, por lo tanto, la sociedad como un todo no tiene la posibilidad de evaluar la contribución potencial a la misma por parte de un individuo.

Por todo lo anterior es necesario construir el contrato social de manera especial y diferente a la de los contratos particulares
.

Así, en el contrato de la situación inicial, o posición original, las partes que acuerdan suponen que su membresía social está dada y es fija, lo cual garantiza que las partes acordarán principios para la estructura básica de una sociedad en la que asumen que pasarán toda su vida. Además, en la situación inicial se restringe la información de las partes sobre sus propios intereses y habilidades reales a través del velo de ignorancia, lo cual garantiza la imparcialidad de sus posturas. Y en tercer lugar, en la situación inicial no existen fines sociales previos que puedan influir en la elección de los principios de la justicia, lo cual garantiza que se acuerde sólo sobre el fin común de la justicia y no sobre fines particulares. El que tal procedimiento se guíe por una deliberación racional, lo da la restricción de que no se va a elegir entre sociedades, sino entre una lista de concepciones de la justicia que pretenden regular la estructura básica de la sociedad a la que pertenecen las partes. Lo único que saben las partes es que desean ciertos bienes primarios indispensables para conseguir sus fines particulares
.

5.4.6. 
La naturaleza social de las relaciones humanas

Para el Concilio, “los hombres, las familias y los diversos grupos que constituyen la comunidad civil son conscientes de su propia insuficiencia para lograr una vida plenamente humana y perciben la necesidad de una comunidad más amplia, en la cual todos conjuguen a diario sus energías en orden a una mejor procuración del bien común. Por ello forman comunidad política según los tipos institucionales varios”
. De la misma manera, y en contraste con el libertarismo, Rawls no duda en afirmar “la naturaleza social de las relaciones humanas”, naturaleza que se refleja en el contenido de los principios de justicia mismos. En primer lugar, el principio de diferencia, que regula las desigualdades económicas y sociales, no distingue entre lo que adquieren los individuos como miembros de la sociedad y lo que podrían haber adquirido si no lo fueran, sea por haber pertenecido a otra sociedad, sea por haber existido un estado de naturaleza previo, en este sentido el individuo es social desde su origen, pues nace como miembro de una sociedad determinada. En segundo lugar, el valor de los ciudadanos en esta concepción siempre es igual, porque en una sociedad bien ordenada se asume que todos cumplen con las instituciones justas y satisfacen sus deberes y obligaciones movidos por su sentido de la justicia y las desigualdades no surgen del valor o el mérito moral, las contribuciones particulares se dan al interior de un marco social regulado por los principios de justicia. Por último, las partes son consideradas como razonables y racionales, libres e iguales, y esto implica que tales características deben tener una “expresión institucional” o “forma pública” que viene dada por el contenido de los principios de la justicia
.

Finalmente, ante la ausencia de proyectos sociales en el libertarismo, podemos oponer, desde la justicia como imparcialidad, la forma ideal de la estructura básica, la de una sociedad bien ordenada, a la luz de la cual se limitan y ajustan los resultados acumulados del proceso social real
.

6. 
Diversidad social e igualdad política:

el liberalismo político
Es evidente que uno de los debates fundamentales en la actualidad es el que se refiere a los conflictos entre la homogeneización y la heterogeneización de los grupos humanos. Estos conflictos tienen su expresión más notable, y a veces más brutal, en los campos de la política y de la guerra que se rigen por una lógica, casi matemática, en la que a menos política más guerra y a más política menos guerra. Por ello, la delimitación de la aplicación de los principios de la justicia al ámbito de lo político, realizada por Rawls en su segunda obra, es fundamental tanto desde el punto de vista sociológico como desde el punto de vista teológico. Desde el punto de vista sociológico, la justicia como imparcialidad no puede ir más allá de lo político porque en sociedades complejas no es razonable, ni en último término posible, que una concepción comprensiva de la moral, que siempre refleja la visión de un sector social, imponga su propia concepción de la justicia a todo el resto de la sociedad. Desde el punto de vista teológico, la limitación de la justicia como imparcialidad al campo de lo político permite, por una parte, que la misma no pueda afirmar ni negar doctrinas comprensivas como la católica y, por la otra, que una doctrina comprensiva como la católica pueda sumarse, críticamente, desde sus propios fundamentos morales y religiosos a una concepción política de la justicia común a todos los sectores de una sociedad.

La justicia como imparcialidad se propone para una sociedad democrática. Sin embargo, las sociedades actuales se caracterizan por la diversidad de visiones morales, filosóficas y religiosas que proponen concepciones del bien diferentes, inconmensurables y muchas veces conflictivas entre sí. El liberalismo político de Rawls intenta responder a dos preguntas fundamentales que se plantean en el seno de estas sociedades:

“¿cuál es la concepción de la justicia más apropiada para especificar los términos justos de la cooperación social entre ciudadanos considerados libres e iguales, y como miembros plenamente cooperativos de la sociedad a lo largo de una vida completa, de una generación a la siguiente?”.

“¿cuáles son los fundamentos de la tolerancia dado el hecho del pluralismo razonable como resultado inevitable de instituciones libres?”.

Para Rawls ambas preguntas se funden en una sola cuestión:

“¿cómo es posible que exista a través del tiempo una sociedad justa y estable de ciudadanos libres e iguales que permanecen profundamente divididos por doctrinas religiosas, filosóficas y morales razonables?”
.

No es necesario insistir en que se trata de cuestiones cruciales para la vida de las sociedades actuales y para la justicia al interior de los Estados-nación o de los Estados-multinacionales en los que aquéllas se conforman. A corto y mediano plazos se trata de cuestiones inevitables para muchos de los países del planeta que constituyen un desafío gigantesco para la reflexión y las prácticas de carácter ético, político y jurídico. Muchos de los conflictos actuales tienen su origen, o una de sus principales causas, en la diversidad cultural que se da al interior de las fronteras políticas, tanto geográficas como jurídicas.

Algunos plantean esta cuestión como el conflicto entre “derechos liberales” y “derechos culturales” y postulan, en caso de conflicto, la prioridad de los primeros
; otros, lo plantean como el problema del “multiculturalismo” en las sociedades actuales y cuya solución iría en dos líneas: “compartir ciertos estándares mínimos de justicia...  y... sugerir vías de solución a las tensiones entre la idea de justicia como imparcialidad y los deberes de solidaridad con grupos o comunidades particulares”
; para otros, se trata simplemente del problema de la “tolerancia”, en cuyo caso el camino apropiado sería el de rescatar la idea liberal de tolerancia
; por último, en un esfuerzo por ampliar los límites del liberalismo, otros defienden la posibilidad de “Estados multinacionales” liberales
, lo cual supondría o debería complementarse con un “diálogo intercultural” que sería el ejercicio de una “hermenéutica diatópica”

Para Rawls, una respuesta a estas cuestiones es la que ofrece la concepción política de la justicia propia del liberalismo político, es decir, la justicia como imparcialidad, que a través de un método parcialmente constructivista modela las categorías necesarias para proponer tal concepción como teoría reguladora de la vida social en el ámbito político.

6.1. 
Posibilidad del liberalismo político

En sociedades culturalmente homogéneas, como la griega y la cristiana medieval, se pensaba que era posible fundamentar las relaciones políticas en una sola concepción del bien compartida por todos sus miembros. Este fue también el propósito de los utilitaristas clásicos. En tales concepciones las instituciones se justifican en la medida en que promuevan efectivamente tal bien. Sin embargo, en sociedades complejas como las actuales, caracterizadas por la coexistencia de doctrinas sobre el bien conflictivas e inconmensurables entre sí, no es posible una concepción común de lo bueno que sirva de fundamento para crear instituciones formales justas
.

A parte de que las únicas alternativas posibles, diferentes a una solución semejante a la de Rawls, son la de imponer a través del poder político una sola concepción del bien que llevaría a una dictadura “moral”, o la de la “balcanización” de las sociedades, el camino para pensar la posibilidad del liberalismo político en sociedades que intentan ser democráticas pasa, nuevamente, por la aceptación de la complejidad de la vida moral, en el sentido de que en la misma se puede hacer una distinción entre valores elementales de convivencia en sociedades complejas, o valores políticos, y otro tipo de valores. Si además reconocemos la existencia de doctrinas sobre el bien que son razonables, en el sentido de que sus valores no políticos al menos no son conflictivos con los valores elementales de la convivencia social, entonces el liberalismo político es posible fundamentado en dos ideas básicas: el pluralismo razonable de concepciones del bien inconmensurables, en el que se da la diversidad social o cultural, y el consenso traslapado de las mismas sobre los valores políticos elementales, en el que se da la homogeneidad de la vida política
.

Si comparamos los rasgos que definen a una doctrina como plenamente comprensiva con lo que el mismo Rawls llama “vínculos culturales”, podemos sugerir la posibilidad de que en la definición de las doctrinas comprensivas se incluyan las culturas, en el sentido en el que hoy se habla de multiculturalismo, Estados multinacionales y autonomías y en este sentido se podrían aplicar a las culturas los mismos criterios y requisitos que se aplican a las primeras para formar parte de un consenso traslapado, básicamente el de situarse al interior de una concepción común de la justicia política
. Para la inclusión de las culturas en un consenso traslapado puede ser válido lo que Rawls afirma acerca de la adecuación de su teoría a las relaciones entre Estados: “Empezar a partir de la sociedad de naciones parecería simplemente retroceder un paso en la tarea de encontrar una teoría de la justicia de trasfondo. En algún nivel debe existir un sistema de trasfondo cerrado, y es para este objeto para el que deseamos elaborar una teoría”
. Viéndolo así, podríamos afirmar que en la medida en que una cultura se relaciona con otra u otras, por ejemplo al interior de un Estado, ya pertenece a un “sistema” y por lo tanto tiene la posibilidad de participar en un consenso sobre la justicia en ese sistema. Kymlicka, citando los mismos textos de Rawls que acabamos de indicar
, sugiere algo parecido, pero basado en el argumento de que en el liberalismo “las culturas o naciones son unidades básicas de la teoría política liberal”
 debido a “la creencia de que la participación en una cultura nacional dota de sentido a la libertad individual”
.

6.1.1. 
Pluralismo razonable

La idea de doctrinas comprensivas razonables es fundamental para resolver las grandes cuestiones que plantea la realidad de las sociedades democráticas actuales y a las que intenta responder el liberalismo político. Rawls entiende por doctrinas comprensivas aquellas que van más allá de lo político (aunque pueden incluirlo) y que se refieren a concepciones de lo que es valioso en la vida humana, a ideales de carácter personal, de amistad y de relaciones familiares y comunitarias y muchas cosas más que dan forma a nuestra conducta, y en última instancia a nuestra vida completa. Cuando una doctrina comprensiva cubre todos los valores y virtudes reconocidos y los articula en un sistema, podemos hablar de una doctrina plenamente comprensiva; cuando abarca sólo ciertos valores y virtudes y los articula con más debilidad, hablamos de una doctrina parcialmente comprensiva. Las doctrinas comprensivas pueden ser propiamente morales, filosóficas o religiosas
.

Por ejemplo, los liberalismos de Kant y J.S. Mill son doctrinas comprensivas porque aspiran a regular toda la vida humana. Sin embargo, el liberalismo político de Rawls es sólo una concepción política de la justicia que se aplica únicamente a la estructura básica de la sociedad y que no aspira a reemplazar al liberalismo clásico, que pretendía ser la doctrina comprensiva que llenara el vacío social que dejó la religión católica en la Europa moderna, pero sí espera ser aceptado por las doctrinas comprensivas razonables (morales, filosóficas y religiosas) que existen en una sociedad democrática. Obviamente, la dificultad más grande se encuentra en la aceptación del liberalismo político por parte de las doctrinas comprensivas no liberales. Este podría ser el caso del catolicismo si recordamos que en el mismo existe una larga tradición anti-liberal. Sin embargo, nos parece que en ese rechazo hay actualmente una simplificación del liberalismo que no reconoce su evolución y complejidad. Además, es innegable que la Iglesia en el último siglo ha ido asumiendo en su pensamiento social valores, como los contenidos en los derechos humanos, e instituciones, como el mercado y las de la democracia, de profunda raigambre liberal. Se impone entonces un discernimiento entre liberalismos por parte de la teología moral
.

Rawls añade a las doctrinas comprensivas la característica de “razonables”, como opuesta a las de irrazonables (unreasonable), irracionales (irrational), absurdas (mad) o agresivas (aggressive). Estas se oponen a los valores esenciales de la democracia y deben ser contenidas para que no minen la convivencia social
. Tal criterio coincide con el que propone el Concilio, de que “... como la sociedad civil tiene derecho a protegerse contra los abusos que puedan darse so pretexto de libertad religiosa, corresponde principalmente al poder civil el prestar esta protección”
.

Las doctrinas razonables tienen tres rasgos principales:

1) 
son un ejercicio de la razón teórica, pues cubren de una manera más o menos consistente y coherente los principales aspectos religiosos, filosóficos y morales de la vida humana; y articulan valores de manera que sean compatibles mutuamente y expresen una visión inteligible del mundo,

2) 
son un ejercicio de la razón práctica, porque seleccionan y priorizan valores y los balancean cuando entran en conflicto y

3) 
normalmente pertenecen a, o se alimentan de, una tradición de pensamiento y doctrina, y tienden a cambiar lentamente a la luz de lo que se consideran razones buenas y suficientes
; es indiscutible que el catolicismo llena sobradamente estos requisitos, aunque en su caso los cambios se refieren a lo accidental
.

El criterio de razonabilidad de una doctrina comprensiva, que coincide plenamente con las posturas de la declaración Dignitatis humanae, es el del respeto de los principios de la justicia o, dicho de otra manera, una doctrina comprensiva es irrazonable sea porque está en conflicto directo con aquéllos, debido a que su concepción del bien requiere la degradación o represión de ciertas personas (por ejemplo, el racismo o la esclavitud)
, sea porque tal doctrina requiera del poder del Estado para adquirir seguidores y sobrevivir
 (por ejemplo, los fundamentalismos). Esto supone, como contraparte, cierto tipo de neutralidad de parte de la concepción política de la justicia que se proponga. En el caso de la justicia como imparcialidad ésta es neutral en cuanto a sus propósitos, no en el sentido de que el Estado admita cualquier doctrina comprensiva, pues sólo puede aceptar las razonables, sino en el sentido de que sus instituciones no pretenden favorecer a una doctrina comprensiva determinada
.

Sin embargo, una sociedad regida por la justicia como imparcialidad no puede ser neutral, con neutralidad de efecto o influencia, en cuanto a que sus instituciones a lo largo del tiempo fortalecerán aquellas doctrinas comprensivas que se adhieren al consenso traslapado y, por eso mismo, que se adhieren a las virtudes políticas que alimentan una cooperación social justa, especialmente la civilidad, la tolerancia, la razonabilidad, el respeto mutuo, la disposición a encontrarse con los demás “a la mitad del camino” y el sentido de la imparcialidad, aunque tales virtudes en esas doctrinas sean valoradas por otras razones, pues “...no hay fundamentos para decir que la gente que afirma visiones religiosas o filosóficas no puede ser sincera al afirmar también una razón pública”
, como es el caso del Concilio para el que, por razones teológicas, “la mejor manera de llegar a una política auténticamente humana es fomentar el sentido interior de la justicia, de la benevolencia y del servicio al bien común y robustecer las convicciones fundamentales en lo que toca a la naturaleza verdadera de la comunidad política y al fin, recto ejercicio y límites de los poderes públicos”, por lo que “la libertad religiosa debe servir y ordenarse también a que los hombres actúen con mayor responsabilidad en el cumplimiento de sus propios deberes en la vida social”
.

6.1.2. 
El consenso traslapado

Pero no se trata de lograr sólo un modus vivendi, propio de un consenso meramente constitucional
 entre los seguidores de las diversas doctrinas comprensivas y que sería resultado de un balance de fuerzas políticas y sociales, porque lo que se está pretendiendo es una sociedad unida y estable, esto es, construida sobre la aceptación libre de los ciudadanos y no sólo padecida como un hecho externo. Se trata más bien de llegar a un consenso traslapado en el que cada uno encuentre que los valores propios de la doctrina que profesa, o son congruentes con los valores (morales) políticos que se especifican en una concepción política de la justicia, o les dan sustento, o al menos no son conflictivos con aquellos, de tal manera que las doctrinas suscriban la concepción política cada una desde su punto de vista. Esto significa que para algunos (por ejemplo, los seguidores de Kant) la concepción política de la justicia que se propone será deducible de su doctrina comprensiva, para otros (por ejemplo, los utilitaristas) aquella será la mejor aproximación a su doctrina comprensiva. Mientras que todas las principales religiones históricas, excepto los fundamentalismos, podrán adherirse a un consenso traslapado porque pueden ser consideradas como razonables, debido a que admiten una aceptación libre de la fe que lleva a la tolerancia y a la aceptación de las libertades fundamentales de un régimen constitucional y, por lo tanto, no intentarán imponerla desde el poder del Estado
.

Desde la perspectiva del Concilio, toda la declaración Dignitatis humanae es una confirmación de la apreciación de Rawls sobre la razonabilidad de las religiones históricas o al menos, según el documento, para el caso del catolicismo, razonabilidad fundamentada tanto en la Revelación como en la razón humana y la experiencia histórica pues, en último término, para el Concilio, la adhesión a Dios está fundamentada en “el obsequio racional y libre de la fe”
. En este sentido, para Rawls, una doctrina razonable es aquella que puede ser afirmada de manera razonable
. A su vez, y dado el reconocimiento de la autonomía de las realidades temporales por parte de la Iglesia
, desde la perspectiva teológica, el criterio para aceptar una doctrina social, en este caso política, sería el mismo, es decir, que sea razonable.

De tal manera que para los ciudadanos que son creyentes la pregunta fundamental sería la siguiente:

“¿Cómo es posible para ciudadanos que profesan una religión (citizens of faith) ser miembros sinceros de una sociedad democrática, cuando suscriben una estructura institucional que satisface una concepción política liberal de la justicia con sus propios ideales y valores políticos intrínsecos, y cuando no simplemente están de acuerdo con el mismo en vista del balance de fuerzas políticas y sociales?”
.

Planteada así, tal pregunta puede ser la de cualquier cristiano que forme parte de una sociedad con régimen constitucional democrático, y desde la teología, la cuestión nos remite en último término a la pregunta por la especificidad de la ética cristiana
. En este aspecto, si lo específico de la ética cristiana viene dado por el ethos evangélico, en el que la razón autónoma y su capacidad de proponerse valores y normas es asumida por la gracia
, entonces la pregunta formulada por Rawls se puede plantear, desde la perspectiva cristiana, como la pregunta por la razonabilidad de la propuesta ético-política de este autor y como la pregunta, complementaria, por la capacidad de la teología para asumir tal propuesta
. Por otra parte, aunque la Iglesia reconoce que corresponde a la autonomía de cada pueblo su organización política
, la asunción de la democracia como valor social ya es un lugar común en el magisterio
.

Por su parte, para Rawls, el consenso traslapado tiene por objeto una concepción moral, la concepción política de la justicia. Y las razones o fundamentos que lo sustentan son también morales. Estos son: la concepción de la sociedad como un sistema justo de cooperación basado en la reciprocidad, la de los ciudadanos como personas libres e iguales, los principios de justicia y las virtudes a través de las cuales tales principios se incorporan al carácter humano y se expresan en la vida pública. No se trata por lo tanto de un mero consenso entre intereses particulares, por ejemplo, para aceptar a ciertas autoridades o cumplir con ciertos ordenamientos institucionales, porque todos aquellos que afirman la concepción política de la justicia parten del interior de su propia doctrina comprensiva y se alimentan de los fundamentos religiosos, filosóficos y morales que aquélla les ofrece. Sin embargo, esto no hace que tal afirmación sea menos religiosa, filosófica o moral, puesto que la naturaleza de la misma está determinada por dichos fundamentos
, por lo que se trata de un argumento análogo al que fundamenta la participación de la moral cristiana en la construcción de una ética civil, que a su vez puede responder a los principios que orientan la inculturación del evangelio en las diversas culturas
. En el caso del consenso traslapado de Rawls, se podría hablar de inculturar los valores políticos de la moral cristiana, se entienda como se entienda tal especificidad, en una concepción de la justicia que sería el núcleo de la cultura política común a los miembros de una sociedad, entendido tal núcleo como un ethos para ser modelado
, lo cual es propio de la misión de la Iglesia, pues ésta, como afirma el Concilio, “predicando la verdad evangélica e iluminando todos los sectores de la acción humana con su doctrina y con el testimonio de los cristianos, respeta y promueve también la libertad y la responsabilidad políticas del ciudadano”
.

De cualquier manera, para Rawls es un hecho que en la cultura política
 de las sociedades democráticas actuales se dan cinco fenómenos innegables:

1) 
Que, como resultado del ejercicio de la razón humana en un marco de instituciones libres, se da en el largo plazo un pluralismo razonable integrado por doctrinas comprensivas razonables y que va más allá de un simple pluralismo de doctrinas y visiones que reflejan los intereses particulares de la gente, o que son simplemente el resultado de intereses de clase. De esta manera cuando una concepción política de la justicia, como la que propone el liberalismo político, se elabora de manera que pueda ganar el apoyo de las doctrinas comprensivas razonables, se está ajustando en último término a los resultados inevitables del ejercicio de la razón humana libre, o razón práctica
.

2) 
Que mantener un entendimiento compartido continuo sobre una doctrina comprensiva, aunque sea razonable, exige el uso opresivo del poder del Estado (the fact of oppression)
.

3) 
Que un régimen democrático durable y seguro debe estar voluntaria y libremente apoyado por al menos una mayoría substancial de sus ciudadanos políticamente activos y, como consecuencia, que la concepción política de la justicia en la que se sustente debe poder ser suscrita por doctrinas comprensivas muy diferentes y opuestas pero razonables
.

4) 
Que cuando la cultura política de una sociedad democrática ha funcionado razonablemente bien a lo largo de un buen tiempo, normalmente contiene, al menos implícitamente, ciertas ideas intuitivas fundamentales desde las que es posible elaborar una concepción política de la justicia adecuada para un régimen constitucional
.

5) 
Que muchos de nuestros más importantes juicios se hacen en condiciones en las que no se puede esperar que todos lleguen a la misma conclusión y esto conduce necesariamente al uso de la noción de tolerancia
.

Por eso, como la concepción política de la justicia que regule la vida de una sociedad democrática no puede ser deducida de una única doctrina comprensiva, tal concepción debe ser presentada como independiente de cualquier doctrina comprensiva, sea religiosa, filosófica o moral, es decir, como autosustentable (freestanding), aún cuando pueda ser parte o ser derivada de una doctrina comprensiva. En este sentido, tal concepción es un “módulo”, una parte constitutiva esencial, que encaja en, y puede ser apoyada por, diversas doctrinas comprensivas razonables que existan en la sociedad que aquella regula
. Además, si quiere ser una concepción moral, la concepción política de la justicia debe contener su propio ideal normativo y moral intrínseco
. Tal ideal moral en el liberalismo político está constituido por el criterio de reciprocidad que se debe expresar en la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación y desde la que se puede construir como independiente una concepción política de la justicia
 sólo con las condiciones: 1ª de que pueda ser aprendida como esquema normativo y utilizada para expresarnos en ella en nuestro pensamiento y acción morales y políticos y 2ª de que en su entorno no sea autodestructiva sino que florezca y la naturaleza así lo permita
.

7. 
Utilidad de la justicia como imparcialidad
en el método ético-teológico

Las convergencias en el ámbito ético-político del pensamiento de Rawls con el de los teólogos que abordan las cuestiones de la vida económica y con el del magisterio social de la Iglesia católica, nos permiten proponer el camino que llevaría a la asunción crítica de la justicia como imparcialidad en el marco del liberalismo político, por parte del método teológico moral cuando se aplica a problemas de moral económica.

Nos parece que la justicia como imparcialidad que propone Rawls en el marco del liberalismo político, llena sobradamente los cinco requisitos de una ética social que permite la continuidad entre la microeconomía y la ética, a través de los planteamientos de la economía del bienestar y de la teoría económica institucional, y que además puede ser asumida por el método de la teología moral. Según el orden que propusimos en la introducción a este capítulo, sintetizamos esos requisitos y su satisfacción por parte de la teoría de Rawls de la siguiente manera:

1º 
En la justicia como imparcialidad la racionalidad económica es sólo una dimensión de la razón humana. De acuerdo al modelo kantiano, la razón humana práctica tiene en el pensamiento de Rawls dos dimensiones distintas y complementarias: la razonabilidad, que constituye la dimensión social y pública de la persona, y la racionalidad, que constituye su dimensión individual o comunitaria y privada; una parte de ésta última es la racionalidad instrumental que adecua los medios a los fines y que por lo tanto incluye a la racionalidad económica. Esto permite integrar la racionalidad económica en el marco de la razón humana práctica completa y, por eso mismo, integrar la teoría económica en el marco de la teoría ética (ver antes, cap. 5: 5.2.).

2º 
En la justicia como imparcialidad la persona tiene una dimensión racional que lo constituye como individuo, con sus fines particulares y su propia concepción del bien, pero también tiene una dimensión razonable que la constituye como miembro de una sociedad, con un sentido de la justicia que la impulsa y la orienta en la construcción de una sociedad concebida como un sistema justo de cooperación, cimentado en la justicia de sus instituciones básicas o estructura básica de la sociedad. La vida social se estructura por lo razonable o justo y, además de ser un bien en sí misma, tiene por objeto permitir y promover la realización de lo racional, es decir, de los bienes particulares propios de los individuos, en la medida en que éstos no lesionen la razonabilidad de la vida social. Esta concepción es incompatible con el individualismo metodológico, propio del libertarismo o neoliberalismo, que concibe al individuo sólo como racional y a la sociedad sólo como una red de acuerdos entre individuos, y supera el economicismo, también propio de tal doctrina, que postula como último criterio de convivencia social el de la eficiencia económica (ver aquí, cap. 5: 3.1 y 5.).

3º 
En la justicia como imparcialidad el mercado es una institución más en el conjunto de las instituciones sociales que le permiten existir y por las cuales debe ser regulado. A este modo de concebir el mercado subyace la concepción de la eficiencia como un valor social subordinado a la justicia distributiva y a la justicia social (ver antes, cap. 5: 2. y 3.).

4º 
La justicia como imparcialidad no pretende ser una doctrina comprensiva que regule toda la vida humana en sociedad, sino sólo una concepción política de la justicia que tiene por objeto la estructura básica de la sociedad y que busca el consenso de las doctrinas comprensivas existentes en una sociedad determinada. Por ello, no sólo permite la existencia de visiones globales como la cristiana, sino que requiere necesariamente de los valores y concepciones que éstas aportan para dar consistencia moral a la justicia política (ver antes, cap. 5: 6.).

5º 
En la justicia como imparcialidad la opción por los pobres se expresa en dos de sus nociones esenciales
: la del mínimo social, que exige que la plataforma básica común de los bienes primarios que deben garantizar las instituciones básicas de una sociedad se construya a partir de las expectativas de los miembros menos aventajados de la sociedad en ingreso y poder, y la del principio de diferencia, que prescribe que en ese mismo marco institucional básico sólo son éticamente admisibles aquellos mejoramientos sociales que, directa o indirectamente, repercutan en el mejoramiento de las expectativas viables de los menos aventajados (ver antes, cap. 5: 4.2., 4.3. y 4.4.). Se trata por lo tanto de una opción por los pobres institucionalizada
, a la que no podemos renunciar como complemento y expresión imprescindible de una opción personal por los pobres, porque en sociedades complejas ésta será siempre insuficiente en cuanto a su eficacia e insuficiente en cuanto realización de nuestro compromiso evangélico.

Además, como hemos ido constatando a lo largo de este capítulo, la justicia como imparcialidad permite la continuidad entre los momentos empíricos (1º y 5º) y los momentos éticos (2º, 3º y 4º) de nuestro método, proporcionando también los contenidos teóricos adecuados a estos últimos.

En la nueva matriz disciplinar de la ética teológica generada a partir del Concilio Vaticano II, “filosofía/ciencias” y “razón natural” son lugares teológicos comunes
. Las teorías que hemos expuesto aquí tienen sus fortalezas y debilidades en sus propios argumentos, en su coherencia interna y en su capacidad explicativa. Estos tres rasgos, en tanto que hacen de tales teorías obras de la razón humana, constituyen la condición mínima para que, a través de un proceso de discernimiento teológico, puedan ser integradas en un método teológico moral.

Este proceso de discernimiento, una vez constatadas las convergencias anteriores, aplicado a la justicia como imparcialidad y al liberalismo político, podría llevar a dos resultados:

1º 
En el mejor de los casos, que el pensamiento de Rawls pueda ser consistente con la teología, no en el sentido de que pudiera deducirse de ésta, sino en el sentido de que la teología pueda proponer categorías antropológicas de las que se deduzcan categorías y valores morales políticos o, como afirma el Concilio, “principios de justicia y equidad, exigidos por la recta razón”
, afines a los que propone aquél. Desde la perspectiva del liberalismo político de Rawls, esta concepción política puede ser consecuencia de (consequence of), o continua con (continuous with), una doctrina comprensiva determinada
, o desde la perspectiva opuesta, una doctrina comprensiva puede ser congruente con (congruent with) o soporte de (supportive of) la concepción política de la justicia
.

2º 
Como mínimo, que las intuiciones, categorías y valores fundamentales que propone Rawls no sean incompatibles con una antropología teológica aplicada a lo político. Desde el liberalismo político, esta concepción política puede estar relacionada con una doctrina comprensiva como una aproximación aceptable (acceptable approximation) dadas las circunstancias del mundo social
, o desde la perspectiva opuesta, una doctrina comprensiva puede estar no-en-conflicto con (not in conflict with) la concepción política de la justicia
.

Desde la teología, el problema se puede plantear como el de establecer las raíces teologales de la vida política y de los valores políticos, por lo que se deberá acudir necesariamente a alguna o algunas de las versiones de la teología política, no sólo para hacer críticamente conscientes las implicaciones políticas de de la teología, sino también para fundamentar teológicamente categorías políticas actuales
. Obviamente, este proceso de discernimiento teológico pasa por la complementación de la teoría de Rawls con teorías como las de Jürgen Habermas y Karl Otto Apel, por su insistencia en la “comunidad de comunicación” y en la formación dialógica de las instituciones democráticas, que en Rawls no quedan suficientemente explicitadas o, en otros términos, tal crítica teológica pasa por la mediación de una “teoría discursiva del derecho” en la que el “concepto de razón comunicativa... ofrece un hilo conductor para la reconstrucción de esa trama de discursos formadores de opinión y preparadores de la decisión, en que está inserto el poder democrático ejercido en forma de derecho”
; como la de Enrique Dussel, por su insistencia en la “comunidad de vida”, más rica que el mínimo social de Rawls; como las que, con los matices debidos, provienen de las corrientes neoaristotélicas y comunitaristas actuales, donde encontramos autores como Charles Taylor, Michael Walzer y Alasdair MacIntyre, por su insistencia en las tradiciones morales concretas, a las que de hecho pertenecen los individuos “razonables” y “racionales” de Rawls y, por último, las que pudieran venir de éticas de raíz “levinasiana” que serían un “aguijón” constante para recordar a los filósofos de la justicia que

“... se trata de proponer la teoría de una sociedad justa basada sobre el presupuesto de que cada individuo ha tomado conciencia, sin jamás poder realizarla enteramente, de su radical responsabilidad frente al otro. Esta antropología radicalmente levinasiana deberá permanecer como una especie de «sustrato» en la construcción de una teoría de la justicia (pues) «la caridad es imposible sin la justicia y la justicia se deforma sin la caridad»”
,

y llamarles la atención sobre

“... aquello que, necesariamente, debe subyacer a las descripciones del «ciudadano razonable», a saber, la imposible responsabilidad infinita que acepta autolimitarse por las necesidades de la justicia”
,

pero sin olvidar que, debido a tal “imposibilidad de la responsabilidad infinita”
,

“La responsabilidad consistiría entonces, para cada uno, en desposeerse de la iniciativa de responder incondicionalmente a la interpelación de toda persona, y en someterse a la exigencia de justicia encarnada por las instituciones justas”
.

Bajo todas estas condiciones, nos parece que la teoría de Rawls puede ser utilizada en los tres momentos éticos de nuestro método:

a) 
en el segundo momento, que se refiere al planteamiento de los problemas de moral económica como conflictos de bienes o de valores, porque permite distinguir diversos ámbitos de valores implicados en la justicia distributiva, con su concepción de los bienes primarios que abarcan los ámbitos económico, social y político;

b) 
en el tercer momento, que se refiere a la postulación de principios básicos para la evaluación y el discernimiento de decisiones colectivas, porque postula sus principios de justicia que también incluyen la regulación y orientación de las relaciones económicas en el marco de las relaciones sociales, y a la proposición de un ideal normativo para la praxis social, porque propone un ideal social condensado en la idea de una sociedad bien ordenada. La justicia como imparcialidad permite evaluar una decisión colectiva en sus tres dimensiones o momentos: el procedimental, a la luz de la justicia procedimental (imparcialidad), el deontológico, a la luz de la justicia sustantiva (principios de justicia) y el teleológico, a la luz del ideal social normativo (una sociedad bien ordenada), 

c) 
en el cuarto momento, que se refiere al discernimiento, porque permite priorizar ámbitos de valores o valores específicos con sus concepciones de las secuencias de prioridad y del mínimo social, y postula la idea de una razón pública como capacidad y ejercicio de un discernimiento público.

Tal vez la mayor limitación de la teoría rawlsiana, con respecto a las exigencias de los teólogos, sea la ausencia de una perspectiva mundial o de género humano. La sociedad de Rawls, como la de la microeconomía, es una sociedad autosuficiente y cerrada, pero esto viene exigido por la radicalidad y la definitividad requeridas por el acuerdo original, lo cual no impide la prolongación de la teoría de la justicia al ámbito internacional, añadiendo o quitando algunas restricciones
. De cualquier manera, es en este nivel, el de los Estados-nación, intermedio entre las relaciones internacionales y las relaciones sociales que se dan al interior de los países, donde en última instancia se definirán los conflictos y tensiones entre globalización e identidades sociales particulares. Los intereses globalizadores aún requieren de la legitimación que ofrecen las instituciones nacionales, mientras que las principales demandas de los ciudadanos y grupos sociales sólo pueden ser respondidas a través de esas mismas instituciones
.En último término, no se trata de escoger sino de articular niveles de interacción e interconexión políticas pues “la política democrática debe reformularse en los niveles local, nacional, regional y global, dado que cada uno de ellos es apropiado para diferentes conjuntos de cuestiones y problemas públicos”
.

Sin embargo, a nuestro modo de ver, Rawls logra integrar las exigencias de los teólogos mencionados en una visión coherente que asume la complejidad de la vida social y respeta las autonomías relativas, tanto de lo económico como de lo religioso, y nos parece que esto es así fundamentalmente por dos razones:

1ª 
porque se trata de una concepción profundamente ética que se fundamenta en una concepción moral integral de la persona en cuanto sujeto político, entendida como razonable y racional y

2ª 
porque se trata de una concepción profundamente política que se fundamenta en una concepción integral de la sociedad como sistema justo de cooperación enraizado en el valor de la reciprocidad y caracterizada, en sus concreciones actuales, por un amplio pluralismo religioso, moral y filosófico.

Así, la búsqueda de la posibilidad de una ética de la economía, nos ha llevado, por la misma lógica interna tanto de la realidad económica y socio-política, como de las teorías que la explican, a la reivindicación de la política y de la ética. Pero tal reivindicación no es posible sin un método que respete la materia (los hechos económicos), la articulación coherente de sus momentos (momentos empíricos y momentos éticos) y la utilización de las herramientas adecuadas para cada momento (teorías económicas, políticas y éticas), de tal manera que la aplicación paciente del mismo conduzca, sin sobresaltos, a un discernimiento riguroso y a una instrumentación de decisiones que respondan, de manera realista, a los problemas de moral económica que nos plantea la realidad actual.

De esta manera, “la mesa está preparada” para hacer ética teológica de la economía. Porque de la misma manera en que la oikonomía como categoría teológica se construyó respetando el significado original profano de la palabra, pero enriqueciéndolo con el sentido de la sabiduría y el amor de Dios que administra (oikonomein) sus intervenciones salvíficas en la historia, cuando se aplica a Dios, y con el sentido de “una manera superior de juzgar y de actuar, no opuesta a la justicia, sino dirigida por la caridad... normalmente coloreado por la condescendencia”, cuando se aplica a los cristianos y a la Iglesia
; o, en palabras de Pablo, enriquecido con el sentido “de la economía de la gracia de Dios” o de “la economía del misterio” (Ef 3,2.9), así, la ética teológica de la economía se debe construir respetando la racionalidad propia de una ética política de la economía, pero enriqueciéndola con la certeza de que “el Señor es el fin de la historia humana, punto de convergencia hacia el cual tienden los deseos de la historia y de la civilización, centro de la humanidad, gozo del corazón humano y plenitud total de sus aspiraciones”
, y de que

“...los bienes de la dignidad humana, la unión fraterna y la libertad; en una palabra, todos los frutos excelentes de la naturaleza y de nuestro esfuerzo, después de haberlos propagado por la tierra en el Espíritu del Señor y de acuerdo con su mandato, volveremos a encontrarlos limpios de toda mancha, iluminados y transfigurados, cuando Cristo entregue al Padre el reino eterno y universal: «reino de verdad y de vida; reino de santidad y gracia; reino de justicia, de amor y de paz». El reino está ya misteriosamente presente en nuestra tierra, cuando venga el Señor, se consumará su perfección”
.

8. 
Conclusiones generales

El debate teológico sobre la economía se ha serenado en los últimos años. Esto se debe en parte a la fuerza de la globalización de las economías y a la adhesión de muchos países a la democracia, al menos de manera formal, lo cual descarta en el corto plazo la posibilidad de una alternativa radical a tales mecanismos, y en este sentido, parece que la realidad va generando convergencias en los pensamientos. Sin embargo, en otro sentido, el debate sobre la economía se ha radicalizado, porque la realidad misma está generando una esquizofrenia social: el predominio de los mercados financieros sobre la economía real y las reformas institucionales que tal predominio va imponiendo en los países que buscan integrarse al mercado de capitales para no pasar al mundo de los prescindibles, ha ido transformando la función de las instituciones estatales, que de mediaciones para una convivencia social justa han pasado a ser mediaciones administrativas de los programas de ajuste impuestos por los capitales financieros. Por tal razón, nos parece que actualmente el terreno en disputa es el de los fines de las instituciones formales de una sociedad y eso requiere de una tarea ética que se concrete en acciones políticas.    

Nuestro trabajo se ubicó permanentemente en ese terreno, por lo que no constituye una reflexión más o una propuesta alternativa en torno a la reflexión teológica sobre el capitalismo. Básicamente, hacemos nuestra la crítica teológica de la economía política que expusimos en el primer capítulo. Con nuestro trabajo quisimos más bien responder a las exigencias que esa teología presenta a la praxis cristiana y subsanar algunas de sus deficiencias cuando se mueve en el terreno de la ética. Terminamos entonces con una pequeña síntesis de las conclusiones más significativas que, tal vez de manera muy dispersa, hemos ido extrayendo de nuestra reflexión.

8.1. 
Sobre los ámbitos de la ética económica

La complejidad de los problemas de moral económica, tanto en lo que se refiere a su sujeto como en cuanto a su objeto, da lugar a tres dimensiones complementarias de la ética económica, en el marco de una sociedad constituida como Estado-nación:

1ª 
La ética intrasubjetiva de la economía, que se refiere a la moralidad de las decisiones económicas individuales, en cuanto a su motivación y en cuanto a que tales decisiones contribuyen a modelar el ethos del agente.

2ª 
La ética intersubjetiva de la economía, que se refiere a la moralidad de las decisiones económicas individuales en cuanto a sus consecuencias sobre otros individuos.

3ª 
La ética política de la economía, que se refiere a las decisiones políticas que constituyen a las instituciones formales básicas de una sociedad, en cuanto que tales instituciones al regular la vida económica pueden ser más o menos justas.

Estas tres dimensiones se articulan de la siguiente manera:

-
las dimensiones subjetivas individuales de la decisión económica (motivación y autoformación del ethos individual) están estrechamente vinculadas a sus dimensiones intersubjetivas (consecuencias de la decisión económica sobre otros individuos), por lo que la ética intrasubjetiva se debe prolongar en una ética intersubjetiva del diálogo y el intercambio económico;

-
las dimensiones intersubjetivas de la decisión económica individual repercuten en la formación de los ethos individuales y, a través de las decisiones sociales, en la formación de instituciones al interior de las cuales se dan los intercambios económicos, por lo que la ética intersubjetiva supone a la ética intrasubjetiva y apela a la elaboración de una ética política de la economía;

-
las decisiones políticas que modelan las instituciones formales básicas que regulan la realidad económica, contribuyen a modelar los ethos personales y dan forma a los intercambios económicos a través de los espacios de libertad, o conjunto de oportunidades que ofrecen, por lo que la ética política constituye el marco teórico en el que se dan tanto la ética intrasubjetiva como la ética intersubjetiva.

Así, mientras que las éticas intrasubjetiva e intersubjetiva se dan al interior de los límites institucionales de una sociedad, la ética social es una ética de la configuración de los límites que una sociedad se impone a sí misma e incluye a la ética política de la economía.

Sin embargo, a esas tres dimensiones hay que añadir, al menos, otras tres: la llamada ética local de la economía, sobre las instituciones formales intermedias de una sociedad que resuelven problemas locales o sectoriales de justicia, la ética internacional de la economía, sobre las instituciones formales internacionales que repercuten en la vida económica real, y la ética transcultural o intercultural de la economía, sobre las repercusiones mutuas entre los ethos de los pueblos y la vida económica y con una referencia necesaria a la bioética, por referirse la economía a la reproducción material de la vida social, y a la ética ecológica, porque la economía es uno de los modos como una cultura se relaciona con el mundo. Tendríamos entonces:

1. ética intrasubjetiva


2. ética intersubjetiva


3. ética social:
3.1. ética local (de las instituciones formales intermedias)


3.2. ética política (de las instituciones formales básicas)


3.3. ética transcultural o intercultural

(de las instituciones informales)


3.4. ética internacional o mundial

(de las instituciones internacionales)

Las relaciones entre estas seis dimensiones de la ética son muy complejas, pero su articulación constituye hoy un reto ineludible, tanto porque los Estados-nación en que está dividido el mundo actual están cada vez más subordinados a las fuerzas internacionales de la economía, de la informática y del poder militar de los países altamente industrializados, como porque la mayoría de aquéllos contienen una diversidad de ethos colectivos que se resisten a la homogeneización que viene de éstas últimas.

8.2. 
Sobre los requisitos de un método ético-teológico aplicado a la moral económica

Cuando la teología moral se aboca a la solución de problemas de moral económica, requiere un método para la consecución de ese objetivo. Tal método nos debe permitir:

1) 
Detectar los márgenes de libertad de los sujetos involucrados en el problema, para lo cual es indispensable un conocimiento de los mecanismos, de los límites y de las posibilidades de los fenómenos económicos, que permita presentar alternativas y fundamente la factibilidad de las opciones posibles; corresponde a las diversas disciplinas científicas que tienen por objeto los hechos económicos proporcionarnos tal conocimiento.

Los hechos económicos son muy complejos, fundamentalmente por dos razones:

1ª 
porque su sujeto son seres humanos multidimensionales que son a la vez sujetos de otra clase de hechos, como los políticos y los socioculturales, de tal manera que una decisión económica siempre tiene una motivación múltiple en la que la intención económica, como la maximización de la propia ventaja o la búsqueda de la eficiencia, siempre viene mezclada con otro tipo de intenciones, como las de carácter político o sociocultural; cuando alguien trabaja, vende, compra o consume, está realizando acciones que admiten siempre un fin ulterior, que trasciende al hecho económico mismo;

2ª 
porque los hechos económicos mismos son también multidimensionales, tanto en su origen, en tanto que la posibilidad de un fenómeno económico viene dada por factores no económicos, como las instituciones formales e informales, como en sus consecuencias, porque todo fenómeno económico tiene consecuencias no económicas.

Tal complejidad impide que una teoría explique todos los hechos económicos o todas las dimensiones de un hecho económico particular, y por lo tanto requiere de explicaciones interdisciplinares. Esta complejidad unida a la naturaleza del conocimiento teórico, que tiende siempre a ampliar su objeto de análisis, ha llevado a la multiplicación de disciplinas al interior del pensamiento económico moderno, diversidad que intenta responder a la complejidad real de los fenómenos económicos.

Existen por lo tanto diversos niveles de objetivación de lo económico que dan lugar a teorizaciones diversas, limitadas y complementarias. En este trabajo hemos acudido a tres teorías que corresponden a tres niveles de explicación de los hechos económicos:

La microeconomía, caracterizada por un núcleo teórico fundamentado en el individualismo metodológico, según el cual la última explicación de los hechos económicos se reduce siempre al comportamiento individual conducido por la búsqueda de la maximización del interés propio del agente (racionalidad del agente) y que en su intento por explicar las consecuencias sociales de las decisiones individuales acude a la categoría de equilibrio, según la cual la suma de interacciones individuales puede dar por resultado, al menos teóricamente, una situación en la que todos los agentes estén satisfechos (racionalidad del mercado). Este nivel de explicación está sujeto a restricciones muy rigurosas, fundamentalmente la de la competencia perfecta y la de la abstracción de los fenómenos no económicos concomitantes a la decisión y sus consecuencias. Como se trata de condiciones ideales que en la realidad se dan muy rara vez y de manera muy limitada, la explicación microeconómica de los hechos económicos es muy parcial y reducida con respecto a la dimensión real de los mismos.

Los teóricos de la economía han intentado responder a las anomalías que vienen de la realidad económica con respecto a su centro teórico elaborando teorías auxiliares que amplían el conocimiento de lo económico sin renunciar al núcleo de la microeconomía. Sin embargo, la microeconomía, por su fundamento individualista, no está capacitada para explicar los fenómenos económicos con dimensiones sociales o, desde otra perspectiva, no está capacitada para explicar aquellos fenómenos que no pueden ser internalizados a los mercados, como son: muchas de las consecuencias de una transacción económica sobre terceros, o externalidades, la existencia de bienes públicos y el modo como se distribuye la riqueza antes y después del funcionamiento de los mercados. Además, asume como variables exógenas, y por lo tanto ajenas a su campo de investigación, datos imprescindibles para comprender la vida económica, especialmente la dimensión cultural de la formación de las preferencias, la tecnología y las instituciones formales e informales. Tales fenómenos se rigen por una racionalidad diferente a la postulada por la microeconomía y requieren por lo tanto de una teorización diferente.

La economía del bienestar, que intenta conjugar racionalidad económica y racionalidad política para responder a los fenómenos económicos o a las dimensiones de un fenómeno económico no explicables por la microeconomía. Este nivel explicativo tiene por objeto las decisiones sociales en materia económica y se desdobla en dos cuestiones fundamentales: el modo como se toman las decisiones colectivas y el papel de entidades ajenas al mercado (Estado) en el ámbito de la economía. Sin embargo, por tratarse de una disciplina fuertemente anclada en la racionalidad microeconómica, no puede explicar el funcionamiento de las instituciones, que son realidades sociales, por lo que debe ser complementada con una teoría de las instituciones en su relación con los fenómenos económicos, ni puede proponer criterios para orientar las decisiones colectivas, más allá del criterio utilitarista de la maximización del bienestar social, entendido como la suma de las utilidades individuales, cuestión que exige la apertura a una teoría de la justicia.

La teoría económica institucional, que propone una explicación de las relaciones existentes entre los mercados y las instituciones formales (marco jurídico) e informales (normas culturales), para dar cuenta de las causas sociales de la eficiencia o ineficiencia de una economía dada. Aunque esta teoría es de carácter histórico-económico, al vincular el funcionamiento de los mercados con las instituciones y al definir a éstas como resultado de la voluntad humana, esto es, como restricciones a la interacción humana diseñadas por los humanos para reducir la incertidumbre, nos permite vincular la economía con una ética inter o transcultural sobre la configuración de las instituciones informales, pero también nos permite vincular la economía con la ética política o ética de la configuración de las instituciones formales.

Estas tres teorías, si se articulan convenientemente, pueden ayudarnos a entender los fenómenos económicos, de tal manera que en un caso concreto seamos capaces de detectar los mecanismos (puramente económicos, político-económicos e institucionales) subyacentes al mismo, así como establecer la factibilidad (puramente económica, político-económica e institucional) de soluciones alternativas.

2) Plantear correctamente los problemas de moral económica como conflictos de bienes o de valores que deben ser resueltos por una decisión, lo cual es una tarea propiamente ética.

En todo hecho económico hay bienes o valores humanos, y por lo tanto con implicaciones morales de carácter propiamente económico (p. ej. la eficiencia), de carácter político (p. ej. la distribución de la riqueza, la participación en las decisiones sociales, la soberanía de una nación) o de carácter sociocultural (p. ej. el trabajo, la convivencia, el compartir), implicados en mayor o menor grado. Existe un problema moral cuando, en una situación concreta que exige una decisión, algunos de estos valores entran en conflicto, en el sentido de que no todos pueden ser preservados o vividos a la vez, o en el sentido de que no todos pueden ser preservados o vividos en plenitud, como consecuencia de una decisión única. La detección de tales valores y su conflictividad corresponde a la reflexión ética que los capta desde la perspectiva común de su dimensión humanizante.

3) Disponer de principios y criterios éticos que orienten y regulen las decisiones a través de un discernimiento moral y contar con un ideal social normativo a la luz del cual se corrijan permanentemente los resultados del proceso social y particularmente del proceso económico; tal función es propia de las teorías éticas o, desde la perspectiva cristiana, de la teología moral o ética teológica.

La estructura de la razón práctica exige la postulación de ideas reguladoras y orientadoras de la conducta de las cuales se deriven principios y criterios que permitan evaluar y priorizar los valores implicados en un problema moral. Esta es una función de la razón, tanto en su dimensión filosófica como en su dimensión teológica, sin embargo, esta última no puede prescindir de la primera, porque toda reflexión teológica requiere de categorías antropológicas que son resultado del ejercicio de una razón filosófica. Por eso, cuando intenta responder a problemas de moral económica, la teología moral, para poder constituirse como tal, debe asumir críticamente alguna o algunas teorías éticas que postulen principios y criterios aplicables a tal tipo de problemas. Una teoría ética que no maneje categorías económicas y que no ofrezca principios y criterios aplicables a las decisiones económicas no sirve para hacer teología moral sobre la economía.

8.3. 
Sobre los momentos y los contenidos teóricos

específicos de un método ético-teológico

aplicable a problemas de moral económica

en su dimensión ético-política

A partir de la crítica a algunos textos teológicos que abordan la vida económica, y suponiendo la percepción en el nivel de la conciencia moral de que un caso concreto tiene implicaciones morales negativas y por lo tanto requiere de decisiones que transformen la realidad hacia una situación más justa, hemos propuesto como momentos imprescindibles y como herramientas teóricas posibles de un método que ayude a transformar la indignación ética en praxis, cuando se enfrentan problemas de moral económica, los siguientes:








1er Momento: Análisis de los problemas específicos que plantea la realidad económica, para encontrar las alternativas posibles y su factibilidad (mecanismos, límites y posibilidades) con el objetivo de fijar y delimitar la materia de la reflexión ética sobre la economía, utilizando:
a) 
la microeconomía, para determinar lo económicamente factible en el ámbito de los mercados;

b) 
la economía del bienestar, para determinar lo económico-políticamente factible en el ámbito de las relaciones entre mercados y decisiones colectivas;

c) 
la teoría económica institucional, para determinar lo socio-políticamente factible en el ámbito de las instituciones formales e informales y el cambio institucional;

2º Momento: Planteamiento del problema moral, detectando los conflictos de valores implicados en las alternativas que se presentaron en el momento anterior, en las tres dimensiones de una decisión colectiva: procedimiental, deontológica y teleológica. A la luz de la justicia como imparcialidad se pueden distinguir los siguientes ámbitos valorativos que integran los bienes primarios:

- libertades políticas

- oportunidades sociales

- responsabilidades sociales con sus poderes y prerrogativas

- bienes económicos

- bases sociales del autorrespeto

Los conflictos de valores se pueden dar al interior de un ámbito valorativo o entre valores de ámbitos valorativos diferentes. La justicia procedimental, que postula las restricciones más razonables (imparcialidad) en las que se deben procesar las decisiones colectivas, se aplica a la dimensión procedimental de una decisión colectiva; la justicia sustantiva que propone el respeto incondicionado de ciertos bienes primarios, se aplica a la dimensión deontológica; y la idea de una sociedad bien ordenada, que evalúa los resultados del proceso del mercado a la luz de los principios de la justicia, se aplica a la dimensión teleológica.

3er. Momento: postulación de principios éticos, que iluminen el discernimiento moral, y la construcción de un ideal social como objeto de la razón práctica, que se constituya como punto de referencia normativo de la praxis social.

A la luz de la justicia como imparcialidad, criticada desde la misma ética y desde la teología y dado el principio previo del mínimo social, se pueden postular los 3 principios de la justicia, que tienen por contenido los bienes primarios, como concepción política para la estructura básica de la sociedad, es decir, para sus instituciones formales básicas:

I) libertades iguales, es decir, que cada persona tiene un derecho igual a un esquema plenamente adecuado de libertades básicas iguales, compatible con un esquema de libertades similar para todos.

II) real igualdad de oportunidades, es decir, que las desigualdades sociales y económicas deben vincularse a oficios y posiciones abiertos a todos, bajo condiciones de justa igualdad de oportunidades; y

III) en cuanto a poderes y prerrogativas vinculados a un cargo, los ingresos y la riqueza, sólo diferencias que beneficien a los más débiles y pobres, es decir, que las desigualdades sociales y económicas deben ser para el mayor beneficio de los miembros de la sociedad menos aventajados.

También a la luz de la justicia como imparcialidad, se puede proponer como ideal normativo la idea de una sociedad bien ordenada, entendida como una sociedad en la que:

a) 
cada uno acepta, y sabe que todos los demás aceptan, los mismos principios de justicia, lo cual está implicado en la idea de una concepción de la justicia públicamente reconocida;

b) 
es públicamente sabido, o creído por buenas razones, que su estructura básica -sus principales instituciones económicas, sociales y políticas, y cómo se ajustan en un sistema de cooperación- satisface tales principios, lo cual está implicado en la idea de una regulación social efectiva por parte de la concepción de la justicia;

c) 
sus ciudadanos tienen un efectivo sentido de la justicia y por lo tanto generalmente cumplen con las instituciones básicas de la sociedad que consideran justas. En tal sociedad la concepción de la justicia públicamente reconocida establece un punto de vista compartido desde el cual las exigencias de los ciudadanos pueden ser reconocidas jurídicamente. Sólo una concepción de la justicia que se gane el apoyo de un consenso traslapado entre doctrinas comprensivas razonables satisface estas condiciones.

4º Momento: Discernimiento moral, en el que a la luz de los principios postulados en el momento anterior se ponderen los valores afectados y se tome una opción, o una combinación de opciones, entre las presentadas en el segundo momento. A la luz de la justicia como imparcialidad, tal ponderación se puede hacer como ejercicio de una razón pública, es decir, el modo como una sociedad formula sus planes, establece sus fines en un orden de prioridad y toma las decisiones adecuadas, y considerando las siguientes reglas de prioridad:

a) 
satisfacción del mínimo social, que hace posible la consideración de los bienes primarios como contenido de la justicia e irrenunciable si se quiere construir una sociedad concebida como un sistema justo de cooperación,

b) 
prioridad de las libertades sobre las oportunidades,

c) 
prioridad de la real igualdad de oportunidades sobre el principio de diferencia, y 

d) 
prioridad del principio de diferencia sobre los principios de eficiencia y de maximización del bienestar social.

5º Momento: Instrumentación de las decisiones, en el que se concrete la elección y puesta en práctica de una alternativa, o de una combinación de alternativas, atendiendo a las factibilidades detectadas en el primer momento por la microeconomía, la economía del bienestar y la teoría económica institucional.

8.4. 
Sobre las convergencias

del método que aquí proponemos

con las exigencias de los teólogos

en torno a la vida económica actual

La crítica de algunos métodos en el tratamiento teológico de la economía, nos llevó a detectar que las deficiencias más comunes de aquellos son la ausencia de mediaciones económicas y éticas que permitan plantear correctamente los problemas de moral económica y postular prioridades que faciliten el discernimiento de los mismos. El método que estamos proponiendo integra las mediaciones económicas y éticas, permitiendo tanto el planteamiento correcto de los problemas de moral económica como su discernimiento, lo cual responde a las exigencias de los teólogos estudiados con respecto a la vida económica actual. Básicamente, el método y los contenidos que hemos propuesto responden a las exigencias de:

a) 
subordinar la racionalidad económica a la racionalidad ético-política,

b) 
enmarcar la vida económica propia de los mercados en su contexto social más amplio,

c) 
sistematizar la naturaleza y los mecanismos de las mediaciones institucionales que acerquen la praxis social a las utopías sociales, dotando de factibilidad a los proyectos históricos intermedios,

d) 
superar la naturalización de los procesos sociales, particularmente los de los mercados, abriendo así la posibilidad y la necesidad de postular proyectos sociales deliberados, y

e) 
institucionalizar la opción por los pobres, dando una relevancia especial a sus miembros más débiles y pobres en los principios ético-políticos que deben regular la vida institucional de una sociedad.

8.5. 
Sobre las convergencias

del método que aquí proponemos

con el magisterio de la Iglesia católica

en torno a la vida económica actual

Con respecto a la concepción de las relaciones económicas actuales y más específicamente de los mercados como respuesta a los problemas de la vida económica, hay una gran afinidad entre las concepciones del magisterio social de la Iglesia (específicamente Gaudium et Spes y Centesimus Annus) y la articulación que aquí hemos propuesto entre la microeconomía, la economía del bienestar, la teoría económica institucional y la justicia como imparcialidad. Básicamente, ambas visiones convergen en la concepción de los mercados como realidades instrumentales, limitados con respecto a la solución de problemas económicos, e incrustados en un contexto institucional que los modela en una dirección más o menos eficiente, más o menos justa, y cuyo sujeto y beneficiario primordial es la sociedad civil constituida por personas con intereses particulares, pero también con una dimensión social esencial a su estructura antropológica, lo cual exige que la economía se subordine a la política y ésta a la ética.

Con respecto a la pluralidad de visiones religiosas en las sociedades actuales también encontramos convergencias importantes entre el carácter ético-político del método que aquí proponemos y las concepciones del magisterio social de la Iglesia (particularmente en la declaración Dignitatis humanae), básicamente en la necesidad de ubicar la ética de la economía al interior de un consenso político que, respetando las diferentes visiones omnicomprensivas de la vida humana, hunda sus raíces en, y se alimente de, los valores morales que las mismas proponen, permitiendo así la posibilidad de “inculturar” los valores evangélicos con incidencias políticas en la cultura política de una sociedad.    

8.6. 
Sobre la posibilidad de asumir

la teoría ética de John Rawls

en un método ético-teológico

aplicable a los problemas de moral económica

Recordando que no existe ni ha existido en la historia de la teología católica una filosofía única que sirva de sustento racional a la ética teológica, y reconociendo las limitaciones de la teoría de Rawls, así como la necesidad de criticarla y complementarla a la luz de otras concepciones éticas, nos parece que, en una primera aproximación, su asunción por la teología es posible porque dicha teoría:

a) 
responde a los requerimientos de nuestro método, porque articula desde la ética las esferas de lo económico, lo político y lo institucional, respetando sus autonomías relativas,

b) 
responde a las exigencias éticas de los teólogos estudiados, porque reivindica lo político frente a lo económico, porque propone como principio previo a cualquier discusión sobre la justicia la exigencia de un mínimo social que posibilita a las personas ser ciudadanos plenos y porque propone la promoción de los más débiles y pobres como criterio para juzgar las desigualdades socio-económicas, y

c) 
tiene convergencias esenciales, en el ámbito de lo ético-político, con las concepciones del magisterio social de la Iglesia con respecto a: la persona constituida como sujeto político-moral (ciudadano) por dos dimensiones esenciales, la de ser capaz de concebir el bien y buscarlo (racionalidad) y la de ser capaz de tener un sentido de la justicia (razonabilidad); la sociedad definida como un sistema justo de cooperación fundamentado en el valor moral de la reciprocidad, lo cual implica la articulación de racionalidades individuales y racionalidad colectiva a la luz de una concepción ética; la sociedad civil como sujeto y beneficiario primordial de la vida social, de sus mecanismos e instituciones; el Estado como necesidad de las sociedades complejas actuales, tanto por razón de la eficiencia como por razón de la justicia; el mercado como realidad instrumental y sostenida por las instituciones sociales que la modelan y que la deben orientar hacia el bien común; la necesidad de una cultura política concebida como un ethos democrático; la aceptación del pluralismo en las sociedades actuales y la virtud de la tolerancia como su consecuencia moral ineludible; la postulación de unos mínimos indispensables y de una consideración especial por los más débiles y pobres para la existencia de una sociedad que pueda ser calificada de humana y humanizante.

8.7. 
Sobre las limitaciones de este trabajo

La limitación del ámbito de nuestro trabajo a las instituciones formales básicas de un Estado-nación, que excluye del mismo las dimensiones internacional e intercultural, no invalida ni el método ni los contenidos propuestos aquí.

La ausencia de la dimensión internacional, tanto de la economía como de la vida social en su conjunto, no invalida nuestro trabajo porque el referente social más directo e inmediato de una persona o de un grupo son las instituciones nacionales del país en el que su vida se desenvuelve, aún cuando éstas a su vez sufran la presión externa para que se adecuen a las necesidades e intereses que vienen del exterior. En cuanto al método, tendríamos que añadir en nuestro primer momento, los límites y posibilidades que impone el contexto internacional, en cuanto a los contenidos, añadiríamos como disciplinas, por ejemplo, la macroeconomía y la economía internacional. En nuestro tercer momento, sería necesario ampliar la teoría de la justicia a las relaciones internacionales.

La limitación de nuestro trabajo al ámbito de las instituciones formales de una sociedad y, por eso mismo, la ausencia en el mismo de la dimensión intercultural de la realidad social, tampoco invalida nuestro trabajo, porque en sociedades plurales como las actuales la vida cultural tiene como marco de realización las instituciones formales de los Estados, aún cuando éstas a su vez sufren la influencia de aquélla. Rawls propone una respuesta razonable para el problema de la articulación entre instituciones formales e instituciones informales, el consenso en torno a una concepción política de la justicia, que con ciertos matices puede ser formulada también como una solución al problema del multiculturalismo. Con respecto a nuestro método, en el primer momento habría que añadir los límites y posibilidades que vienen de las instituciones informales, o normas culturales, y como teoría interpretativa alguna versión de la antropología cultural. En nuestro tercer momento, complementaríamos la teoría de la justicia con una teoría ética intercultural.

Otra limitación de nuestro trabajo es que no descendimos a casos concretos, como el de México, cuando en este país estamos viviendo un profundo conflicto social que tiene una de sus manifestaciones más dolorosas en la cuestión de las “autonomías indígenas”. Pero en el debate unos y otros buscan argumentaciones racionales que remiten necesariamente a teorías como la de Rawls. Nosotros no proponemos esta última como “la respuesta”, sino que la utilizamos para proponer un método de acercamiento ético a ese tipo de problemas en sus implicaciones político-económicas.

A todo lo anterior debemos añadir el hecho de que en nuestra propuesta nos hemos quedado “a un tercio del final”, porque presentamos una articulación entre teorías económicas y ética política, pero no hemos llegado a la crítica teológica de la teoría de la justicia de Rawls. Sin embargo, hemos sugerido un primer paso en esa dirección, que consiste en limitar nuestra búsqueda de convergencias al ámbito de lo ético-político y, además, desde que comenzamos a concebir la posibilidad de esta investigación, optamos por insistir en la dimensión más olvidada del método teológico en los textos de los teólogos latinoamericanos que aquí hemos analizado, es decir, en su dimensión ética. Queda para un trabajo posterior el esfuerzo de articular la abundante reflexión latinoamericana puramente teológica sobre la economía y las éticas actuales de la justicia.

VOCABULARIO DE TÉRMINOS ECONÓMICOS

Para quienes no están familiarizados con los términos de la teoría económica presentamos un pequeño vocabulario de términos de la teoría económica o de teorías afines que habiéndose definido en un capítulo se utilizan en otros.

Agregar (preferencias): transformar las preferencias individuales en preferencias colectivas.

Bienes públicos: bienes que por su indivisibilidad y beneficio público no pueden ser de propiedad privada y por lo tanto no pueden recibir un precio a través de los mecanismos del mercado. Ejemplos: la luz de un faro, los beneficios colectivs de una vacuna, la limpieza del aire, algunos servicios de seguridad pública, etc.

Competencia perfecta: concepción teórica de una situación en la que ningún agente, comprador o vendedor, tiene poder para influir en los precios del mercado.

Costos de transacción: los costos de realizar un intercambio económico diferentes al costo de producción del bien que se intercambia. Por ejemplo, los costos de los trámites legales, los costos de garantizar los derechos de propiedad, los costos de verificar la calidad de un bien o servicio, etc.

Dilema del prisionero: ejemplo de un caso en el que un agente maximiza su interés sólo si piensa en el interés de los demás.

Economía del bienestar (economía normativa): análisis de las decisiones económicas que deben ser tomadas por entidades públicas que intenta responder a cuestiones como las siguientes: ¿cómo conocer las preferencias de una sociedad? ¿cómo financiar los bienes públicos? ¿cómo medir los costos de las externalidades? etc.

Economía del bienestar (primer teorema de la): teorema que afirma que que cualquier situación de equilibrio general es óptima en el sentido de que en tal situación no se puede aumentar el bienestar de un agente sin disminuir el de otro u otros.

Economía del bienestar (segundo teorema de la): teorema que afirma que la eficiencia económica es independiente de la distribución de la riqueza previa al juego de los mercados.

Eficiencia adaptativa: la capacidad de los agentes económicos para maximizar su utilidad o beneficio adecuando sus conocimientos y habilidades a un marco institucional dado. En este sentido, hay instituciones que promueven la eficiencia económica e instituciones que la dificultan.

Eficiencia económica: situación teórica en la que no hay otra forma de organizar la producción o el consumo de manera que aumente la satisfacción de una persona sin reducir la de otra, porque los factores de la producción están utilizados de manera que dan por resultado la máxima productividad posible, las ventajas del intercambio han llegado al máximo y los ingresos de los consumidores están utilizados de manera que dan por resultado la máxima utilidad posible. Se identifica con el equilibrio.

Elección pública (teoría de la): teoría que analiza las relaciones entre los mercados y las decisiones de las entidades públicas en materia de economía, por lo que supone la articulación de la racionalidad económica y la racionalidad política.

Equilibrio del consumidor: situación ideal en la que el consumidor, dados su ingreso, sus gustos y los precios del mercado, ha combinado sus gastos o compras de tal manera que maximiza su utilidad.

Equilibrio de la empresa: situación ideal en la que el productor, dados los precios de los bienes y los precios de los factores así como una cierta tecnología, produce la cantidad de bienes que le proporciona el máximo beneficio. 

Equilibrio general (o económico): concepción teórica de una situación que ningún agente tiende a modificar porque todos los que participan en el mercado están satisfechos con los intercambios realizados. Se identifica con la eficiencia.

Estructuras de mercado (poder de mercado): situación en la que algunos agentes tienen el poder de influir en los precios del mercado. Por ejemplo, cuando hay un sólo vendedor (monopolio), cuando hay pocos vendedores (oligopolio), cuando cada vendedor ofrece un bien parecido pero no igual a los de los demás (competencia monopolística), cuando hay un solo comprador (monopsonio), etc.

Externalidades (economías/deseconomías externas): consecuencias económicas de una transacción económica sobre un tercero que no participa en la transacción. Por ejemplo, la contaminación del aire, el ruido, etc.

Fallas del mercado: situaciones reales que se alejan de la competencia perfecta (cuando hay poder de mercado) o que no pueden ser resueltas con los mecanismos del mercado (los bienes públicos y las externalidades).

Función de bienestar social: índice de bienestar social.

Instituciones (formales e informales): restricciones que una sociedad se da a sí misma para disminuir la incertidumbre en las relaciones sociales. Las formales se identifican con el marco jurídico y las informales se identifican con las normas que vienen de la cultura.

Macroeconomía: análisis de las relaciones entre los agregados de una economía nacional. Por ejemplo, entre ahorro total e inversión total, entre dinero circulando y precios, entre impuestos e inversión, etc.

Maximizar/optimizar: elegir la opción económica que proporciona al agente el máximo de utilidad (si es consumidor) o el máximo de beneficio (si es productor) posible en el marco de oportunidades que proporciona la situación en la que se elige.

Microeconomía: análisis de los mercados y de las decisiones de sus agentes.

Polizón (free-rider): agente que busca maximizar su ventaja económica de una decisión pública sin pagar su costo, es decir, que se beneficia gratuitamente de un bien público.

Preferencias: ordenamiento de los gustos de los consumidores de tal manera que se pueda dar una elección racional (maximizadora de la utilidad) entre los bienes que los satisfacen.

Tecnología: el modo como se combinan los factores de la producción, básicamente trabajo (conocimiento y habilidades) y capital (máquinas y técnicas) en el proceso productivo.

Teoría de los juegos: teoría matemática aplicada a situaciones económicas en que un agente debe incluir en su cálculo las reacciones de otros agentes económicos y, por lo tanto, debe regirse por una racionalidad estratégica. Por ejemplo, cuando existe oligopolio.

Teoría económica institucional: teoría que analiza las relaciones entre el funcionamiento de una economía y las instituciones en las que se desenvuelve (aquí utilizamos la de Douglass C. North).

Utilidad: categoría que utilizan algunos economistas para designar las preferencias de los consumidores con respecto a los bienes económicos.
Utilidad cardinal: la preferencia, u ordenación de preferencias, entre bienes económicos que determina cuánto se prefiere un bien a otro.

Utilidad marginal: el incremento en la utilidad que proporciona un bien económico cuando se incrementa el consumo del mismo.

Utilidad ordinal: la preferencia, u ordenación de preferencias, entre bienes económicos que no implica cuánto se prefiere un bien a otro.

Variables exógenas: factores que influyen en los mercados pero que no tienen su origen en los mercados. Por ejemplo, los gustos de los consumidores, la tecnología (combinación de máquinas y técnicas, conocimientos y habilidades), la distribución de la riqueza, las instituciones, etc.
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� 	GS, 23.


� 	Cf. GÓMEZ MIER V., La refundación, o.c., 14, 28, 99 et passim. “Las matrices son instrumentos conceptuales que configuran las formas de pensamiento y a su vez las formas de pensamiento se explican mediante sus matrices correspondientes” (Ibid., 28).


� 	Ibid., 105. “... la moral social como disciplina es una rama de la moral que, como «moral», sólo empezó a existir después del CV II. En el siglo XIX existió una protohistoria o prehistoria, epistemológicamente hablando, de lo que, después de 1965, sería «moral» social. En la primera mitad del siglo XX existió, primero, la denominada sociología cristiana; después la denominada «doctrina» social de la Iglesia, pero no «moral» social propiamente dicha... Gradualmente una ruptura epistemológica fue introducida en la preconciliar teología moral de la escuela romana para que al fin, después del CV II, la rama de la moral social tuviera espacio en su interior” (Ibid., 589). Para una exposición más extensa del “nuevo paradigma de ética social en la Gaudium et Spes”, Cf. PINTO DE OLIVEIRA Carlos Josaphat, Gaudium et Spes: ¿nuevo paradigma de ética fundamental y social?, en Anámnesis 1 (1996) 5-48. Para Juan Pablo II, la “doctrina social de la Iglesia... pertenece al ámbito... de la teología moral”, porque tiene como objetivo interpretar la realidad confrontándola con el Evangelio y en consecuencia orientar la conducta cristiana (SRS, 41g).


� 	GÓMEZ MIER V., La refundación, o.c., 14.


� 	Ibid., 50-51. Ver antes, la nota 14 de la Presentación de este trabajo.


� 	“Justicia como imparcialidad”, es la traducción más común de “justice as fairness”. Para Rawls se trata de un modo de entender la justicia en el que los principios que la caracterizan son acordados en una situación inicial imparcial, es decir, en la que las relaciones entre todas las partes que acordarán tales principios son simétricas, esta situación es la posición original en la que la imparcialidad viene dada por las restricciones que configuran el velo de ignorancia: “For given the circumstances of the original position, the symmetry of everyone’s relations to each other, this initial situation is fair between individuals as moral persons, that is, as rational beings with their own ends and capable, I shall assume, of a sense of justice... This explains the propriety of the name «justice as fairness»: it conveys the idea that the principles of justice are agreed to in an initial situation that is fair. The name does not mean that the concepts of justice and fairness are the same, any more than the phrase «poetry as metaphor» means that the concepts of poetry and metaphor are the same” (RAWLS J., A Theory, o.c., 12-13). Para una extensa bibliografía sobre Rawls en español, ver LAZCANO Rafael, Bibliografía hispánica sobre John Rawls, en Agustiniana, 114 (1996) 1163-1175 y AA.VV., Bibliografía esencial de Isaiah Berlin y John Rawls, en Metapolítica 6 (1998) 343-344.


� 	Para algunos, entre quienes han contribuido a ambas disciplinas y las consideran mutuamente enriquecedoras, se deben mencionar a John Locke, David Hume, Adam Smith, John Stuart Mill, Henry Sidgwick, Karl Marx, William Stanley Jevons y Frank Ramsey (Cf. HOOVER K.D., Why does Methodology, o.c., 719, n. 8).


� 	Por ejemplo, en Appendix a Ethics and Economics I, de la obra colectiva ROWLEY Charles K., Social Choice Theory (3 volumes), Edward Elgar, Aldershot 1993, xxv-xxx, nos encontramos con la siguiente temática: Volume I. Part I: Foundations; Part II: Collective rationality, voting and strategy-proofness; Part III: Critiques of «Social Choice as Social Engineering»; Part IV: Attempts to Escape from the Social Choice Difficulty. Volume II. Part I: The Utilitarian Ethic; Part II: The Contractarian Ethic. Volume III. Part I: The Social Justice Ethic (la mayoría de los artículos de esta parte están dedicados a discutir el pensamiento de Rawls); Part II: The Classical Liberal Ethic.


� 	“De hecho, no hay nada en la biografía personal e intelectual de nuestro autor, fuera del sorpendente éxito de su libro (A Theory of Justice), que salga de los cauces habituales del lento devenir de la vida académica anglosajona... El reconocimiento público que le sobrevino con motivo de la asombrosa recepción de su libro no ha conseguido, sin embargo, cambiar las pautas básicas de su práctica científica habitual, ajena en gran medida a las críticas y apostillas vertidas sobre su obra. En cierto sentido, Rawls siempre ha preferido seguir trabajando con el mismo ritmo pausado y paciente que le condujera a la sistematización de su Teoría de la justicia” (VALLESPÍN Fernando, El neocontractualismo: John Rawls, en CAMPS Victoria [ed.], Historia de la ética, 3. La ética contemporánea, Crítica, Barcelona 1989, 578, paréntesis nuestro). Merquior se refiere a Rawls como “el callado Rousseau de Harvard” (Liberalismo viejo, o.c., 183).


� 	WALZER Michael, Las esferas de la justicia. Una defensa del pluralismo y la igualdad, FCE, México 1993, 15.


� 	CAMPS Victoria, Presentación, en CAMPS V. (ed.), Concepciones de la , o.c., 21.


� 	VALLESPÍN F., El neocontractualismo, o.c., 577 y 579.


� 	GAUTHIER D., La moral, o.c., 158.


� 	ROLLET Jacques, La théorie de la justice de John Rawls, en Le Supplément, 176 (1991) 185.


� 	ELSTER J., Justicia local, o.c., 239.


� 	McCARTHY Thomas, Unidad en la diferencia: Reflexiones sobre el derecho cosmopolita, en Isegoría 16 (1997) 38.


� 	Lo tomamos de una afirmación del mismo Rawls: “He (Habermas) mentions me and Kant as natural law theorists” (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 406, n.43, paréntesis nuestro). En A Theory, él mismo afirma que la justicia como imparcialidad tiene los rasgos característicos de una teoría de los derechos naturales, porque postula que el tener capacidad para una personalidad moral es condición suficiente para tener derecho a una justicia igual, y las exigencias que de ahí surgen pueden ser confirmadas por la razón natural conducida por métodos de investigación de sentido común. La existencia de tales atributos y las exigencias basadas en los mismos se establece independientemente de las convenciones sociales y de las normas legales (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 505-506 y n. 30).


� 	TUGENDHAT Ernst, Problemas de ética, Crítica, Barcelona 1988, 16.


� 	WOLFF Robert Paul, Para comprender a Rawls. Una reconstrucción y una crítica de la teoría de la justicia, FCE, México 1981, 187.


� 	BARRY Brian, La teoría liberal de la justicia. Exámen crítico de las principales doctrinas de Teoría de la justicia de John Rawls, FCE, México 1993, 172-173, 9.


� 	“En realidad la teoría de la justicia de Rawls, aunque tiene bases contractualistas (de un contrato original entre personas racionales), poco tiene que ver con las teorías del contrato social, cuyo objetivo era el de justificar racionalmente la existencia del Estado, de encontrar una fundamentación racional del poder político, del máximo poder del hombre sobre el hombre, no de proponer un modelo de sociedad justa” (BOBBIO Norberto, El futuro de la democracia, FCE, México 19962, 159).


� 	Cf. MERQUIOR J.G., Liberalismo viejo, o.c., 135-195. Obviamente el autor distingue numerosos matices entre los autores de una misma corriente; la simplificación es nuestra porque lo que nos interesa en este momento es ubicar a Rawls. Para otros la distinción es entre liberalismos “kantianos” y liberalismos “hegelianos” (Cf. DOMINGO MORATALLA Agustín, La intención perfeccionista de Rawls: ¿un puente ético entre la hermenéutica y el liberalismo?, en Agustiniana, 114 [1996] 1049-1085); y para otros, Rawls estaría en “el justo medio” entre el “liberismo radical” de Nozick y el “socialismo democrático” de Bobbio (Cf. SERMEÑO Angel, Liberalismo versus postliberalismos, en Metapolítica 6 [1998] 223). Para Habermas, el modelo de sociedad bien ordenada de Rawls, conforme a la terminología norteamericana tiene rasgos “liberales”, y desde un punto de vista europeo  tiene rasgos “socialdemócratas” (Cf. HABERMAS Jürgen, Facticidad y validez. Sobre el derecho y el Estado democrático de derecho en términos de teoría del discurso, Trotta, Madrid 199, 122).


� 	CORTINA Adela, Ética mínima. Introducción a la filosofía práctica, Tecnos, Madrid 19923, 154 n. 9. Aunque Rawls se ubica a sí mismo en la línea Locke-Rousseau-Kant (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., viii). Sobre la influencia del pensamiento de Rousseau sobre el de Kant y una extensa bibiliografía sobre el tema, se puede ver RUBIO CARRACEDO José, El influjo de Rousseau en la filosofía práctica de Kant, en GUISÁN Esperanza (Coord.), Esplendor y miseria de la ética kantiana, Anthropos, Barcelona 1988, 29-74. 


� 	Cf. CORTINA A., Ética sin moral, o.c., 273-284.


� 	Cf. CORTINA A., Ética mínima, o.c., 154.


� 	Cf. CORTINA A., Ética sin moral, o.c., 287.


� 	Rawls deja explícitamente abierta la posibilidad de que un régimen socialista liberal, con propiedad pública de los medios de producción, pueda también responder a los principios de justicia de su teoría (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 274-284).


� 	Cf. CORTINA A., Ética mínima, o.c., 199. Norberto Bobbio distingue entre dos contratos sociales posibles en la actualidad, el de Nozick, que correspondería a la tradición clásica y “un nuevo contrato social en el que se vuelva objeto de contratación algún principio de justicia distributiva” (Cf. BOBBIO N., El futuro, o.c., 141-142). En este sentido el pensamiento de Rawls no correspondería al de los contractualistas clásicos (Cf. Ibid., 159). Para Bobbio, se debe profundizar el acercamiento entre la izquierda democrática y el contractualismo: “se trata de ver si, partiendo de la misma concepción individualista de la sociedad, que es irrenunciable, y utilizando los mismos instrumentos, seamos capaces de contraponer al neocontractualismo de los liberales un proyecto de contrato social diferente, que incluya entre sus cláusulas un principio de justicia distributiva y por lo tanto sea compatible con la tradición teórica y práctica del socialismo” (Ibid., 142). A nuestro modo de ver es lo que propone Rawls.


� 	Cf. CORTINA A., Ética mínima, o.c., 180.


� 	Ibid., 189. Según esta autora, habría que añadir otros rasgos que definirían más nítidamente la postura de Rawls, ubicada en el ámbito de las éticas de la justicia y al lado de la ética discursiva de K.O. Apel y J. Habermas: la justicia como imparcialidad es una ética procedimental, deontológica, normativa, de mínimos, universalista, racionalista y personalista (Cf. CORTINA A., Ética filosófica, en VIDAL M. (ed.), Conceptos fundamentales, o.c., 152-153).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 3. Según Rawls, los críticos del utilitarismo anteriores a él, no han logrado construir una concepción moral, viable y sistemática, opuesta a aquel y que dé cuenta de las incongruencias entre sus implicaciones y los sentimientos morales; esto nos obliga a elegir entre el utilitarismo y el intuicionismo o a hacer una combinación de ambos. Rawls intenta superar este dilema en su primera obra (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., vii-viii). Como veremos posteriormente, en su última obra admite que el utilitarismo y ciertas formas del intuicionismo, en cuanto doctrinas comprensivas, pueden formar parte de un consenso traslapado.


� 	La teoría de Rawls coincidiría con el perfeccionismo en que no busca, como el utilitarismo, un balance neto de satisfacción social y en que incorpora un cierto ideal y promueve ciertos rasgos del carácter humano, como el sentido de la justicia, y coincidiría con el utilitarismo en que no propone un modelo previo de excelencia humana, como hace el perfeccionismo, y en que para él las satisfacciones tienen igual valor cuando son igualmente intensas y placenteras (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 325-327). Se trataría entonces de una “intención perfeccionista restringida”, como diferente a la “intención perfeccionista explícita” de los comunitaristas actuales (Cf. DOMINGO MORATALLA A., La intención perfeccionista, o.c., 1065-1084). Para un balance del estado actual del debate entre liberales y neoaristotélicos, ver THIEBAUT Carlos, Neoaristotelismos contemporáneos, en CAMPS V. (ed.), Concepciones de la , o.c., 29-51.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 265.


� 	Cf. Ibid., lviii-lix.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 197 n. 2.


� 	Distinción que le permite una descarada defensa de la “apropiación” de tierras indígenas por parte de los colonizadores norteamericanos. Para Gauthier, en el “estado de naturaleza” la apropiación no requiere del consentimiento de quien es despojado, porque esto pondría en riesgo el avance del “progreso” humano (Cf. GAUTHIER D., La moral, o.c., 369-380; 386-387). Para Rawls, el punto de referencia, como límite de posibilidad, es el “punto de no-acuerdo” caracterizado por el egoísmo general (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 51-52 y n. 4; 53; 278-279 y n. 14; ver después, cap 5: 5.1.1. y la nota 250 de este capítulo).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 115-116 y n. 30.


� 	WALZER M., Las esferas, o.c., 13.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 261-262.


� 	Cf. Ibid., 44; WALZER M., Las esferas, o.c., 18-19. “We should be prepared to find that the deeper the conflict, the higher the level of abstraction to which we must ascend to get a clear and uncluttered view of its roots” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 46 y n. 49). La ausencia del conflicto en el pensamiento de Rawls es una de las principales críticas que se le hacen desde América Latina (Cf. SERMEÑO Ángel, El renacimiento de los liberalismos. Una reflexión desde América Latina, en Metapolítica 6 [1998] 277-290), pero lo que Rawls está afirmando es que precisamente porque hay conflicto es necesaria la abstracción.


� 	Aunque el autor rechaza explícitamente que los cambios en sus últimos ensayos sean una réplica a sus críticos “comunitaristas y otros”, a lo largo de la obra hace referencia constante a ciertos autores con los que ha dialogado, que le han hecho ver ciertas cosas o de los que ha tomado ciertas ideas importantes (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xvii; xix y n. 6; xlviii y n. 20). Para una síntesis de las críticas de los comunitaristas a Rawls y las respuestas de éste (anteriores a la publicación de Political Liberalism), ver IROEGBU Pantaleon, La pensée de Rawls face au défi communautarien, en Revue Philosophique de Louvain, 89 (1991) 113-128; para una síntesis de la crítica de aquellos al liberalismo en general ver, ahí mismo, VAN GERWEN Jef, Au-delà de la critique communautarienne du liberalisme? D’Alasdair MacIntyre à Stanley Hauerwas, 129-143; para una “genealogía” de los comunitaristas actuales, ver, también en el mismo número de la revista citada, CHAUMONT Jean-Michel, L’être de l’humain. Notes sur la tradition communautarienne, 144-163; para una presentación de los argumentos de ambos lados, el liberal y el comunitarista, ver, AVARO Dante, Rawls, Sandel y Walzer: un debate más que imaginario, en Metapolítica 6 (1998) 241-262. 


� 	Una bibliografía completa del período que va de 1951 a 1988 se puede ver en AGRA ROMERO María José, Ética neocontractualista, en CAMPS V. (ed.), Concepciones de la, o.c., 247-267.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., vii.


� 	La última gran obra de Rawls, Political Liberalism, se editó por primera vez en 1993, pero en 1996 aparece una reedición en la que se añade un capítulo titulado Reply to Habermas (el debate entre Rawls y Habermas se ha compilado en HABERMAS Jürgen - RAWLS John, Debate sobre el liberalismo político, Paidós, Barcelona 1998) y una extensa Introduction to the Paperback Edition.


� 	“Thus, a main aim of PL is to show that the idea of a well-ordered society in «Theory» may be reformulated so as to take account of the fact of reasonable pluralism. To do this it transforms the doctrine of justice as fairness as presented in «Theory» into a political concepction of justice...” (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xliii).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xvii-xix. “The third feature of a political conception of justice is that its content is expressed in terms of certain fundamental ideas seen as implicit in the public political culture of a democratic society. This public culture comprises the political institutions of a constitutional regime and the public traditions of their interpretation (including those of the judiciary), as well as historic texts and documents that are common knowlwdge. Comprehensive doctrines of all kinds -religious, philosophical, and moral- belong to what we may call the «background culture» of civil society. This is the culture of the social, not of the political. It is the culture of daily life...” (Ibid., 13-14, énfasis nuestros). Ver aquí las notas 243, 357 y 359 de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 13, 175, 374.


� 	“Transforming justice as fairness into a political conception of justice requires reformulating as political conceptions the component ideas that make up the comprehensive doctrine of justice as fairness” (Ibid., xliii).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 12, 19 et passim.


� 	“...the idea of the person as having moral personality with the full cpacity of moral agency is transformed into that of the citizen” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xlv); “...we say that a person is someone who can be a citizen, that is, a normal and fully cooperating member of society over a complete life” (Ibid., 18).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xliii, n.8.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 51.


� 	Cf. Ibid., 17.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 154-158.


� 	“The original position may be viewed, then, as a procedural interpretation of Kant’s conception of autonomy and the categorical imperative” (RAWLS J., A Theory, o.c., 256).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 89, 104.


� 	“The citizen is, of course, a moral agent, since a political conception of justice is, as we have seen, a moral conception” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xlv).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 11, n. 11.


� 	Cf. Ibid., 174-175.


� 	Cf. Ibid., xlvii.


� 	El autor comenta: “I make this comment since some have thought that my working out ideas of political liberalism meant giving up the egalitarian conception of Theory” (Ibid., 7 y n. 6); y “Further, the two principles express an egalitarian form of liberalism...” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 6).


� 	“I do not know of any liberal writers of an earlier generation who have clearly put forward the doctrine of political liberalism. Yet it is not a novel doctrine... It is a great puzzle to me why political liberalism was not worked out much earlier: it seems such a natural way to present the idea of liberalism, given the fact of reasonable pluralism in political life. Does it have deep faults that preceding writers may have found in it that I have not seen and these led them to dismiss it?” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 374, n.1).


� 	Rawls toma esta distinción de Benjamin Constant en Liberty of the Ancients Compared with that of the Moderns (1819) (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 5, n.1 y xxiii-xxx). Para la caracterización del republicanismo clásico y del humanismo cívico, que tiene su expresión pesimista en Hannah Arendt, ver Ibid., 205-206; para una bibiliografía sobre Hannan Arendt, se puede ver AA.VV., Bibliografía esencial de y sobre Hannah Arendt, en Metapolítica 2 (1997) 273-276; para un análisis de las diferencias y similitudes entre el liberalismo de Rawls y esas dos corrientes, Cf. THIEBAUT Carlos, Vindicación del ciudadano. Un sujeto reflexivo en una sociedad compleja, Paidós, Barcelona 1998. En su discusión con Habermas, el autor plantea la cuestión como el conflicto entre “las libertades de los modernos versus la voluntad popular” o el conflicto entre autonomía privada y autonomía política. Para Rawls se trata de un falso conflicto, pues son dos dimensiones de la concepción política de la persona (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 396-421). Merquior ofrece una distinción más sutil entre cuatro tipos de libertad que han aparecido sucesivamente en la historia humana: la libertad social o libertad como derecho (la más antigua), la libertad política (en Atenas), la libertad de conciencia y de creencia (a partir de la Reforma) y la libertad de autorrealización (más reciente) (Cf. Liberalismo viejo, o.c., 20-25).


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 24, 33.


� 	Cf. GS, 8d, 29d.


� 	RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 222, n. 9.


� 	Cf. GS, 29d.


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 33.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 54-60.


� 	Cf. PÉREZ TAPIAS J.A., Filosofía y crítica, o.c., 121-125.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 46.


� 	Cf. ELSTER J., Justicia local, o.c.


� 	Cf. WALZER M., Las esferas, o.c.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 3-4, 57-58 et passim.


� 	Cf. Ibid., 54, 57; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 258, 271-272.


� 	Para la reflexión ética transcultural o intercultural, ver antes, cap. 4: 3., para la justicia internacional, ver la nota 383 de este capítulo. 


� 	CA, 40b.


� 	CA, 44-46.


� 	Sin embargo se ha acusado a Rawls de un “cierto economicismo” porque “no sólo los términos empleados son términos «prima facie» económicos sino que además se utilizan dentro de un contexto económico y en forma similar a como son empleados en la ciencia económica” (QUERALTÓ R., Ética y sociedad, o.c., 1146). Ante esto sólo señalamos que esta afirmación es resultado de una lectura parcial de Rawls y remitimos al lector al resto de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 265-266.


� 	“Political economy is importantly concerned with the public sector and the proper form of the background institutions that regulate economic activity, with taxation and the rights of property, the structure of markets, and so on” (RAWLS J., A Theory, o.c., 266).


� 	Sin embargo, para el autor, que en esto coincide con el Concilio, el derecho a mantener y tener el uso exclusivo de propiedad personal permite una base material suficiente para un sentido de independencia personal y autorrespeto, que son esenciales para el desarrollo y ejercicio de los poderes morales de la persona. Pero los principios de la justicia no requieren la postulación de “concepciones más amplias” del derecho de propiedad, como la que lo amplía hasta la posesión privada de los medios de producción y de los recursos naturales, o la que lo amplia, en el sentido opuesto, a la posesión social de los mismos. Tales ampliaciones se concretizan en etapas posteriores a la que establece los principios de la justicia, en las que ya se consideran las circunsatncias sociales y las tradiciones de una sociedad concreta (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 298, 338-339). Para el Concilio “La propiedad privada, como las demás formas de dominio privado sobre los bienes exteriores, contribuye a la expresión de la persona y le ofrece ocasión de ejercer su función responsable en la sociedad y en la economía. Es por ello muy importante fomentar el acceso de todos, individuos o comunidades, a algún dominio sobre los bienes externos” (GS, 71a).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 265, 258-259..


� 	“...to find out the practicable bearing of justice as fairness” (RAWLS J., A Theory, o.c., 265).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 259-260.


� 	Cf. DE SANTA ANA J., O amor, o.c., 27.


� 	Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 229 (ver antes nuestro diálogo con Assmann en cap. 1: 3.11.1.).


� 	NORTH D.C., Institutions, Institutional change, o.c., 112.


� 	Para la superación del “economicismo” en Kant (recordemos que Rawls se reivindica como kantiano) se puede ver CORTINA Adela, Dignidad y no precio: más allá del economicismo, en GUISÁN E., Esplendor y miseria, o.c., 140-166.


� 	“An economic system regulates what things are produced and by what means, who receives them and in return for which contributions, and how large a fraction of social resources is devoted to saving and to the provision of public goods” (RAWLS J., A Theory, o.c., 266). Conforme al desplazamiento del pensamiento de Rawls hacia lo político, en Political Liberalism, se trata del binomio private-property democracy/liberal socialism y tiene que ver más con la relación entre “ancient and modern liberties” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 416), mientras que en A Theory, se trataba de private-property economy/socialism y tenía que ver más con la relación entre mercado y sistemas económicos (RAWLS J., A Theory, o.c., 265-274); en esta sección nos ubicamos en esta última perpsectiva.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 273-274, 280.


� 	CA, 43a.


� 	Ver antes, cap. 3: 2.5. y nota 125 del capítulo 3.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 270-271.


� 	Cf. Ibid., 271-274.


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 35; Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 280-281.


� 	Aquí Rawls retoma los casos de las “externalidades” (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 268; ver antes, cap. 3: 5.1. y cap. 4: 1.6.2. y 1.6.4.1.) y del “dilema del prisionero” que es un caso ejemplar del tema más amplio de la “teoría de los juegos” (ver antes, cap. 3: 2.1.1. y las notas 54 y 55 del capítulo 3).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 270. Aquí el autor ejemplifica con el caso del “polizón” (free-rider) (Cf. Ibid., 267; ver antes, cap. 4: 1.6.4.3).


� 	Para Rawls no se trata de un problema de lógica institucional sino de sociología política (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 270).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 266-270.


� 	CA, 43d; III CONFERENCIA GENERAL DEL EPSICOPADO LATINOAMERICA-NO, La evangelización en el presente y en el futuro de América Latina, nº 1224; JUAN PABLO II, Discurso inaugural, III.4, AAS LXXI, 200; Cf. GS, 69a.


� 	Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 198-199.


� 	Cf. Ibid., 274. O, en otros términos, “...a properly organized democratic state that allows private ownership of capital and natural resources” (RAWLS J., A Theory, o.c., 275).


� 	Como el mismo autor anota, se trata de una idea tomada de un economista especializado en finanzas públicas: Richard Abel Musgrave (1910-) (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 275, n. 15).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 418, n. 64. Rawls acepta la crítica socialista al formalismo neoliberal: “Hegel, Marxist, and socialist writers have been quite correct in making this objection” (Ibid., lviii n. 34) por lo que distingue entre “libertades” y “valor o utilidad de las libertades” (Cf. Ibid., 325-326) y esboza ciertas instituciones básicas o “prerrequisitos” que superen la abstracción del libertarismo y garanticen la estabilidad social. Algunas de ellas, como veremos más delante, se refieren a la vida económica (Cf. Ibid., lvii-lx).


� 	“A mi modo de ver, entonces, la significación de «Teoría de la justicia» consiste en ser una enunciación de liberalismo que aísla los conceptos decisivos de éste al hacer de la propiedad privada de los medios de producción, distribución e intercambio un asunto secundario y no la parte esencial de la doctrina... Si identificamos el socialismo con la propiedad pública o con la igualdad, entonces esta clase de liberalismo es compatible con el socialismo; pero por la misma razón, el socialismo definido con base en cualquiera de estos criterios también es compatible con la antítesis del liberalismo” (BARRY B., La teoría liberal, o.c., 172).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 275 y 86-87.


� 	Cf. Ibid., 275-276.


� 	Ver antes, cap. 3: 3.3.2. y 3.3.3.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 276.


� 	Entre las que Juan Pablo II menciona las de “secundar la actividad de las empresas, creando condiciones que aseguren oportunidades de trabajo, estimulándola donde sea insuficiente o sosteniéndola en momentos de crisis”,  “intervenir... cuando situaciones particulares de monopolio creen rémoras u obstáculos al desarrollo”, “ejercer funciones de suplencia en situaciones excepcionales cuando sectores sociales o sistemas de empresas, demasiado débiles o en vías de formación, sean inadecuados para su cometido” (CA, 48), “creando las condiciones favorables al libre ejercicio de la actividad económica, encauzada hacia una oferta abundante de oportunidades de trabajo y de fuentes de riqueza” (CA, 15).


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 276-277.


� 	De quien consideramos que, a pesar de su extensión, vale la pena citar el siguiente párrafo: “Como cerne ou núcleo da articulaçâo dos critérios econômicos deve figurar «a produçâo social da vida real e concreta». Essa vida humana nâo é redutível à visâo neoclássica do «homo œconomicus», como sujeito de meras preferências no mercado... As necessidades humanas, no entanto, têm um carácter histórico e variam com as situaçôes históricas. Isto, porém, nâo pode servir de argumento para eliminar um critério fundamental relacionado com as necessidades humanas: elas têm um limite físico e material, abaixo do qual a vida humana é imposível, e têm, além disso, uma oscilaçâo desse limite para cima, ou seja, a riqueza existente e a riqueza que uma determinada sociedade é capaz de produzir empurram para cima o limite mínimo humanamente aceitável, dentro do contexto dessa sociedade. Esta oscilaçâo evoca imediatamente o tema da distribuiçâo da renda e da superaçâo de desigualdades sociais aberrantes, sem que se tenha que adotar um igualitarismo que desestimule o empenho e a iniciativa dos individuos. En suma, há critérios econômicos relacionados «com o limite físico do mínimo vital e com o caráter histórico das necessidades humanas». Quem aceita discutir esses critérios obviamente nâo pode pretender esvaziar ou invalidar temas como «justiça social» e «metas sociais»” (ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 425).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 277-280.


� 	Para Juan Pablo II, siguiendo a Leon XIII, se trata de que el Estado determine “el marco jurídico dentro del cual se desarrollan las relaciones económicas y salvaguardar así las condiciones fundamentales de una economía líbre, que presupone una cierta igualdad entre las partes, no sea que una de ellas supere de tal manera en poder a la otra que la pueda reducir prácticamente a la esclavitud” y “según el principio de solidaridad, poniendo, en defensa de los más débiles, algunos límites a la autonomía de las partes que deciden las condiciones de trabajo, y asegurando en todo caso un mínimo vital al trabajador en paro” (CA, 15).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 282-284.


� 	Cf. DOMINGO MORATALLA A., La intención perfeccionista, o.c., 1069.


� 	Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 315-316.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 284-286.


� 	En A Theory, Rawls reconoce que no hay respuesta definitiva (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 286) pero propone un método en el que, en un acuerdo hipotético entre todas las generaciones, cada generación está preocupada por el bienestar de sus descendientes (Cf. Ibid., 128 y 291). Teóricamente esto plantea la cuestión de una aparente injusticia con respecto a la primera generación que no recibe ningún ahorro previo (Cf. Ibid., 289-290), pero como afirma Rawls “The situation is unalterable, and so the question of justice does not arise. What is just or unjust is how institutions deal with natural limitations and the way they are set up to take advantage of historical posibilities” (Ibid., 291). Mientras que en Political Liberalism, el método consiste en que la generación presente debe querer que el principio que ella postule haya sido seguido por todas las generaciones previas, para evitar el riesgo de que no ahorre nada (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 274 y n. 12).


� 	GS, 35a.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 290.


� 	Cf. Ibid., 287-288.


� 	Para Juan Pablo II “existen necesidades colectivas y cualitativas que no pueden ser satisfechas mediante sus mecanismos (del mercado); hay exigencias humanas importantes que escapan a su lógica; hay bienes que, por su naturaleza, no se pueden ni se deben vender o comprar” (CA, 34, paréntesis nuestro).


� 	Según Juan Pablo II “la actividad económica, en particular la economía de mercado, no puede desenvolverse en medio de un vacío institucional, jurídico y político” (CA, 48).


� 	Sin hacer una afirmación muy categórica, Juan Pablo II concede que “da la impresión de que, tanto a nivel de Naciones, como de relaciones internacionales el libre mercado sea el instrumento más eficaz para colocar los recursos y responder eficazmente a las necesidades” (Ca, 34), con las salvedades que se mencionan antes, en la nota 115 de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 359-361 y 492-493. Assmann se pregunta: “Por que seria tâo impossível imaginar um caminho igualmente ou mais eficiente... por exemplo, conjugando planificaçâo de metas sociais prioritárias com mercado, mediante ampla participaçâo política para establecer os critérios que justifiquem e limitem a ambos?” (Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 243).


� 	Sobre la articulación de estas dos racionalidades, Juan Pablo II nos recuerda que “es deber del Estado proveer la defensa de los bienes colectivos, como son el ambiente natural y el ambiente humano, cuya salvaguarda no puede estar asegurada por los simples mecanismos del mercado... el Estado y la sociedad tienen el deber de «defender los bienes colectivos» que, entre otras cosas, constituyen el único marco dentro del cual es posible para cada uno conseguir legítimamente sus fines individuales” (CA, 40).


� 	Juan Pablo II también vincula esta seguridad a la intervención del Estado, cuya “primera incumbencia es... garantizar esa seguridad, de manera que quien trabaja y produce pueda gozar de los frutos de su trabajo y, por tanto, se sienta estimulado a realizarlo eficiente y honestamente. La falta de seguridad, junto con la corrupción de los poderes públicos y la proliferación de fuentes impropias de enriquecimiento y de beneficios fáciles, basados en actividades ilegales o puramente especulativas, es uno de los obstáculos principales para el desarrollo y para el orden económico” (CA, 48).


� 	Rawls distingue entre doctrina, concepto, concepción e idea. Una doctrina es una visión (religiosa, filosófica o moral) más o menos comprensiva de la realidad; el concepto se refiere al significado de un término (por ejemplo el concepto de justicia o el de persona), mientras que una concepción implica los principios que se requieren para aplicarla (por ejemplo, las diferentes concepciones de la justicia, las de la persona aplicada al dominio de lo político, etc.); por su parte la idea es un término general para referirse a las tres categorías anteriores (por ejemplo, la idea de una concepción política de la justicia, la idea de la sociedad como un sistema justo de cooperación, la idea de posición original, la idea de una sociedad bien ordenada, la idea de una concepción constructivista, etc.) (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 5-6; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xxxvii, n. 2, 14, n. 15).


� 	RAWLS J., Political Liberalism, o.c., xxx.


� 	MESTRE Agapito, Rawls o el fracaso del liberalismo político, en Metapolítica 6 (1998) 339.


� 	Cf. GS, 72a.


� 	Juan Pablo II afirma: “Una estructura social de orden superior no debe interferir en la vida interna de un grupo social de orden inferior, privándola de sus competencias, sino que más bien debe sostenerla en caso de necesidad y ayudarla a coordinar su acción con la de los demás componentes sociales, con miras al bien común” (Ca, 48); “La socialidad del hombre no se agota en el Estado, sino que se realiza en diversos grupos intermedios, comenzando por la familia y siguiendo por los grupos económicos, sociales, políticos y culturales, los cuales, como provienen de la misma naturaleza humana, tienen su propia autonomía, sin salirse del ámbito del bien común. Esto es a lo que he llamado «subjetividad de la sociedad»” (Ca, 13); “...el Estado y la sociedad tienen el deber de «defender los bienes colectivos» que, entre otras cosas, constituyen el único marco dentro del cual es posible para cada uno conseguir legítimamente sus fines individuales” (Ca, 40).


� 	“...the way in which the major social institutions fit together into one system...” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 258) “the all-inclusive social system that determines backgound justice” (Ibid., 271-272).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 11.


� 	Cf. Ibid., 272, nn. 9 y 10. Una descripción más detallada de su configuración incluye: la constitución, el régimen económico, el orden legal y su especificación de la propiedad (Cf. Ibid., 301) a los que añade, a modo de ejemplo, la protección legal de libertad de pensamiento y libertad de conciencia, los mercados competitivos, la propiedad privada de los medios de producción y la familia monogámica (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 7). Mientras que la descripción más detallada de sus funciones incluye el modo como tales instituciones asignan los derechos y deberes fundamentales y modelan la división de ventajas que surgen de la cooperación social (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 258). Se trata de restricciones con fines teóricos que se pueden ir reduciendo para ampliar la teoría de la justicia al ámbito internacional (Cf. Ibid.; RAWLS J., A Theory, o.c., 8; ver la nota 383 de este capítulo).


� 	“What is distinctive about the basic structure is that it provides the framework for a self-sufficient scheme of cooperation for all the essential purposes of human life, which purposes are served by the variety of assosiations and groups within this framework” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 301);


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 61, 199; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 229.


� 	DOMINGO MORATALLA A., La intención perfeccionista, o.c., 1072.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 265-269.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 259; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 68 y 269-270. “Liberty... is a complex of rights and duties defined by institutions” (RAWLS J., A Theory, o.c., 239). Para Gianni Manzone “si tratta di pensare lo strutturarsi della libertà nel tempo: prima ancora di essere attiva nel contribuire a formare la convivenza, la persona è giá in qualche modo preformata dalla convivenza strutturata” (MANZONE G., Istituzioni, o.c., 445).


� 	El Concilio se refiere a esta capacidad educativa de las instituciones con estas palabras: “Las modalidades concretas por las que la comunidad política organiza su estructura fundamental y el equilibrio de los poderes públicos pueden ser diferentes, según el genio de cada pueblo y la marcha de su historia. Pero deben tender siempre a formar un tipo de hombre culto, pacífico y benévolo respecto de los demás para provecho de toda la familia humana” (GS, 74f).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 281-285.


� 	Insistimos en esta implicación, porque es una de las preocupaciones fundamentales de los teólogos latinoamericanos, pues como afirma Assmann “Na «religiâo econômica» burguesa a recaída nas malhas de um destino pré-esboçado é muito clara. Nâo é à intencionalidade consciente dos homems que se atribui o encargo de criar resultados individual e socialmente benéficos no plano de economia. Macanismos alheios à vontade consciente dos homems (o desencadeamento «libre» dos interesses próprios que logram resultados que jamais se propuseram; e os mecanismos do mercado que direcionam tudo ao bem comun), mas que se declaram dignificados com racionalidade científica, se encarregam dos resultados benéficos... trata-se de uma recaída brutal numa «religiâo do destino», na cual os homems se entregan ao arbítrio de forças externas que nâo controlam... o ser humano nâo precisa mais preocupar-se com a difícil unidade dialética entre teoria e práctica, o horizonte utópico e a precariedade dos projetos, a liberdade e a socialidade, o ser real e o deber-ser...” (Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 206-211).


� 	“A diferença começa a delinear-se quando se concebe uma total impossibilidade de criar instituiçôes orientadas, pelo menos parcialmente, por um horizonte utópico que inspire valores praticáveis de moralidade coletiva” (ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 46).


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 33.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 86, 120, 136; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 73.


� 	Rawls habla siempre de los dos principios de justicia y da numerosas formulaciones de los mismos en sus dos grandes obras, pero, como veremos posteriormente, también se refiere siempre a “las dos partes del segundo principio” que no ordena siempre de la misma manera (nosotros optamos por la enumeración de los principios que respeta su prioridad y que encontramos en RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 6, 76, 291) por lo que podemos hablar de tres principios: I) el que se refiere a las libertades, IIa) el que se refiere a la igualdad de oportunidades (principio liberal de equitativa [fair: real, como opuesta a formal] igualdad de oportunidades) (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 83, 275), y IIb) el que se refiere a las desigualdades sociales y económicas (principio de diferencia). Su orden serial o lexicográfico sería: 1º el I, 2º el IIa, 3º el IIb, de tal manera que el 2º (IIa) no se puede aplicar si no se ha satisfecho el 1º (I), y el 3º (IIb) no se puede aplicar si no se han satisfecho los dos anteriores (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 61, 151). Ver aquí la nota 188 de este capítulo.


� 	El ejemplo que nos ofrece Rawls es el de un juicio (trial) donde existe el criterio para determinar el resultado justo (que el acusado sea declarado culpable si, y sólo si, él cometió el delito del que se le acusa) pero no existe un procedimiento (proceso judicial) que necesariamente lleve a tal resultado. El utilitarismo es un caso de justicia procedimental imperfecta, porque postula un principio independiente (la maximización de la utilidad social) para evaluar la justicia del resultado, pero su procedimiento (arreglo institucional) no necesariamente lleva a tal resultado. La deficiencia de esta concepción está en que termina identificando la justicia con una especie de eficiencia asignativa en la que el último criterio es la maximización del balance de satisfacciones sociales (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 88-89).


� 	El autor nos ofrece el caso en el que se tiene que repartir un pastel en partes iguales (cirterio de resultado justo) y para ello se establece la regla (procedimiento) de que el que parte debe ser el último en tomar su porción; con ciertas restricciones se trata de un caso de justicia procedimental perfecta (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 84-86; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 72-73, 422-423).


� 	El ejemplo típico es el de los juegos de apuestas (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 86; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 73). Se trata sólo de un ejemplo. En la justicia como imparcialidad la justicia procedimental está regulada por la justicia sustantiva que postula la moralidad del proceso en sí mismo y la moralidad de los resultados (ver después, cap. 5: 3.2.2. y la nota 153 de este capítulo).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 259. Sin embargo existe una instancia de crítica que viene dada por el equilibrio reflexivo (reflective equilibrium) que es el resultado de un proceso de corrección mutua entre los principios de justicia acordados y los juicios ponderados o meditados (considered judgments) de la vida real (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 47-52 y RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 8 n.8; ver las notas 176, 275 y 364 de este capítulo). Habría entonces dos “estrategias metodológicas” en el pensamiento de Rawls: 1) la constructivista, o heurística, propia de la posición original, para llegar a los principios de la justicia y 2) la de la validación del procedimiento y los principios propia del equilibrio reflexivo, para llegar a las normas sociales específicas, por lo que el paso de una a otra estaría proponiendo un camino que va de la racionalidad moral a la racionalidad dialógica (Cf. VALLESPÍN F., El neocontractualismo, o.c., 584-593; HABERMAS J., Facticidad y validez, o.c., 121-126).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 196, 197, 200; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 339-340.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 195-201, 356-362; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 339-340. Recordemos que se trata de una secuencia teórica. En la práctica, en esta etapa Rawls ve un camino inverso en el que primero se daría un “consenso constitucional” de poca amplitud (porque no abarcarían toda la estructura básica) y profundidad (porque no se fundamentarían en una concepción de la justicia), en el que los principios se aceptarían sólo como principios y que tendería, en un segundo momento, a un “consenso traslapado”, o “superpuesto”, en el que los principios se aceptarían como fundamentados en una concepción política pública de la justicia y se aplicarían a toda la estructura básica (Cf. Ibid., 158-168). En este sentido, no se puede afirmar una correspondencia o identidad total entre una teoría de las constituciones justas y una teoría de los mercados que llevara a la elaboración de una “teoría económica de la democracia” (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 360-361 y n. 18; 492-493 y n. 22; 197, nota 2). En el caso mexicano reciente, la discusión sobre una ley que corresponde a la etapa legislativa (ley de ingresos y presupuesto de egresos) presionó a los actores políticos para realizar una reforma del Estado, que corresponde a la etapa de la convención constitucional, y ésta planteará necesariamente la cuestión de la justicia básica, que correspondería a la etapa de la posición original. Algo semejante está sucediendo con la cuestión de las autonomías de los pueblos indígenas.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 86-87, 195-201. En este caso Rawls habla de justicia procedimental casi-pura (Cf. Ibid., 201).


� 	Cf. Ibid., 199-200.


� 	“We should strive for a kind of moral geometry with all the rigor wich this name connotes” (RAWLS J., A Theory, o.c., 121); “There are indefinitely many variations of the initial situation and therefore no doubt indefinitely theorems of moral geometry” (Ibid., 126).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 125-126 y 138.


� 	Ibid., 139.


� 	Cf. Ibid., 119-120; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 89-90, 110-11. La “razonabilidad” es propia de la capacidad de las personas de tener un sentido de la justicia, mientras que la “racionalidad” es propia de su capacidad de tener una concepción del bien y ambas dimensiones se rigen por los principios de la razón práctica (Cf. Ibid., 48-54, 107). Más adelante (cap. 5: 5.2., 5.2.1. y 5.2.2.) afinaremos más esta distinción que, en la última obra del autor, es esencial para la comprensión de la articulación entre racionalidad individual y racionalidad social.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 99-101.


� 	GS, 29.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 15, 101-102. Ver aquí mismo el texto de Assmann en la nota 145 de este capítulo. Rawls descarta el mérito moral como criterio de distribución, porque el carácter moral de una persona depende en gran parte del contexto familiar y social en el que se desarrolla y por los que no se puede reclamar ningún crédito personal, el único mérito que cuenta es el de haber promovido su propia condición de acuerdo a las reglas y expectativas previstas por un sistema de cooperación justo (Cf. Ibid., 103-105).


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 274-275.


� 	En el caso de un juego, hablaríamos de las reglas (restricciones), el jugar (decisiones particulares y estrategias) y las pérdidas o ganancias (resultado) (Cf. NORTH D.C., Institutions, Institutional change, o.c., 4), sólo que para North el resultado se refiere a la eficiencia y no a la justicia, como vimos en el capítulo anterior.


�.	Estos son los “essential prerequisites for a basic structure within which the ideal of public reason, when conscientiously follwed by citizens, may protect the basic liberties and prevent social and economic inequalities from being excessive” (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., lviii-lix).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 282-283. “... political power is always coercive power backed by the government’s use of sanctions, for government alone has the authority to use force in upholding its laws. In a constitutional regime the special feature of the political relation is that political power is ultimately the power of the public, that is the power of free an equal citizens as a collective body” (Ibid., 136). Para Hugo Assmann “por isso a questâo do Estado, isto é, da materializaçâo institucional do poder de comando sobre a sociedade inteira, é uma questâo absolutamente central quando se discute a articulaçâo dos critérios econômicos. Em sínteses, o balanceamento entre a planificaçâo e o mercado só é discutível e definível através da discussâo prévia sobre as formas de participaçâo política e sua relaçâo ativa com as instituiçôes do poder em todos os seus aspectos” (Cf. ASSMANN H. - HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 426-427).


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 79-80.


� 	Ver antes, cap. 4: 1.5. Para la articulación entre el principio de eficiencia (aplicado a las instituciones) y el principio de diferencia, ver después, cap 5: 4.4.


� 	Para Gianni Manzone “Le istituzioni, realizzando la dialettica di costrizione ed appello, diventano una fondamentale situazione etica perché intervengono a determinare il rapporto dell’uomo al suo destino e partecipano alla qualità etica di questo rapporto... si tratta di pensare lo strutturarsi della libertà nel tempo: prima ancora di essere attiva nel contribuire a formare la convivenza, la persona è giá in qualche modo preformata dalla convivenza strutturata” (MANZONE G., Istituzioni, o.c., 443, 445).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 281, 285.


� 	Cf. Ibid., 421-423. 


� 	Cf. Ibid., 432.


� 	Por ejemplo, sus condiciones del discurso ideal -imparcialidad, igualdad, apertura (simetría en la información), no coerción, unanimidad- se incluyen para obtener un resultado justo y razonable (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 424-426).


� 	“It is an equilibrium because at last our principles and judgments coincide; and it is reflective since we know to what principles our judgments conform and the premises of their derivation... But this equilibrium is not necessarily stable. It is liable to be upset by further examination of the conditions which should be imposed on the contractual situation and by particular cases which may lead us to revise our judgments” (RAWLS J., A Theory, o.c., 20-21; ver las notas 153, 275 y 364 de este capítulo); “But since we are using our reason to describe itself and reason is not transparent to itself, we can misdescribe our reason as we can anything else. The struggle for reflective equilibrium continues indefinitely...” (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 96-97). Se trata entonces de un proceso permanente de corrección mutua entre la teoría (y sus principios de justicia) y los juicios reales y cotidianos de la gente, de los ciudadanos (Cf. Ibid., 426-427). Para Elster se trata de “la concepción que el sentido común tiene de la justicia” y que consiste no en teorías filosóficas sino en “una serie de hipótesis no probadas sobre los principios de justicia sostenidos por los que han pensado seriamente en la materia pero que no son filósofos profesionales”, entre los que pueden ser incluidos tanto quienes toman decisiones importantes (abogados, economistas y políticos, así como ministros religiosos) como la opinión pública (Cf. ELSTER J., Justicia local, o.c., 250-258).


� 	Cf. PASSERIN D’ENTRÈVES Alessandro, Filosofía de la política, en AA.VV., Diccionario de política, o.c., 655-656.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 3.


� 	Cf. CORTINA A., Ética filosófica, o.c., 149.


� 	GS, 74d.


� 	GS, 64.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 3 y 4.


� 	Ver aquí las notas 149 y 188 de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 102-104; 107-110.


� 	“in a democracy political power, which is always coercive power, is the power of the public, that is, of free and equal citizens as a collective body” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 216). Esta afirmación coincide con la postulación de Juan Pablo II de “la subjetividad de la sociedad” como sujeto y beneficiario último tanto del mercado como del Estado (Cf. CA, 13, 46 y 49).


� 	“For us the primary subject of justice is the basic structure of society” (RAWLS J., A Theory, o.c., 7; énfasis nuestro) “Justice is the first virtue of social institutions, as truth is of systems of thought. A theory however elegant and economical must be rejected or revised if it is untrue; likewise laws and institutions no matter how efficient and well-arranged must be reformed or abolished if they are unjust” (Cf. Ibid., 3).


� 	“I view these principles as exemplifying the content of a liberal political conception of justice” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 6; énfasis nuestro).


� 	“a. Each person has an equal right to a fully adequate scheme of equal basic liberties which is compatible with a similar scheme of liberties for all. b. Social and economic inequalities are to satisfy two conditions. First, they must be attached to offices and positions open to all under conditions of fair equality of opportunity; and second, they must be to the greatest benefit of the least advantaged members of society” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 291; Cf. Ibid., 5-6) .Esta es la formulación que respeta el orden lexicográfico, o prioridad, de los principios (ver aquí la nota 149 de este capítulo). Para una formulación que enumera las dos partes del II en orden inverso, Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 271; RAWLS J., A Theory, o.c., 60-61, 302.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 62.


� 	Ibid., 64-65, 87-89.


� 	Cf. Ibid., 40-45, 62-63, 89 302. La prioridad del primer principio sobre el segundo se puede deber a razones diversas dependiendo de la libertad de la que se trate, por ejemplo, la libertad de conciencia es prioritaria por ser básica, las libertades políticas son prioritarias porque regulan la estructura básica como un todo, las de pensamiento y asociación son prioritarias porque son indispensables para hacer efectivas las dos anteriores (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 309).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 181. Se pueden ver otras formulaciones en RAWLS J., A Theory, o.c., 62, 93, 396; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 76, 90.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 253, 260, 396. Se trata de una definición muy cercana a la del “bien común” que nos propone el magisterio: “El bien común abarca el conjunto de aquellas condiciones de vida social con las cuales los hombres, las familias y las asociaciones pueden lograr con mayor plenitud y facilidad su propia perfección” (GS 74a).


� 	“The good is the satisfaction of rational desire” (RAWLS J., A Theory, o.c., 93; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 176, 178).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 178, 307.


� 	Cf. Ibid., 308-309. Las bases sociales del autorrespeto (ver después, cap 5: 5.2.1.) incluyen la estructura y contenido de instituciones justas, así como rasgos de la cultura política pública, tales como el reconocimiento y la aceptación públicos de los principios de la justicia (Cf. Ibid., 181). La lista se puede ampliar de tal manera que incluya otros bienes como el tiempo para el ocio, o ciertos estados mentales como la liberación del dolor físico (Cf. Ibid., 181-182 y notas 9 y 10).


� 	Cf. Ibid., 178, 307-308. Sin la asunción del reconocimiento común de las necesidades humanas básicas como valores elementales, el problema de encontrar un índice de bienes primarios manejable es insoluble y, en último término, no existen problemas de justicia como se entienden comunmente (Cf. Ibid., 177, 181).


� 	ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 425; ver la nota 115 de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 307-308.


� 	Ver después, cap. 5: 6.1.1. y 6.1.2.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 75, 188, 180 y nota 8.


� 	Cf. Ibid., 75, 188, 189 nota 20.


� 	Ver aquí la nota 9 del capítulo cuarto. Rawls aproxima su concepción de las necesidades a la interpretación “convencionalista” (como opuesta a la “naturalista”) que se puede describir de la siguiente manera: “a construct put together for the purposes of moral (political) argument... its usefulness... stems from the fact that it represents, under the circumstances (of reasonable pluralism), the best available standard of justification that is mutually acceptable to persons whose preferences diverge” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 188-189 y nota 19).


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 62, 90-91, 95, 396; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 179. Ver antes, cap. 3: 2.2.1., cap. 4: 1.6.4. y 1.6.5.


� 	Ver después, cap 5: 6.1.1. y 6.1.2.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 178-180.


� 	Ver antes, cap. 4: 1.6.5. La estipulación de una similitud parcial en los sujetos de las necesidades responde a la objeción de Sen y Arrow de que la dificultad no está tanto en garantizar los satisfactores de ciertas necesidades básicas sino en la diferencia de capacidades básicas para hacer ciertas cosas. Sen concluye así su conferencia sobre esta dificultad: “Mientras que la igualdad rawlsiana posee la carácterística de ser culturalmente específica y fetichista, la igualdad de capacidades básicas evita el fetichismo, pero sigue siendo culturalmente específica. De hecho, la igualdad de capacidades básicas puede verse, en esencia, como una extensión en dirección no fetichista de los planteamientos de Rawls” (SEN Amartya, ¿Igualdad de qué?, en Libertad, igualdad y derecho. Las conferencias Tanner sobre filosofía moral, Planeta-Agostini, Barcelona-México 1994, 133-156; para la versión original y sus reimpresiones, Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 182 nota 12). Para un desarrollo más amplio de esta discusión, ver SEN Amartya, The Standard of Living, Cambridge University Press 1994 y NUSSBAUM M.C.-SEN A. (comp.), La calidad de, o.c.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 100-108; RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 182-187. Para la discusión sobre la formación de las preferencias de los consumidores y sus implicaciones éticas, ver antes, cap 3: 2.2.2.


� 	Ver después, cap 5: 5.2.1. y 5.2.2.


� 	La teoría “débil” (thin theory) del bien establece los bienes primarios como requisitos para llegar a los principios de justicia, mientras que la teoría “completa” (full theory) del bien da como ya especificados los principios de la justicia y los usa para definir los otros conceptos morales en los que está implicada la noción del bien, por ejemplo, los actos supererogatorios, la beneficencia y en general el valor moral de las personas (RAWLS J., A Theory, o.c., 395-399). Ver la nota 273 de este capítulo.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 395-399; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 178. Rawls relaciona los bienes primarios con lo razonable de la siguiente manera: “these restrictive assumptions (que todos los ciudadanos tienen un plan de vida racional que requiere para su cumplimiento a grandes rasgos de la misma clase de bienes primarios) bring out that, unless otherwise states, we address what I take as the fundamental question of political justice: what are fair terms of cooperation between free and equal citizens as fully cooperating and normal members of society over a complete life?” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 180-181, nota 8, paréntesis nuestro; ver la nota 279 de este capítulo).


� 	PINTO DE OLIVEIRA C.J., Gaudium et Spes, o.c., 24.


� 	GS, 31b.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., lviii-lix, 7 y n. 7, 227-228; RAWLS J., A Theory, o.c., 276-277


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 276-277, 90-94; Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F.J., A idolatria, o.c., 413-434; ver antes, la nota 9 del capítulo cuarto.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 95-96.


� 	Cf. Ibid., 64, 92-93.


� 	Cf. Ibid., 285-286, 303-304. En A Theory se afirma que el mínimo social también está condicionado por las libertades y las oportunidades iguales (RAWLS J., A Theory, o.c., 277) pero, como ya vimos, en Political Liberalism, se habla de “un principio lexicográficamente previo” (a lexicallly prior principle) al que garantiza las libertades iguales y se especifica que tal principio se refiere a la satisfacción de ciertas necesidades básicas de los ciudadanos, al menos en la medida en que dicha satisfacción sea necesaria para que los ciudadanos entiendan y puedan ejercer provechosamente sus derechos y libertades (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 7; para el uso del término lexically en lugar de lexicographically, Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 42-43). En A Theory se especifica que cuando se trata de libertades políticas, no la de conciencia, ni los derechos que definen la integridad de la persona, puede haber situaciones históricas que justifiquen menor libertad pues “it may be reasonable to forgo part of these freedoms when the long-run benefits are great enough to transform a less fortunate society into one where the equal liberties can be fully enjoied. This is specially true when circumstances are not conducive to the exercise of these rights in any case” (RAWLS J., A Theory, o.c., 247). Y en Political Liberalism, se afirma que la prioridad de las libertades no es requerida bajo todas las condiciones, sino sólo bajo “condiciones favorablemente razonables”, es decir cuando existe voluntad política y las circunstancias sociales permiten el establecimiento efectivo y el pleno ejercicio de tales libertades. Estas circunstancias están determinadas por la cultura de la sociedad, sus tradiciones y el entrenamiento en el funcionamiento de sus instituciones, así como por el nivel de su avance económico, entre otras cosas. Parte de la tarea política es modelar estas condiciones (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 297).


� 	CA, 10b.


� 	SD, 486.


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 70.


� 	Ibid., 65-72.


� 	Cf. Ibid., 73-74.


� 	Cf. Ibid., 75.


� 	Rawls distingue entre un esquema social “perfectamente justo”, en el que se maximizan las expectativas de los menos aventajados sin disminuir las de los más aventajados, un esquema social “justo, pero no el más justo”, cuando el aumento o la disminución de las expectativas de los menos aventajados están ligadas al aumento o disminución respectivamente a las de los más aventajados, y un esquema “injusto”, cuando el aumento de las expectativas de los menos aventajados está ligado a la disminución de las de los más aventajados, porque éstas son excesivas (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 78-80).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 79-80.


� 	Cf. Ibid., 102, 62, 107; Cf. JUAN PABLO II, Discurso inaugural III,4., AAS LXXI P. 200; Cf. P, 975, 1224, 1281. Al inicio de A Theory Rawls formula el “concepto” de justicia, entendido como aquéllo que tienen en común las diversas “concepciones” de la justicia de la siguiente manera: “... institutions are just when no arbitrary distinctions are made between persons in the assingning of basic rights and duties and when the rules determine a proper balance between competing claims to the advantages of social life” (RAWLS J., A Theory, o.c., 5), por lo que tendríamos en el concepto de justicia un aspecto negativo, la no distinción arbitraria entre personas en la asignación de derechos y deberes básicos, y un aspecto positivo, el balance adecuado entre exigencias contendientes por las ventajas de la vida social.


� 	Recuérdese que cuando Rawls diseña las ramas del gobierno que atienden a lo económico distingue entre la que garantiza el mínimo social (transferencia) y la que garantiza la justicia económica (distribución) (ver antes, cap 5: 2.4.).


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 101.


� 	Bajo condiciones razonablemente favorables (ver la nota 218 de éste capítulo). Para el Concilio “se debe observar la regla de la entera libertad en la sociedad, según la cual debe reconocerse al hombre el máximo de libertad, y no debe restringirse sino cuando es necesario y en la medida en que lo sea” (DH, 7c).


� 	Las oportunidades iguales son prioritarias porque aun cuando las oportunidades de algunos redundaran en beneficio de otros que no las tuvieran éstos estarían siendo privados del derecho a tener oportunidad y esto les impediría experimentar una de las formas esenciales del bien humano, esto es, “the realization of self which comes from a skillful and devoted exercise of socia duties” (RAWLS J., A Theory, o.c., 84).


� 	RAWLS J., A Theory, o.c., 302-303. Recuérdese la prioridad del mínimo social sobre los principios de la justicia (ver antes, cap 5: 4.3.).


� 	Cf. AGRA ROMERO M.J., Ética neo-contractualista, o.c., 247-267.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 97.


� 	“Así, pues, la diferencia entre las leyes de una naturaleza a la cual está sometida la voluntad y las de una naturaleza que está sometida a una voluntad (en consideración de aquello que tiene relación con sus libres acciones), descansa en que, en aquélla, los objetos tienen que ser causa de las representaciones que determinan la voluntad, pero en ésta la voluntad debe ser causa de los objetos, de tal modo que la causalidad de esta causa tiene su fundamento de determinación exclusivamente en la facultad pura de la razón, que por eso puede ser llamada razón pura práctica” (KANT Immanuel, Crítica de la razón práctica, Sígueme, Salamanca 1995, 65). “Por concepto de un objeto de la razón práctica, entiendo la representación de un objeto como de un efecto posible por la libertad. Ser un objeto del conocimiento práctico como tal, significa, pues, sólo la relación de la voluntad con la acción por la cual el objeto o su contrario sería realizado...” (Ibid. 79). “Following Kant’s way... we say: practical reason is concerned with the production of objects according to a conception of those objects...” (RAWLS J., Political liberalism, o.c., 93). Así, diríamos que la razón práctica construye  o representa objetos que la voluntad intenta producir.


� 	Que incluiría tanto la estrategia constructivista como la del equilibrio reflexivo (ver la nota 153 de este capítulo; Cf. AGRA ROMERO M.J., Ética neo-contractualista, o.c., 255-264). Rawls delimita su constructivismo político, comparándolo tanto con el realismo moral, o intuicionismo racional,  de autores como Samuel Clarke (1675-1729), Richard Price (s. XVIII), Henry Sidgwick (1838-1900) y W. D. Ross (s. XX) (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 90-99), como con el constructivismo moral de Kant, del que el primero se diferencia en las siguientes carácteristicas: el constructivismo moral de Kant es una doctrina comprensiva, mientras que el constructivismo político de Rawls se aplica sólo a lo político, la autonomía del primero significa que la razón es constitutiva de valores, mientras que en el segundo la autonomía, en el momento teórico, es sólo doctrinal, en el primero las concepciones de la persona y la sociedad se fundamentan en el idealismo trascendental, mientras que en el segundo se trata de ideas políticas y, por último, mientras que el primero pretende fundamentar la razón, el segundo intenta descubrir una base pública de justificación en cuestiones de justicia política, dado el hecho del pluralismo razonable (Cf. Ibid., 99-101).   


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 89-90.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 12, 21, 256, 587; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 24, 26. “... porque la regla es objetiva y universalmente valedera sólo cuando vale sin las condiciones subjetivas contingentes que distinguen un ser racional de otro...” (KANT I., Crítica, o.c., 37) “... ese principio de la moralidad, precisamente por la universalidad de la legislación, que lo hace supremo fundamento formal de determinación de la voluntad, independientemente de todas las diferencias subjetivas de la misma, lo declara la razón al mismo tiempo ley para todos los seres racionales, en cuanto en general tienen una voluntad, es decir, una facultad de determinar su causalidad por la representación de reglas, por consiguiente, en cuanto son capaces de acciones según principios...” (Ibid., 51).


� 	Para la lista completa de las restricciones que conforman la posición original y sus detalles, Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 146-147.


� 	Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 102-107, 285.


� 	RAWLS J., Political liberalism, o.c., 107, 123. La descripción y fundamentación de la posición original ocupa todo el capítulo III de A Theory. Para una descripción más detallada del velo de ignorancia, Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 136-142. Sobre la lista de concepciones de la justicia entre las que se debe elegir, Cf. Ibid., 122-126. Sobre la racionalidad de las partes, Cf. Cf. Ibid., 142-150.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 82-83.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 13-15. Recuérdese la distinción entre cultura social y cultura política que, como veremos después, es fundamental para armonizar pluralismo razonable y consenso traslapado (ver aquí las notas 46, 357 y 359 de éste capítulo).


� 	Cf. Ibid., 15-16.


� 	Cf. GS, 30.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., xliv, xlvi, 49.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., xlvi, 137. En su significado político la legitimidad es “el atributo del Estado que consiste en la existencia en una parte relevante de la población de un grado de consenso tal que asegure la obediencia sin que sea necesario, salvo en casos marginales, recurrir a la fuerza” (LEVI Lucio, Legitimidad, en AAVV, Diccionario de Política, Siglo Veintiuno Editores, México 19948,  862).


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 16, 17, 180, 300-301. Ver antes, cap 5: 4.2. y las notas 210 y 279 de este capítulo.


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 7. Y en un texto, al que sólo el empecinamiento ideológico contra el liberalismo impediría encontrar convergencias con Rawls, Assmann afirma: “O ser humano, por um lado, tem um «existencial sobrenatural» (Karl Rahner) de abertura ao outro (e ao Outro), mas por outro lado, também tem interesses pessoais legítimos; por isso, em sociedades complexas, convém orientar os processos coletivos (na economia e outros) nâo pela diretriz maximalista da melhor fraternidade imaginável, nem pela diretriz minimalista do mero jogo competitivo dos interesses próprios; é necessário conjugar a ativaçâo da consciência coletiva com regularidades comportamentais de forma que a energia humana socialmente disponível nâo seja submetida a exigências insuportáveis, mas se canalize, com certa naturalidade, a objetivos comuns; isto significa aceitar o valor positivo de mecanismos auto-reguladores, nâo ignorando suas tendências nocivas, e apelar, ao mesmo tempo, a níveis de consciência solidária coletivamente viáveis e expressáveis em consensos democráticos no atinente a metas sociais (emergenciais e/ou duradouras), buscando criar progressivamente marcos jurídico-institucionais que permitam a continuidade da convivencia criativa e solidária” (Ibid., 65). 


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 49-50 y 54. En la situación inicial en la que se escogen los principios de justicia (original position) el egoísmo constituye, como el “estado de naturaleza” en el liberalismo clásico, el “punto de no-acuerdo” (no-agreement point), es decir, aquello en lo que las partes se atascan cuando no son capaces de alcanzar un entendimiento mutuo. El egoísmo general queda excluido de la lista de arreglos posibles entre los que se debe elegir, porque se opone a la condición formal de “ordenamiento” (ordering) que se impone, además de las condiciones de generalidad, universalidad, publicidad y conclusividad (finality), a las concepciones de la justicia elegibles: cuando se asume el egoísmo general como característica social no hay posibilidad de “ordenar” o priorizar las demandas conflictivas. Filosóficamente el egoísmo no es una concepción del derecho alternativa sino un reto para cualquiera de ellas: “this only confirms what we knew already, namely, that although egoism is logically consistent and in this sense not irrational, it is incompatible with what we intuitively regard as the moral point of view” (RAWLS J., A Theory, o.c., 130-136 y 146-147; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 278-279). Pero también es imposible, además de innecesario, elaborar una teoría de la justicia en condiciones de puro altruismo, porque la necesidad de una teoría de la justicia nace de las circunstancias de la justicia que se dan “cuando la cooperación es posible y necesaria” (RAWLS J., A Theory, o.c., 126), es decir, cuando “personas mutuamente desinteresadas promueven demandas conflictivas sobre la división de las ventajas sociales bajo condiciones de escasez moderada” (Ibid., 128).


� 	“... the limit of the practical best” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 201-202). O “... the best we can attain within the scope the world allows” (Ibid., 88).


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 202. La justicia como imparcialidad no niega que para algunos ciudadanos la vida política sea su bien más importante, pero no afirma, como lo hace el humanismo cívico, que la participación política sea el locus privilegiado de la vida buena en el que la naturaleza humana se realiza más plenamente. En el liberalismo político sólo se estimula la participación política como necesaria para la protección de las libertades básicas y como una forma del bien entre otras (Cf. Ibid., 205-206 y n. 38). El Concilio Vaticano II se refiere a “la caridad y fortaleza política” y llama a la política “ese arte tan difícil y tan noble” (GS, 75f).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 202-203.


� 	Cf. RAWLS J., Political liberalism, o.c., 204-205 y n. 36. En A Theory el argumento de la dependencia mutua para alcanzar un fin común se utilizaba para fundamentar la idea de la sociedad como una “unión social de uniones sociales”, pero también sirve para la versión de la sociedad política como un bien en sí misma: “thus human beings have in fact shared final ends (en este caso políticos) and they value their common institutions and activities as good in themselves. We need one another as partners in ways of life that are engaged in for their own sake, and the successes and enjoyments of others are necessary for and complementary to our own good” (522-529, paréntesis nuestro). Para Rawls la posibilidad de ver a la sociedad como una unión social de uniones sociales se fundamenta en tres aspectos de nuestra naturaleza social: 1) la complementariedad de los talentos humanos, 2) que lo que podríamos (might) ser y hacer sobrepasa a lo que podemos (can) ser y hacer en una sola vida, por lo que necesitamos de los demás para disfrutar en ellos lo que nosotros podríamos haber sido y hecho y 3) nuestra capacidad para un sentido de la justicia efectivo que a través de la justicia política desemboca en la armonía social (Cf. Ibid., 320-322); Cf. GS, 74c.


� 	DH, 3e, 6b,c; GS, 65c, 69b, 75b; GS, 74c; GS, 75c, 75d; GS, 86b.


� 	ASSMANN H., Crítica à lógica, o.c., 35; Cf. Ibid., 33.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 18 n. 20 y 299-300.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 81. El sentido de la justicia es la capacidad para entender, aplicar y actuar desde la concepción de la justicia pública y expresa también la voluntad de actuar en relación con los demás sobre términos que ellos también puedan públicamente suscribir. La capacidad para una concepción del bien es la de formar, revisar y buscar racionalmente una concepción de la propia ventaja racional o bien propio y se concretiza en cada momento en una determinada concepción del bien que se está tratando de alcanzar, con sus fines últimos, sus afecciones y lealtades a otras personas o asociaciones y su propia visión del mundo (Cf. Ibid., 19-20). Para el Concilio “La mejor manera de llegar a una política auténticamente humana es fomentar el sentido interior de la justicia...” (GS, 73e, énfasis nuestro).


� 	Según Rawls la distinción entre lo razonable y lo racional se remonta a Kant, pues está expresado en su distinción entre el imperativo categórico y el imperativo hipotético. El primero representa la razón práctica pura y el segundo la razón práctica empírica. Aplicado a la concepción política de la justicia, lo razonable, como imperativo categórico, se puede formular como sigue: “knowing that people are reasonable where others are concerned, we know that they are willing to govern their conduct by a principle from which they and others can reason in common; and reasonable people take into account the consequences of their actions on others «well-being»”, mientras que con respecto a lo racional, como imperativo hipotético, podemos afirmar que “knowing that people are rational we do not know the ends they will pursue, only that they will pursue them intelligently” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 48 n. 1).


� 	GS, 25a.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 49-50.


� 	Cf. Ibid., 54-55.


� 	Cf. Ibid., 181; ver antes, cap. 5: 4.2.


� 	Cf. Ibid., 81-82, 76.


� 	Cf.Ibid., 50-54.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 55-56. Como originadas principalmente en el uso de la razón teórica, Rawls menciona las siguientes causas razonables de desacuerdo: la dificultad de evaluar las evidencias de un caso, la posibilidad de diferir sobre el peso que se debe dar a las diferentes clases de consideraciones relevantes, la indeterminación de los conceptos utilizados y la diversidad de experiencias personales. Con respecto al uso de la razón práctica menciona los casos de “perplejidad” y con respecto al mundo social el hecho de que cualquier sistema de instituciones sociales está limitado en los valores que puede admitir, debido a que el espacio social siempre es limitado, por lo que se debe hacer una selección de aquellos que se pueden realizar en la práctica. Esto supone juicios muy difíciles sobre prioridades y equilibrios de valores y da lugar a desacuerdos razonables (Cf. Ibid., 56-57). En palabras de Isaiah Berlin, citadas por nuestro autor: “Some among the Great Goods cannot live together. That is a conceptual truth. We are doomed to choose, and every choice may entail an irreparable loss” y Rawls añade: “That there is no social world without loss is rooted in the nature of values and the world, and much human tragedy reflects that. A just liberal society may have far more space than other social worlds but it can never be without loss. The basic error is to think that because values are objective and hence truly values, they must be compatible. In the realm of values, as opposed to the world of fact, not all truths can fit into one social world” (Ibid., 197 y nota 32). Para de Souza, una de las premisas para la transformación de la conceptualización y práctica de los derechos humanos de un localismo globalizado en un proyecto cosmopolita es “que todas las culturas son incompletas y problemáticas en sus concepciones de la dignidad humana. La incompletud (sic) proviene de la propia existencia de una pluralidad de culturas, pues si cada cultura fuera tan completa como se juzga existiría solamente una cultura única” (SOUZA SANTOS Boaventura de, Una concepción multicultural de los derechos humanos, en Justicia y paz 44/45 (1997) Suplemento nº 44, 5).


� 	Cf.RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 58.


� 	Cf. Ibid., 58-62.


� 	Cf. Ibid., 62.


� 	Cf. Ibid., 212-214.


� 	Cf. Ibid., 216-218.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 318-319 y RAWLS J., A Theory, o.c., 440-446. Ver aquí la nota 196 de este capítulo. La idea de una sociedad decente está construida sobre el concepto de humillación, entendida como la lesión del respeto propio que, a su vez, supone el concepto de dignidad humana, y que se concretiza en la escena social como rechazo de la comunidad humana y como pérdida del control sobre la propia existencia o, en otros términos, “como el rechazo de formas específicas de vida en las que las personas expresan su humanidad”; así, una sociedad civilizada es aquélla en la que sus miembros no se humillan unos a otros, mientras que una sociedad decente es aquella en la que las instituciones no humillan a sus integrantes (Cf. MARGALIT Avishai, La sociedad decente, Paidós, Barcelona 1997, 15-16). Para el caso de México, es muy interesante el análisis del círculo vicioso que se da entre: ruptura de los lazos comunitarios - impotencia - autodevaluación - violencia - descomposición social, todo ello relacionado con las políticas neoliberales, que encontramos en ZERMEÑO S., Regeneración o desorden, o.c., 2-8.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 83-86 y 318-320. Para el Concilio “... no puede llegarse a este sentido de la responsabilidad si no se facilitan al hombre condiciones de vida que le permitan tener conciencia de su propia dignidad... la libertad humana con frecuencia se debilita cuando el hombre cae en extrema necesidad, de la misma manera que se envilece cuando el hombre, satisfecho por una vida demasiado fácil, se encierra como en una dorada soledad. Por el contrario, la libertad se vigoriza cuando el hombre acepta las inevitables obligaciones de la vida social, toma sobre sí las multiformes exigencias de la convivencia humana y se obliga al servicio de la comunidad en que vive” (GS, 31b).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 86, 163 y RAWLS J., A Theory, o.c., 463 n.9.


� 	Una reflexión adecuada (due reflection) es aquella que lleva al equilibrio reflexivo (ver aquí las notas 153, 176 y 364 de este capítulo).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 86-88 y 70-71. Para Bobbio, “en ningún país del mundo el método democrático puede durar sin volverse una costumbre. ¿Pero puede volverse una costumbre sin el reconocimiento de la fraternidad que une a todos los hombres en un destino común?” (BOBBIO N., El futuro, o.c., 48). Para Rawls las ideas democráticas de libertad, igualdad y fraternidad están incorporadas en los pricipios de la justicia como imparcialidad. Desde el punto de vista de la justicia social la idea de fraternidad expresa su sentido en el principio de diferencia (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 105-106).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 50-51, 53 n.7, 306 n.21.


� 	Esta es la argumentación de los libertarios o neoliberales (ver después, cap 5: 5.4.1.).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 51-52. Como ejemplo de un autor que intenta derivar lo razonable de lo racional Rawls menciona a David Gauthier en Morals by agreement. Desde la concepción rawlsiana, la complementariedad radical de lo razonable y lo racional (que incluye la racionalidad económica) con la prioridad de lo justo (right) sobre lo bueno (good) responde a la afirmación de Hugo Assmann de que “o sujeito econômico só se viabiliza como sujeito político” (Cf. ASSMANN H.-HINKELAMMERT F. J., A idolatria, o.c., 426; ver aquí las notas 211 y 281 de este capítulo).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 52-53. Podría ser el caso de la teoría económica que tiene entre sus condiciones o restricciones la “competencia perfecta” en la que todos los agentes de un mercado tienen el mismo tamaño y la misma información (ver antes, cap. 3: 2.5.), rasgos que la asemejan a lo razonable de la justicia como imparcialidad concretizado en las condiciones de la posición original (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 145-147), aunque la teoría económica los trate sólo como variables exógenas (ver antes, cap. 3: 6.4.). También se puede mencionar la postura de Buchanan-Tullock, que partiendo de la icertidumbre de los agentes particulares con respecto a sus preferencias futuras, podrían elegir una regla de elección pública “sobre la base de criterios independientes de su respectiva posición en la distribución de la renta” (EKELUND Robert B. - HÉBERT Robert F., Historia de la, o.c., 682). Para Gauthier, la cooperación constituye una respuesta racional a las fallas del mercado, pero en su demostración supone ciertas condiciones de racionalidad práctica que identifica con “la justicia”: “la disposición que tiene el individuo a no sacar ventaja de sus semejantes, a no tratar de apoderarse de los bienes libres y a no imponer costos no compensados, siempre que ese individuo suponga que los demás están igualmente dispuestos” (GAUTHIER D., La moral, o.c., 158-212). De alguna manera se trata de condiciones razonables, aunque no alcanzan a llenar la categoría de lo razonable en Rawls. Nótese lo reducido del contenido de la justicia en el pensamiento de Gauthier, comparado con el que le da Rawls, así como la formulación negativa del mismo en el primer autor, comparada con la formulación positiva del segundo. Para Rorty, se puede pensar la justicia como una “lealtad ampliada” (RORTY Richard, Pragmatismo y política, Paidós, Barcelona 1998, 105-124).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 52, 305-306 y n. 21. “These constraints are modeled in the original position and thereby imposed on the parties: their deliberations are subject -and subject absolutely- to the reasonable conditions the modeling of which makes the original position fair. As we shall see later, that the reasonable is prior to the rational gives the priority of right” (Ibid., 24-25 y n. 28). Rawls dedica una lectura completa (Cf. Ibid., 173-211) a explicar la prioridad de lo justo (right) sobre lo bueno (good). Sin embargo, postula una teoría débil (thin theory) del bien, como condición para el ejercicio de lo razonable (ver antes, cap 5: 4.2 y las notas 210 y 279 de este capítulo).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 53-54.


� 	Cf. Ibid., 30-32; Cf. P, 513-516. “… la formación institucionalizada de la opinión y la voluntad depende de los suministros provenienttes de los contextos informales de comunicación del espacio público ciudadano, de la red de asociaciones y de la esfera privada. Con otras palabras: el sistema político de acción está inserto en los contextos del mundo de la vida” (HABERMAS J., Facticidad y validez, o.c., 432). Para un análisis más detallado de los mecanismos que vinculan “el mundo de la vida” y el sistema político a través de la sociedad civil y de la opinión pública, Cf. Ibid., 407-468.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 30-34, 146 n.13.


� 	Cf. Ibid., 212-213.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 220-222. Para un acercamiento teológico al discernimiento colectivo, entendido como “criticidad” de un sujeto social, se puede ver, MIER GAY Sebastián, El sujeto social en moral fundamental. Una verificación: Las CEBs en México, UPM, México 1996, 122-127, 131-134, 149.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 214-216, 231-240.


� 	Cf. Ibid., 217.


� 	Para Rawls hay “muchos liberalismos” según el modo como presenten los tres rasgos esenciales del liberalismo: 1) que especifique ciertos derechos, libertades y oportunidades básicos, 2) que les asigne una prioridad especial, sobre todo con respecto a los reclamos de las concepciones del bien y de los valores del perfeccionismo y 3) que afirme medidas que aseguren a todos los ciudadanos los medios generales para que puedan hacer uso efectivo de sus derechos, libertades y oportunidades básicos (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 223, 226-227).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 223-224, 253-254.


� 	Recuérdese la aplicación de los dos principios de justicia a las dos partes de la estructura básica y las dos étapas del proceso político (ver antes, cap 5: 3.1. y 3.2.1.) que ahora corresponden a las dos grandes áreas de la discusión sobre los valores de la justicia política.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 227-230, l n. 23.


� 	Cf. Ibid., li-liii, 219-220, 224-225.


� 	GS, 39c.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 35-36.


� 	Cf. Ibid., 38-39, 168.


� 	Rawls asume de Locke las razones por las que los ciudadanos se pueden comprometer en la resistencia y la revolución: “their social position in the basic structure is seriously unjust and this condition has persisted over some period of time and seems to be removable by no other means” (RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 347 y nota 60). Pablo VI menciona como causas legítimas “la tiranía evidente y prolongada, que atentase gravemente contra los derechos fundamentales de la persona y damnificase peligrosamente el bien común del país” (PP, 31). En el sureste mexicano, el EZLN al exponer las razones de su levantamiento armado coincide casi literalmente con los textos anteriores: “... HOY DECIMOS ¡BASTA!... somos... los desposeídos, somos millones y llamamos a todos nuestros hermanos a que se sumen a este llamado como el único camino para no morir de hambre ante la ambición insaciable de una dictadura de más de 70 años... Para evitarlo y como nuestra única esperanza, después de haber intentado todo por poner en práctica la legalidad basada en nuestra Carta Magna, recurrimos a ella, nuestra Constitución...” (EZLN, Documentos y Comunicados (1º de enero / 8 de agosto de 1994), Era, México 1994, 33-34, énfasis nuestros).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 40-42, 301.


� 	Cf. Ibid., 42-43.


� 	“La profunda y rápida transformación de la vida exige con suma urgencia que no haya nadie que, por despreocupación frente a la realidad o por pura inercia, se conforme con una ética meramente individualista” (GS, 30a); “No se puede confiar el desarrollo ni al solo proceso casi mecánico de la acción económica de los individuos ni a la sola decisión de la autoridad pública. Por este motivo hay que calificar de falsas tanto las doctrinas que se oponen a las reformas indispensables en nombre de una falsa libertad como las que sacrifican los derechos fundamentales de la persona y de los grupos en aras de la organización colectiva de la producción” (GS, 65b).


� 	CA, 42c.


� 	Rawls se está refiriendo explícitamente a Robert Nozick y específicamente a su obra Anarchy, State and Utopia (New York, Basic Books, 1974; Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 263 n.6). A su vez, esta obra, segun Rubio Carracedo, significa una reacción ante la justicia distributiva de Rawls en A Theory. Según Nozick la única vía redistributiva legítima es la donación, cualquier otra desborda la legitimidad del Estado mínimo y choca con los derechos inviolables de cada individuo debidamente “titulado”. Para Rubio Carracedo, Nozick, aunque se reivindica como discípulo de Locke y Kant, resulta ser “un discípulo poco fiable” porque no respeta la condición lockeana de que la apropiación original ha de dejar para los otros suficiente propiedad en común, y no de menor calidad, pues también la necesitan para ejercer sus libertades (Cf. RUBIO CARRACEDO J., Educación moral, o.c., 168-170). Numerosas comparaciones entre las posturas de Nozick y las de Rawls se pueden ver en la obra de David Gauthier ya citada (GAUTHIER D., La moral, o.c.), y una comparación más breve en ELSTER J., Justicia local, o.c., 239-250. Un elenco de pensadores neoliberales incluiría, sin agotarlos, a Karl Popper, Friedrich A. von Hayek, Milton Friedman, David Gauthier, James Buchanan y el mismo Nozick.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., lviii.


� 	El procedimiento del libertarismo es entonces un caso de “as-if historical process”, mientras que el procedimiento de la situación inicial rawlsiana es uno de “as-if nonhistorical process” aunque ambos son hipotéticos (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 264 n.7). Gauthier resuelve el problema del estado de naturaleza respondiendo a la cuestión de la apropiación de las tierras norteamericanas por parte de los europeos con el argumento de que la apropiación “inicial” no requiere del consentimiento de los despojados, porque “la apropiación inicial no es una negociación” sino que responde a la lógica del progreso humano y el criterio de éste último es la eficiencia en el uso de los recursos: “En el estado de naturaleza, si no ya en cualquier sociedad, el uso eficiente es una condición de la posesión legítima” (Cf. GAUTHIER D., La moral, o.c., 369-380; 386-387).


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 262-265.


� 	Cf. Ibid., 265.


� 	Cf. Ibid., lviii-lix.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 265-266. En este sentido, el libertarismo, al ampliar la racionalidad económica a todas las relaciones sociales, tampoco resuelve la cuestión nodal de las ciencias sociales de explicar la relaciónes causales que existen entre individuo y sociedad o, más específicamente, entre racionalidad individual y racionalidad social. Rawls las integra desde la ética política al atribuir, fundamentado en Kant, a la razón práctica misma las dimensiones de lo razonable (la racionalidad de lo social) y lo racional (la racionalidad de lo individual), distintas e independientes pero complementarias (ver antes, cap 5: 5.2. y la nota 259 de este capítulo).


� 	RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 267.


� 	Como ya vimos (cap 4: 2.3.1.) Según Douglass C. North, los costos de transacción (transaction costs) dependen mucho de la información e incluyen el costo de medir las propiedades o características del bien, servicio o desempeño del agente que se intercambia (costliness of measurement) y el costo de proteger y hacer cumplir los acuerdos (cost of enforcement). Ambos costos constituyen también una parte importante de los costos de producción y dan lugar a la creación de instituciones sociales, políticas y económicas, por ejemplo reglamentaciones, derechos de propiedad, etc. En último término el marco institucional se integra por reglas legales, formas organizacionales, coacción y normas de comportamiento, por lo que la explicación completa de una transacción particular debe integrar tres elementos: un modelo de conducta para el agente, la transacción misma y la estructura institucional de la sociedad. Si no se incluyen estas variables el modelo teórico del equilibrio general (ver antes, cap 3: 2.4.2.) resulta insuficiente. Las conclusiones de la investigación de North, aunque aplicadas al éxito de una economía y no a la justicia, coinciden con el argumento de Rawls: “exchange in modern economies consisting of many variable attributes extending over long periods of time necessitates institutional reliability... there is nothing automatic about the evolution of cooperation from simple forms of contracting and exchange to the complex forms that have characterized the successful economies of modern times” (Cf. NORTH D.C., Institutions, Institutional change, o.c., 27-35). Por eso, a nuestro modo de ver, un modelo económico, por más bien elaborado que esté, no puede realizarse si no considera también el diseño de las instituciones jurídicas y políticas (instituciones formales), así como el respeto a las instituciones culturales (instituciones informales) pues ambas dan sustento a las relaciones puramente económicas.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 267-268.


� 	Cf. Ibid., 268-269.


� 	Para Rawls, la aceptación de la autoridad política en el caso del derecho a la emigración no es voluntaria, en el mismo sentido en que lo es en el caso de la aceptación de la autoridad eclesiástica por la libertad de conciencia y pensamiento. La inexistencia del derecho a la emigración es una restricción propia de la situación inicial rawlsiana, pero se puede quitar en una etapa posterior del razonamiento, específicamente cuando se trate la cuestión de las relaciones entre naciones (Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 277, 136 n. 4). Aunque en A Theory sugiere para la justicia entre naciones un camino semejante al empleado para llegar a, y aplicar, los principios de la justicia (Cf. RAWLS J., A Theory, o.c., 377-379). Sobre la propuesta específica de Rawls sobre la justicia internacional, ver la nota 383 de este capítulo.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 275-276. Recuérdese que el método de Rawls para llegar a los principios de la justicia es constructivista. 


� 	Cf. Ibid., 275-278.


� 	GS, 74a.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 278-281.


� 	Ver antes, cap. 5: 3.2.2. y 5.3.


� 	Cf. RAWLS J., Political Liberalism, o.c., 3-4.


� 	Cf. VÁZQUEZ R., Derechos y tolerancia, o.c., 43.


� 	HERRERA LIMA María, Pluralidad cultural-diversidad política, en QUESADA Fernando (ed.), Filosofía política I. Ideas políticas y movimientos sociales, Trotta, Madrid 1997, 54.


� 	Cf. WALZER Michael, Tratado sobre la tolerancia, Paidós, Barcelona 1998; AGUILAR RIVERA J.A., La casa de, o.c., 2-12.


� 	KYMLICKA W., Derechos individuales, o.c., 21-34.
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